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1. EL ACCIDENTE DE TRABAJO Y LA ENFERMEDAD PROFESIONAL

1.1.- CONCEPTO DE ACCIDENTE DE TRABAJO

	 El concepto legal del accidente de trabajo viene regulado en el artículo 115 de la Ley General 
de la Seguridad Social que lo define como “aquella lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión 
o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena”, añadiendo a modo de aclaración una 
serie de supuestos considerados también accidente de trabajo. El propio precepto establece una 
presunción, denominada “iuris tantum”, que hace que cualquier lesión producida durante el tiempo y 
en el lugar de trabajo sea un accidente de trabajo. Así por ejemplo, se considera accidente laboral el 
infarto sobrevenido en el trabajo.

1.1.1  CARACTERISTICAS

	 De esta definición podemos concluir que tres son las características básicas del accidente de trabajo:
1.Que exista lesión corporal, es decir una lesión traumática o no traumática (incluso las de tipo psíquico).
2.Que se produzca con ocasión o consecuencia del trabajo, es decir debe haber una relación de 
causalidad entre trabajo y lesión.
3.Que el trabajo se realice por cuenta ajena, y a determinados trabajadores por cuenta propia siempre 
y cuando cumplan con unos requisitos específicos

	 Sobre esta última característica, cabe decir que tras la aprobación del Estatuto del Trabajador 
Autónomo se ha iniciado un proceso de ampliación de la acción protectora de la Seguridad Social 
a favor de este colectivo, que ha culminado con la protección por cese involuntario de la actividad, 
comúnmente denominada prestación por desempleo. No es objeto de esta guía analizar dicha 
prestación, pero si lo es, dedicar un par de párrafos a la cobertura del accidente de trabajo y la 
enfermedad profesional, que dicho sea de paso, sólo alcanza la obligación de su cobertura a los 
autónomos económicamente dependientes y a aquellos que se dedican a actividades profesionales con 
mayor riesgo de siniestralidad. Para el resto de trabajadores autónomos esta cobertura es voluntaria. 

	 A efectos de protección, el Estatuto del Trabajador Autónomo define el accidente de trabajo 
como “el ocurrido como consecuencia directa e inmediata del trabajo que realiza por su propia cuenta 
y que determina su inclusión en el campo de aplicación de dicho Régimen Especial”, definición que se 
asemeja a la de los trabajadores por cuenta ajena.

1.2. CONCEPTO DE ENFERMEDAD PROFESIONAL

	 El artículo 116 de la LGSS la define como “Aquella que contrae el trabajador como consecuencia 
del trabajo que desarrolla por cuenta ajena, en las actividades que se especifican reglamentariamente 
en el correspondiente cuadro, y que esté provocada por la acción de los elementos o sustancias que 
en dicho cuadro se indiquen para cada enfermedad profesional”.

	 Frente a la flexibilidad del concepto del accidente de trabajo nos encontramos con una 
definición de la enfermedad profesional mucho más rígida, de manera que condiciona la existencia de 
la enfermedad a que ésta venga incluida en una lista, y que además esté provocada por las sustancias 
o agentes que aparecen también en dicha lista.

	 La lista referida viene regulada en el RD 1299/2006, de 10 de noviembre por el que se aprueba el 
nuevo cuadro de enfermedades profesionales, al tiempo que se dictan las reglas para la actualización 
de las mismas y para la declaración y notificación de tales enfermedades. 
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	 En la práctica, diversas resoluciones judiciales parecen apuntar hacia un concepto mucho 
más elástico de la enfermedad profesional, considerando que los agentes nocivos listados pueden 
considerarse existentes en cuanto aquella surge con motivo de la actividad laboral, aún cuando 
existan dudas sobre el agente concreto causante de la enfermedad. Prueba de ello son las numerosas 
sentencias que reconocen los eczemas de contacto como enfermedades profesionales.

	 Pese a la rigidez mencionada anteriormente, la enfermedad profesional presenta una mayor 
simplicidad “teórica” en cuanto al reconocimiento, puesto que el sistema de “lista” incorporado 
en nuestra legislación implica una presunción “iuris et de iure”, es decir, no admite prueba en 
contrario, basta con que la enfermedad aparezca en el listado y el agente causal también para que el 
reconocimiento de la enfermedad profesional sea automático. No es preciso que el trabajador pruebe 
que la enfermedad ha sido causada por la actividad laboral.

1.2.1 CARACTERÍSTICAS

	 De la definición legal podemos concluir que son tres las características básicas de la enfermedad 
profesional:

. Que la enfermedad se contraiga como consecuencia del trabajo prestado por cuenta ajena.

. Que la enfermedad sea consecuencia de las actividades que se especifican en el cuadro de 
enfermedades profesionales.

. Que la patología proceda de la acción de los elementos o sustancias que en el cuadro se indican para 
cada enfermedad profesional.

	 Nuevamente hemos de realizar una matización respecto a los trabajadores autónomos. Como 
sucedía con el accidente de trabajo, el trabajador autónomo cuenta con una definición propia de la 
enfermedad profesional “la contraída a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta propia, que esté 
provocada por la acción de los elementos y sustancias y en las actividades que se especifican en la lista 
de enfermedades profesionales con las relaciones de las principales actividades capaces de producirlas”. 

	 Ya hemos comentado que el trabajador autónomo puede formalizar voluntariamente la 
cobertura de las contingencias profesionales con una Mutua, salvo los autónomos económicamente 
dependientes y los que desempeñen una actividad con un elevado riesgo de siniestralidad.

Diferencias entre la enfermedad profesional y la enfermedad del trabajo. 

	 Cuando hablamos de enfermedades del trabajo nos referimos a las reguladas en el art. 115.2 
e) f) y g) del Real Decreto Legislativo 1/94, por el que se aprueba el texto refundido por el que se 
aprueba la Ley General de la Seguridad Social (Vigente hasta el 1 de enero de 2014).

	 La principal diferencia radica en la inclusión o no en la lista de enfermedades profesionales (RD 
1299/2006).  Así, la enfermedad profesional viene incluida, por lo que el reconocimiento es automático y 
la enfermedad del trabajo no, exigiéndose que venga ocasionada exclusivamente por razón del trabajo 
y recayendo sobre el trabajador la carga de la prueba siempre que la misma no se haya manifestado 
en tiempo y lugar de trabajo.

	 Ahora bien, ambas son consideradas contingencias profesionales, y por tanto, se despliega 
sobre las mismas el sistema de protección regulado en la Ley General de la Seguridad Social, corriendo 
a cargo de la Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales la prestación económico-
sanitaria.



12

Manual del delegado de prevención

Distinción entre la enfermedad profesional y el accidente de trabajo

	 Lo visto hasta aquí nos permite establecer claras diferencias entre ambas contingencias,
resumiendo como más significativas:

1. La enfermedad profesional supone un deterioro lento y progresivo de la salud: el accidente de 
trabajo se presenta de forma súbita y violenta.
2. La enfermedad profesional debe estar contemplada en el RD 1299/2006 al igual que los agentes 
sustancias que la provoquen; el accidente de trabajo no.
3. La enfermedad profesional presenta una presunción “iuris et de iure”, no admite prueba en contrario; 
el accidente de trabajo presenta una presunción “iuris tantum”, se invierte la carga de la prueba, pero 
admite prueba en contrario.

1.3.- DIFERENCIA ENTRE CONTINGENCIA COMÚN Y CONTINGENCIA PROFESIONAL.

	 Desde el punto de vista de Seguridad Social, el accidente de trabajo y la enfermedad profesional son 
contingencias profesionales, y el accidente no laboral y la enfermedad común son contingencias comunes.

	 La distinción que nuestro ordenamiento jurídico hace respecto de la contingencia común y 
profesional va más allá del conceptual, siendo más generoso en el tratamiento de la segunda. De este 
modo cuando se trata de contingencias profesionales:

1.	 No se exige cotización previa para el acceso a las prestaciones; 
2.	 Las prestaciones son mayores al considerarse en su cálculo las horas extras; 
3.	 Rige el principio de alta de pleno derecho y automaticidad de las prestaciones, lo que significa                                   
	 que si el trabajador no estuviera dado de alta y/o la empresa no estuviera al corriente de pago 	
	 de las cotizaciones, quedará cubierto por la MATEPSS ;
4.	 Puede existir recargo de prestaciones en el caso de que el accidente o la enfermedad sea 	
	 consecuencia exclusiva de falta de medidas de seguridad; 
5.	 Puede haber responsabilidades civiles, penales y administrativas.
6.	 Cuentan con una prestación específica denominada “Lesión Permanente No Invalidante”; 
7.	 El gasto farmacológico, protésico y rehabilitador corre íntegramente por cuenta de la MATEPSS;

Además, en el caso de las enfermedades profesionales los trabajadores tienen derecho a:

8.	 Un reconocimiento médico previo a la incorporación al puesto de trabajo así como a 		
	 reconocimientos médicos periódicos; 
9.	 Al cambio de puesto de trabajo en el caso de que la enfermedad profesional no cause 		
	 incapacidad temporal .
10.	 Los periodos de observación se asimilan a una incapacidad temporal durante la cual el 		
	 trabajador percibirá la prestación correspondiente a una contingencia profesional.

Por todo ello es de gran trascendencia, no sólo para el trabajador sino también para el propio INSS, la 
calificación correcta de la contingencia.

1   Si la empresa tiene cubiertas las contingencias profesionales directamente con el INSS, sería éste al que 
correspondería el pago de las prestaciones.
2    Existe una reducción en la cotización a la seguridad Social en los supuestos de cambio de puesto de trabajo 
por riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia natural y así como en los supuestos de enfermedad 
profesional.
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Cuadro resumen de contingencias
Fuente: De las Mutuas Patronales a las Mutuas de la Seguridad Social

(UGT Castilla y León – Ed. 2012)

1.4. PRESTACIONES EN CASO DE ACCIDENTE DE TRABAJO Y ENFERMEDAD PROFESIONAL.

	 El abono de estas prestaciones corre por cuenta de las Mutuas de AT y EP, en aquellos 
casos en que tengan las competencias del mismo, es decir, cuando la empresa haya optado por la 
contratación de las mismas para la cobertura de dichas contingencias.

1.4.1. ASISTENCIA SANITARIA.
 
COMPRENDE:

	 - El tratamiento médico-quirúrgico y rehabilitador de las lesiones o dolencias sufridas, las 
prescripciones farmacéuticas y, en general, todas las técnicas diagnósticas y terapéuticas que se 
consideren precisas por los facultativos que asistan al accidentado.
	
	 - El suministro y renovación normal de los aparatos de prótesis y ortopedia necesarios, y los 
vehículos para inválidos (sillas de ruedas, etc).

	 - La cirugía plástica y reparadora adecuada cuando hubieran quedado deformaciones o 
mutilaciones que produzcan alteración importante en el aspecto físico del accidentado o dificulten la 
recuperación funcional para el empleo posterior.

	 - El tratamiento rehabilitador necesario para lograr una curación más completa y una mayor 
aptitud para el trabajo en el plazo más corto.
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	 - Los gastos que ocasione el desplazamiento para recibir la asistencia, en medios normales 
de transporte, o extraordinarios debidamente autorizados.

	 Todas estas prestaciones sanitarias serán gratuitas, sin que el accidentado tenga que abonar 
cantidad alguna, siempre que acuda a los servicios médicos designados por Entidad gestora o 
colaboradora (mutua).

1.4.2. PRESTACIONES ECONÓMICAS.

	 Las prestaciones que la ENTIDAD GESTORA O COLABORADORA (MUTUA) atenderá, 
producido el accidente o la enfermedad, vienen reguladas en el Texto Refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, siendo éstas:

	 • Incapacidad Temporal.- (75% de la Base Reguladora).

	 • Incapacidad Permanente Parcial.- (24 mensualidades de la Base Reguladora).

	 • Incapacidad Permanente Total.- (Pensión equivalente al 55% de la Base Reguladora más un 	
	   20% para mayores de 55 años).

	 • Incapacidad Permanente Absoluta.- (Pensión equivalente al 100% de la Base Reguladora).

	 • Gran Invalidez.- (Pensión equivalente al 55% o 100% de la Base Reguladora +  complemento).

	 • Auxilio por defunción.- Prestación 46,41 euros para gastos de sepelio.

	 • Tanto Alzado (6 mensualidades más 1 por hijo).

	 • Pensión de Viudedad (52%-70% de la Base Reguladora). 

	 • Pensión de Orfandad (20% de la Base Reguladora por cada hijo menor de 21 años, con 	
	   carácter general). 

	 • Lesiones Permanentes no Invalidantes.- (Tanto alzado según baremo).

	 . Subsidio de Incapacidad Temporal (I.T.)
	
	 A partir del día siguiente al de la baja laboral se abonará al accidentado un subsidio 
equivalente al 75% de su base diaria de cotización. 

	 Tendrá una duración máxima de doce meses prorrogables por otros seis, cuando se presuma 
que durante ellos el trabajador puede ser dado de alta médica por curación.

	 Una vez agotado el período máximo de incapacidad temporal (18 meses), se examinará 
necesariamente, en el plazo de tres meses, el estado del trabajador a efectos de su calificación 
como inválido permanente.

	 No obstante, en aquellos casos en que continúe necesitando tratamiento médico y la 
situación clínica del interesado no se considere definitiva, podrá demorarse la citada calificación si 
bien, la situación Incapacidad Temporal no podrá rebasar los treinta meses.

	 Hasta los dieciocho meses de Incapacidad Temporal, las empresas están obligadas a cotizar. 
Si se prorroga esta situación después de los dieciocho meses no existirá dicha obligación.
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	 El subsidio por I.T. correspondiente al día de la baja es a cargo exclusivo de la empresa. 

	 El subsidio correspondiente al día del alta médica se abona por la Mutua.

	 Si el alta médica fuese dada en viernes, la empresa debe abonar la retribución salarial desde 
el sábado (salvo que este sea día festivo), al considerarse el sábado día laborable, aún cuando en la 
empresa no se trabaje.

Además, las Mutuas pueden efectuar aportaciones complementarias, tales como:

	 • Gastos de viaje a los Centros Asistenciales, así como dietas y gastos de acompañante 
debidamente autorizados.

	 • Abono del 100% de los Gastos Farmacéuticos (prestación contemplada en la propia 
normativa).

	 • Abono del 100% de los gastos hospitalarios o de los facultativos cuyos servicios se hayan 
utilizado en casos de urgencia.

	 Prestaciones por Lesiones Permanentes no Invalidantes

	 En la actualidad, la competencia para declarar la existencia de secuelas, su graduación y 
cuantía recae en las Direcciones Provinciales del Instituto Nacional de la Seguridad Social, previo 
informe-propuesta de los Equipos de Valoración de Incapacidades.

	 Las lesiones permanentes no invalidantes son aquellas lesiones, mutilaciones y deformidades 
de carácter definitivo, causadas por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, que no 
repercuten sobre la capacidad laboral del trabajador, pero suponen una disminución o alteración de 
su integridad física.

	 Se indemnizan por una sola vez con las cantidades económicas determinadas en el Baremo 
de Lesiones Permanentes no lnvalidantes.

	 . Incapacidad permanente    
 
	 Esta es la situación en la que se hallan los trabajadores como consecuencia de las lesiones 
derivadas de accidente de trabajo o Enfermedad profesional que dejen reducciones anatómicas 
o funcionales previsiblemente definitivas y susceptibles de determinación objetiva, por las cuales 
quede disminuida su capacidad para el trabajo.

	 Grados de Incapacidad Permanente:

	 • Incapacidad permanente parcial 
	 • Incapacidad permanente total para la profesión habitual 
	 • Incapacidad permanente absoluta para todo trabajo 
	 • Gran invalidez 

	 A efectos de la determinación del grado de la incapacidad, se tendrá en cuenta la incidencia 
de la reducción de la capacidad de trabajo en el desarrollo de la profesión que ejercía el interesado o 
del grupo profesional en que aquella estaba encuadrada, antes de producirse el hecho causante de 
la incapacidad permanente.
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	 Grados de incapacidad permanente y su compensación económica:
 
	 • Incapacidad permanente parcial: 

	 Es aquella que, sin alcanzar el grado de total, ocasione al trabajador una disminución 
no inferior al 33 por ciento en su rendimiento normal para su profesión habitual, sin impedirle la 
realización de las tareas fundamentales de la misma.

	 Se indemniza con una cantidad por una sola vez de 24 mensualidades de su base reguladora salarial.

	 • Incapacidad permanente total para la profesión habitual: 
  
	 Es aquella que inhabilita al trabajador para la realización de todas o, al menos, de las 
fundamentales tareas de su profesión habitual, siempre que le permitan dedicarse a otra distinta.

	 Corresponde una pensión vitalicia equivalente al 55 por ciento de su base reguladora anual o 
del 75% de dicha base si el trabajador es mayor de 55 años y no trabaja.

	 • Incapacidad permanente absoluta para todo trabajo: 

 	 Es aquella que inhabilita al trabajador para la realización de cualquier profesión u oficio.

	 Corresponde una pensión vitalicia equivalente al 100 por ciento de su base reguladora anual.

	 • Gran invalidez:

	 Es aquella que inhabilita al trabajador para la realización de los actos más elementales de la 
vida diaria, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos, precisando de la ayuda permanente 
de otra persona.

	 La prestación está compuesta por el importe de la pensión que corresponda por incapacidad 
permanente ya sea total o absoluta, incrementada con un complemento destinado a remunerar a 
la persona que atienda al beneficiario. El complemento es el resultado de sumar el 45% de la base 
mínima de cotización vigente en el Régimen General en el momento del hecho causante, cualquiera 
que sea el régimen en el que se reconozca la pensión, y el 30% de la última base de cotización 
del trabajador correspondiente a la contingencia de la que derive la situación de incapacidad 
permanente.  En ningún caso, este complemento podrá tener un importe inferior al 45% de la 
pensión percibida, sin el complemento, por el trabajador

	 • Prestaciones Económicas por Fallecimiento  
 
	 Cuando se produzca el fallecimiento de un trabajador por accidente de trabajo o, en caso de 
desaparecidos, una vez transcurran 90 días desde su desaparición sin tener noticias suyas, puede 
originarse el derecho a algunas de las siguientes prestaciones: 
 
	 	 • Prestaciones por viudedad 
	 	 • Prestaciones por orfandad 
	 	 • Prestaciones a favor de familiares 
	 	 • Auxilio por defunción 

			   . Prestaciones por viudedad.
 
			   Cuando, ocurrido el fallecimiento, sobreviva el cónyuge, éste tendrá derecho 	
			   a percibir una pensión vitalicia por viudedad equivalente al 52 por ciento de la 	
	 	 	 base reguladora del fallecido o el 70% en determinadas circunstancias.
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			   . Prestaciones por orfandad    
 
			   Los hijos de los trabajadores, menores de 21 años en la fecha del fallecimiento 	
			   del causante, o mayores incapacitados (incapacidad absoluta o gran invalidez), 	
			   tienen derecho a percibir una pensión del 20 por ciento de la base reguladora 	
			   del fallecido hasta cumplir dicha edad, o hasta los 22 ó 24 años en las 		
			   condiciones que se analizan en el párrafo siguiente. La suma de las pensiones 	
		             de viudedad y orfandad no puede superar el 100 por cien de la base reguladora 	
		             del causante.

			   El hijo del causante podrá ser beneficiario de la pensión de orfandad, siempre 	
			   que al fallecer el causante sea menor de 22 años, o de 24 si es huérfano 		
	 	 	 de padre y madre, y no perciba rentas del trabajo por importe superior al 75% 	
			   del Salario Mínimo lnterprofesional en cómputo anual.

			   Además corresponderá una prestación, por una sola vez, de 1 mensualidad de 	
			   la citada base reguladora del fallecido, a los hijos a los que se reconozca 	
			   pensión de orfandad.
 
			   . Prestaciones a favor de familiares    

			   Bajo determinadas circunstancias, relativas a convivencia, dependencia 		
			   económica y falta de medios de subsistencia y de familiares con obligación 	
			   y posibilidad de prestar alimentos, los padres, abuelos, nietos, hermanos, hijos 	
			   (que no cumplen los requisitos anteriores) de los fallecidos pueden tener 		
			   derecho a prestaciones económicas que se abonarán en forma de pensión 	
			   vitalicia, indemnización a tanto alzado o subsidio temporal.
 
			   . Auxilio por defunción    

			   Se trata de un pago, por una sola vez, de 46,41 euros que se abona a los 	
			   familiares que convivieran con el fallecido o a quien se haga cargo efectivo de 	
			   los gastos de sepelio.

1.4.3. PRESTACIONES RECUPERADORAS

COMPRENDEN:

	 -Tratamiento sanitario adecuado, especialmente rehabilitación funcional, cuando lo permita el
 	 estado del beneficiario, medicina física o ergoterapia y cuantos otros se consideren necesarios.

	 -Orientación profesional para determinar las posibilidades de adaptación en un determinado 	
	 puesto de trabajo. 

	 - Formación profesional por readaptación al trabajo anterior o por reeducación para uno nuevo.
 

1.4.4. PRESTACIONES ESPECIALES  
 
	 La Entidad gestora o colaboradora (mutua), por acuerdos de su Junta General, ha venido 
constituyendo un Fondo de Prestaciones Especiales al que destina el 10% de sus excedentes de 
gestión.
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	 Este fondo es administrado por una comisión formada por tres representantes de los 
empresarios asociados y tres representantes de los trabajadores de las empresas asociadas, 
designados por las centrales sindicales.

	 La comisión puede otorgar prestaciones a fondo perdido y préstamos sin interés. 

	 Para poder solicitar las prestaciones especiales, además de ser trabajador de una empresa 
asociada a Entidad gestora o colaboradora (mutua), deberá haber sufrido un accidente de trabajo y/o 
enfermedad profesional. Es condición imprescindible la existencia de lesión corporal acreditada por 
certificación médica.

	 En los supuestos de fallecimiento, los familiares a cargo de trabajadores que cumplan las 
condiciones anteriores también pueden solicitar prestaciones a la comisión.

	 Todo esto viene regulado en el RD. 1993/1995 de 7 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento sobre colaboración de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales, en sus articulos 32 y 67.

1.4.5.- EL RECARGO DE PRESTACIONES

Concepto

	 Cuando la lesión la hayan producido máquinas, artefactos o instalaciones, centros o lugares 
de trabajo, que carezcan de los dispositivos de precaución reglamentaria, los tengan inutilizados o 
en malas condiciones, o no se hayan observado las medidas generales o particulares de seguridad 
y salud laboral, se reconoce un recargo (art 123 LGSS) de entre un 30 y un 50% de las prestaciones 
económicas de Seguridad Social derivadas de accidente de trabajo, Este recargo es de carácter 
sancionador, y se concreta en una indemnización adicional que e directamente en el empresario, y 
que es compatible con cualquier otro tipo de responsabilidad.

	 La aplicación de este recargo requiere el previo reconocimiento administrativo y su cuantía 
no es totalmente tasada sino que al reconocerse debe ser cuantificada entre un 30 o 50% de las 
prestaciones económicas procedentes, correspondiendo al empresario capitalizarlo, y a la entidad 
gestora abonarlo después.

	 El reconocimiento se efectúa por las direcciones provinciales del INSS, en expediente 
administrativo en materia de seguridad social, que puede ser iniciado a solicitud del interesado o 
instado por la Inspección de trabajo.

¿Cómo se inicia el expediente por recargo de prestaciones?

	 La actual regulación normativa del recargo de prestaciones económicas en caso de accidente 
de trabajo y enfermedad profesional viene regulado en el Artículo 123 del TRLGSS, cuyo literal 
establece que:

	 • Todas las prestaciones económicas que tengan su causa en accidente de trabajo o 
enfermedad profesional se aumentarán, según la gravedad de la falta, de un 30 a un 50%, cuando 
la lesión se produzca por máquinas, artefactos o en instalaciones, centros o lugares de trabajo 
que carezcan de los dispositivos de precaución reglamentarios, los tengan inutilizados o en malas 
condiciones, o cuando no se hayan observado las medidas generales o particulares de seguridad e 
higiene en el trabajo, o las elementales de salubridad o las de adecuación personal a cada trabajo, 
habida cuenta de sus características y de la edad, sexo y demás condiciones del trabajador.
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	 • La responsabilidad del pago del recargo establecido en el apartado anterior recaerá 
directamente sobre el empresario infractor y no podrá ser objeto de seguro alguno, siendo nulo de 
pleno derecho cualquier pacto o contrato que se realice para cubrirla, compensarla o transmitirla.
	 • La responsabilidad que regula este artículo es independiente y compatible con las de todo 
orden, incluso penal, que puedan derivarse de la infracción.

	 Vemos por tanto, como el recargo de prestaciones declarará  la oportuna responsabilidad 
empresarial no susceptible de aseguramiento con un tercero y, en consecuencia con cargo exclusivo 
del patrimonio del sujeto infractor o empresario.

	 Si existe una relación causa-efecto entre el incumplimiento empresarial y el siniestro 
profesional (accidente de Trabajo y enfermedad profesional) se activa el recargo de prestaciones.

	 El recargo de prestaciones se aplica sobre “todas las prestaciones públicas” de carácter 
económico del Sistema de Seguridad Social, sean pensiones periódicas y vitalicias (cualquiera 
de ellas por ejemplo, invalidez permanente absoluta, o viudedad y orfandad), subsidios o 
indemnizaciones a tanto alzado, que traigan su causa de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional y que sean consecuencia de un previo incumplimiento empresarial de medidas 
preventivas.

	 A este efecto cabe decir que el expediente del recargo de prestaciones puede iniciarse  bien 
de oficio, bien a instancia de parte (en este segundo caso, debe solicitarse su reconocimiento al 
INSS, pues no pueden el trabajador accidentado o sus beneficiarios reclamarlo directamente ante la 
Jurisdicción Social).

	 El expediente se inicia de oficio mediante la actuación del Inspector de Trabajo, consistente 
en formular el correspondiente informe-propuesta y elevarlo a la Dirección Provincial del INSS 
competente por razón de ámbito geográfico (provincia) en que tenga su domicilio el interesado.

	 El artículo 7.2 d) de la OM 18.1.1996 y 7.8 LITSS, dispone que en las solicitudes de recargo 
por prestaciones se requerirá de la Inspección de Trabajo el informe propuesta correspondiente, que 
deberá comprender, según este precepto una serie de datos de los que cabe destacar “los hechos y 
las circunstancias concurrentes” que hacen del trabajador, acreedor de dicho recargo.

	 A este respecto cabe destacar que el inspector de trabajo tiene autonomía técnica para 
determinar si se inicia o no el expediente de recargo. Esto es así porque el inspector no está 
obligado a incoar dicho expediente siempre y en todo caso; aunque otra cosa es que, como hemos 
mencionado, el trabajador o sus beneficiarios están legitimados para instar su apertura ante la 
Dirección Provincial del INSS (en cuyo caso el inspector será requerido por el INSS para que se 
pronuncie al respecto).

	 Recibido el expediente por el Director Provincial del INSS, declarará su procedencia o 
improcedencia mediante resolución motivada, que recoja las circunstancias concurrentes, la 
disposición preventiva infringida, la causa infractora y el porcentaje que proceda. De este modo se 
inicia el procedimiento administrativo por parte del INSS.

	 Una vez iniciado el expediente, se comunica por parte del INSS a los interesado (empresas 
imputadas, afectado o beneficiarios y Mutuas, aunque éstas últimas no responden del recargo).

	 Al empresario infractor se le concede un plazo de 10 días para que formule alegaciones.
	
Cumplido el trámite de audiencia al empresario y a la vista de las alegaciones de los interesados, del 
informe de la ITSS, y del dictamen-propuesta emitido por el equipo de valoración de incapacidades, 
el INSS está obligado a dictar resolución expresa en el plazo máximo de 135 días hábiles, salvo si 
hubiera indicios de delitos penales en cuyo caso se “suspenderá” el procedimiento administrativo 
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hasta que recaiga sentencia (condenatoria o absolutoria) o resolución firme; o si la resolución no se 
dicta en los 135 días, en cuyo caso entraría en juego el silencio administrativo negativo.

	 En fin, el INSS notificará al interesado la resolución dentro de los 10 días hábiles desde 
que se dicte, informándole de los recursos que procedan. (Reclamación previa a la vía judicial al 
INSS dentro de los 30 días siguientes a la notificación. Desestimada expresa o tácitamente, puede 
presentarse demanda ante la jurisdicción social, dentro de los 30 días siguientes al recibo de la 
desestimación ante el INSS).

	 Una vez determinada la responsabilidad empresarial en el expediente de recargo, con la 
fijación del porcentaje oportuno (30% al 50% en función de la gravedad de la infracción cometida) 
por parte del INSS, el empresario deberá consignar el capital-coste ante la Dirección Provincial de 
la TGSS, sin que proceda en este caso en anticipo de las mismas por el INSS. En caso de que la 
empresa infractora fuera insolvente no tiene cabida, según amplia jurisprudencia, responsabilidad 
subsidiaria del INSS por no tratarse de una prestación sino de una “pena o sanción que se añade a 
la prestación”.

	 En el caso de que el empresario infractor recurriera perjudicialmente o judicialmente el 
expediente (en su totalidad o para minorar el porcentaje previsto), deberá consignar en todo caso el 
importe ante la TGSS, con independencia de que finalmente haya de ser devuelto total o parcialmente 
el importe ingresado.

	
	 El recargo de prestaciones es compatible con la responsabilidad administrativa, penal o civil 
derivada de la infracción empresarial.

1.5.	 ACTUACIONES EN CASO DE ACCIDENTES DE TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES.

1.5.1- ACTUACION DEL DELEGADO ANTE EL ACCIDENTE DE TRABAJO 

	 1º. Velar porque desde el inicio del procedimiento la contingencia sea considerada profesional. 
Para tal fin el Delegado de Prevención debe asegurarse que la empresa ha emitido el preceptivo Parte 
de Accidente de Trabajo a la Mutua, y que ésta lo ha cursado adecuadamente a la autoridad laboral. Si 
una vez constada esta cuestión la empresa no ha emitido el Parte de Accidente, o el delegado no está 
de acuerdo con el contenido puede denunciarlo ante la Inspección de Trabajo.

	 2º. En el caso de que del accidente de trabajo se derive actuación inspectora, el delegado 
deberá acompañar al Inspector actuante durante la visita al centro de trabajo, realizando cuantas 
observaciones o aportaciones resulten necesarias.

	 3º. Participar activamente en la investigación del accidente que la empresa lleve a cabo.

	 4º. Interesarse por el trabajador accidentado realizando un seguimiento de su caso, al objeto de 
garantizar que sus derechos son respetados, transmitiendo a la empresa cualquier tipo de incidencia 
que se pueda presentar derivada de la actuación de la Mutua.

1.5.2. ACTUACIONES DEL TRABAJADOR ANTE UNA POSIBLE ENFERMEDAD PROFESIONAL.

	 Todo trabajador que entienda que tiene una enfermedad profesional debe dirigirse a los 
Servicios Médicos de la Mutua, quienes pueden acoger o rechazar su petición. 

		  1.	 Si el facultativo entiende que la enfermedad es de origen profesional expedirá 	
		  el correspondiente parte de enfermedad profesional. Además si la enfermedad impide 	
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		  trabajar, el facultativo emitirá el parte de baja laboral en el que constará expresamente la
 		  enfermedad profesional de que se trate, proporcionado dos copias del mismo al 		
		  trabajador, quien en el plazo de 3 días deberá entregar una copia a la empresa.

		  A partir de este momento el trabajador pasa a estar en situación de Incapacidad 		
		  Temporal por enfermedad profesional.

		  Puede ser que la enfermedad que presenta el trabajador requiera de un estudio médico 	
		  previo (para llegar a un diagnóstico definitivo) a la declaración y reconocimiento de la 	
		  enfermedad profesional, estudio que se realiza durante el “periodo de observación”.

		  El periodo de observación tiene una duración máxima de 6 meses, prorrogables a 6
		  meses más cuando así se estime necesario para el estudio y diagnóstico de la 		
		  enfermedad profesional, cuestión que es competencia del INSS. Durante este periodo 	
		  el trabajador se encuentra en situación asimilada a la de Incapacidad Temporal, 		
	 	 percibiendo una prestación económica correspondiente de aplicar el 75% sobre la 	
		  base reguladora.

		  Una vez que finaliza este periodo el trabajador pasa a la situación que proceda 		
		  (invalidez, alta) o continuará en IT, computando el periodo de observación a la duración 	
		  máxima de la IT (12 meses más 6).

		  2.	 En el caso de que el facultativo de la mutua rechace la solicitud del trabajador 	
		  por entender que se trata de una enfermedad común y remita al trabajador a su 		
		  médico de la Seguridad Social al trabajador sólo le queda plantear la reclamación previa 
		  a la interposición de la demanda judicial y luego acudir al juicio con una prueba pericial
	  	 médica.

	 Es posible, incluso, que el trabajador ni siquiera llegue a los Servicios Médicos de su Mutua 
dada la práctica cada vez más extendida de condicionar la admisión a consultas sólo a aquellos 
trabajadores que llegan remitidos por la empresa. De tal modo que si la empresa considera que el 
trabajador no padece ninguna enfermedad profesional, no cumplimenta el escrito de remisión a la 
Mutua y dicho trabajador va a tener serias dificultades para ser admitido a consulta, obstaculizándose 
desde el principio el reconocimiento del origen profesional de su proceso.

	 En caso de no estar recogida, dicha enfermedad profesional en el cuadro del RD 1299/2006, 
pero que mantengan una relación causa – efecto con el trabajo se estará a lo establecido en la letra 
e) del punto 2 del 115 de la LGSS, donde establece que “tendrán la consideración de accidentes de 
trabajo las enfermedades, no incluidas en el artículo siguiente, que contraiga el trabajador con motivo 
de la realización de su trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la 
ejecución del mismo.“

	 En este caso la carga de la prueba corre a cargo del trabajador/a que habrá de probar que la 
enfermedad que padece tiene como causa exclusiva la ejecución del trabajo, en cuyo caso se tramitará 
como “accidente de trabajo” con las prestaciones económico-sanitarias propias de la contingencia 
profesional.

	 Vemos por tanto como la presunción “iuris tantum” que rodea al accidente de trabajo no es 
característica de la enfermedad profesional, ya que para ser considerada como de trabajo, ha de ser 
probada como causa, además, exclusiva.

	 Existen otros dos casos de enfermedades equivalentes a accidente de trabajo, pero no 
consideradas “profesionales”:
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		  Las enfermedades o defectos padecidos con anterioridad por el trabajador, que se 	
		  agraven como consecuencia de la lesión constitutiva del accidente [art. 115.f)]. En este
 		  supuesto deben darse dos circunstancias, que exista lesión o enfermedad previa 	
		  (aunque no guarde relación con el trabajo) y que se produzca un accidente de trabajo 	
		  que agrave la dolencia.

	 Las consecuencias del accidente que resulten modificadas en su naturaleza, duración, gravedad 
o terminación, por enfermedades intercurrentes, que constituyan complicaciones derivadas del 
proceso patológico determinado por el accidente mismo o tengan su origen en afecciones adquiridas 
en el nuevo medio en que se haya situado el paciente para su curación.

1.5.3. OBLIGACIONES DE LA EMPRESA FRENTE A LOS ACCIDENTES DE TRABAJO Y LAS 
ENFERMEDADES PROFESIONALES. LA NOTIFICACIÓN Y LA COMUNICACIÓN.

	 El accidente de trabajo y la enfermedad profesional son manifestaciones concretas de la falta o del 
fracaso de la actividad preventiva de la empresa. A la vista de la definición legal de ambas contingencias se 
trata de daños a la salud de los trabajadores consecuencia directa de la actividad laboral que desarrollan. 
En consecuencia, la principal obligación del empresario es proteger a sus trabajadores de estos daños.

	 A partir del reconocimiento del derecho de los trabajadores a la protección de su salud e 
integridad, la legislación establece las obligaciones que en el ámbito laboral garantizarán este derecho, 
y que fundamentalmente recaen sobre el  empresario, por ser quien adquiere la deuda de seguridad con 
sus trabajadores.

	 La planificación de la prevención, la evaluación inicial de los riesgos inherentes al trabajo y su 
actualización periódica, la ordenación de un conjunto de medidas de acción preventiva adecuadas a 
la naturaleza de los riesgos detectados y el control de la efectividad de dichas medidas, constituyen 
entre otras, las obligaciones que la empresa debe cumplir para garantizar la seguridad y salud de los 
trabajadores a su servicio. Se trata en definitiva, de desarrollar una adecuada acción preventiva que 
asegure un control adecuado de los riesgos profesionales. 

	 Sin embargo, si dicha actividad preventiva es deficitaria pueden producirse daños a la salud en 
forma de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. De acontecer ambas contingencias, la 
empresa tiene una serie de obligaciones derivadas en parte de su responsabilidad objetiva, e insertas en 
el marco de la Seguridad Social.

	 Como obligaciones comunes en el marco de la Seguridad Social destaca, en primer lugar, el 
aseguramiento obligatorio del accidente de trabajo y la enfermedad profesional con una entidad 
gestora o colaboradora, normalmente la Mutua. En consecuencia, el empresario tiene su responsabilidad 
objetiva cubierta y los daños serán reparados por la entidad aseguradora. Junto al aseguramiento, la 
segunda obligación destacable es el pago de las primas correspondientes a ambas contingencias.

	 Además del aseguramiento, para activar el mecanismo de protección social indicado para cada 
contingencia la empresa debe comunicar o notificar el accidente/enfermedad a la autoridad laboral. 

	 Cabe distinguir la declaración del accidente de trabajo, de la comunicación de la enfermedad 
profesional. 



23

1. EL ACCIDENTE DE TRABAJO Y LA ENFERMEDAD PROFESIONAL

La declaración del accidente de trabajo

	 • En caso de accidente de trabajo, la empresa debe declararlo por escrito a la autoridad laboral. 
Esta obligación contenida en el artículo 23.3 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales no es nueva 
sino que está vigente desde 1987. Si bien antes la declaración se iniciaba cumplimentando un modelo 
oficial por quintuplicado que era remitido a la mutua, desde el año 2003 existe la obligación de notificar 
los accidentes de trabajo a través del sistema Delt@, Sistema de Declaración Electrónica de Accidentes 
de Trabajo.

	 La declaración electrónica afecta tanto a los accidentes de trabajo con baja como a los que no 
causan baja. Pero también a la relación de altas o fallecimientos de accidentados que deben remitirse 
mensualmente.

	 El parte de accidente de trabajo se cumplimenta en aquellos de accidentes o recaídas que 
conlleven la ausencia del accidentado del lugar de trabajo, al menos un día (excluyendo el día del 
accidente), una vez que la empresa ha recibido la baja médica.

	 La empresa dispone de 5 días hábiles siguientes a la fecha del accidente o de la baja, si es 
posterior, para remitir el parte. El incumplimiento de esta obligación podrá  sancionarse por la autoridad 
laboral, con multa de hasta 30.050 euros, si el accidente fuese grave, muy grave o mortal.

	 El parte de accidente es recibido a través del sistema Delt@ por la mutua de la provincia donde 
se encuentre el centro de trabajo en cuyas cotizaciones se incluya al trabajador. 

	 Además son destinatarios del parte: Dirección General de Informática y Estadística del Ministerio 
de Trabajo e Inmigración; Autoridad Laboral; empresa y Trabajador.

	 Es sumamente importante que el trabajador reciba copia del parte de accidente de trabajo a 
efectos acreditación para una posible reclamación posterior por recaída.

	 • Además de la declaración electrónica, si el accidente de trabajo es considerado grave, muy 
grave o mortal o afecta a 4 ó más trabajadores el empresario debe notificarlo en el plazo de 24 horas 
a la autoridad laboral. La notificación debe hacerse a través de medios urgentes tales como telegrama 
u otro medio de comunicación análogo. La autoridad laboral dará traslado de dicha comunicación a la 
Inspección de Trabajo a fin de que “preceptivamente” practique la consiguiente investigación sobre las 
causas y circunstancias que en él hayan concurrido.

	 Debemos precisar que declaración y notificación son dos obligaciones distintas que deben 
satisfacerse en momentos distintos. De manera que no puede entenderse cumplida la notificación a la 
autoridad laboral con la mera declaración electrónica, ni por supuesto ésta con aquella.

	 • Los accidentes que no causan baja médica deben comunicarse dentro de los 5 primeros días 
hábiles del mes siguiente a haberse producido. Se trata por tanto de una declaración mensual que 
también se cursa a través del sistema Delt@, a modo de relación nominal. 

	 Los destinatarios de este documento son los mismos que del parte de accidentes con baja, por 
lo que reiteramos el derecho de los accidentados sin baja médica a recibir copia del mismo.

	 La no comunicación de los accidentes de trabajo sin baja es considerada infracción leve 
sancionable, por la autoridad laboral, con multa de hasta 1502,53 euros.
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La notificación de la enfermedad profesional

	 • En el caso de la enfermedad profesional la notificación corre a cargo de la mutua y no del empresario.

	 • La notificación se inicia a través de la elaboración y tramitación del parte de enfermedad 
profesional. La empresa debe facilitar a la mutua toda la información que obre en su poder y que sea 
requerida para la elaboración del parte.

	 La tramitación de este parte se lleva a cabo en un modelo oficial y por medios electrónicos, en 
concreto, a través del sistema CEPROSS.

	 Además de facilitar a la mutua toda la información que requiera para la notificación, la empresa 
tiene la obligación de elaborar una relación de enfermedades profesionales que hayan causado al 
trabajador una incapacidad temporal superior a un día de trabajo, y ha de notificar a la autoridad laboral 
los daños para la salud de los trabajadores que se hubieran producido en el desarrollo de su trabajo.

	 El plazo para realizar la comunicación inicial del parte es de 10 días hábiles siguientes a la fecha 
en que se haya producido el diagnóstico de la enfermedad profesional; y debe realizar la transmisión de 
los datos en el plazo de 5 días hábiles siguientes a la comunicación inicial.

	 El trabajador que es declarado enfermo profesional tiene derecho a recibir una copia del parte 
de enfermedad profesional, tanto si la misma causa baja como si no.

	 Si bien la notificación corre a cargo de la entidad colaboradora 

¿Quién puede diagnosticar una enfermedad profesional?.

	 Lógicamente todos los sujetos que intervienen en los procesos de salud de los trabajadores 
pueden tener conocimiento de la existencia de una enfermedad profesional. 

	 En este sentido, los servicios médicos de las mutuas de accidentes de trabajo, de los servicios 
de prevención propios y ajenos, e incluso, los facultativos del Sistema Nacional de Salud puede detectar 
o al menos, sospechar que la enfermedad que presenta el trabajador es profesional.

	 Así lo recoge expresamente el RD 1299/2006 al establecer que “Cuando los facultativos del 
Sistema Nacional de Salud o del servicio de prevención con ocasión de sus actuaciones profesionales, 
tuviesen conocimiento de la existencia de una enfermedad profesional (anexo I RD 1299/2006), o bien 
de las que se sospeche su origen profesional (anexo II RD 1299/2006), lo deben comunicar a través del 
organismo competente de cada Comunidad Autónoma, a la entidad gestora y a la colaboradora que 
asuma la protección”.

	 El objetivo de esta atribución es la comunicación de la enfermedad que están diagnosticando 
no sólo con ocasión de prestaciones de Incapacidad Temporal, aunque será el momento más natural, 
ni mientras el trabajador se encuentra prestando servicios en la empresa, sino también en aquellos 
supuestos en que la enfermedad no de lugar a baja médica (muy frecuentes), o bien cuando el trabajador 
esté en desempleo o haya pasado a la condición de pensionista de Incapacidad o de  jubilación, pues 
puede que en tal momento se manifieste la enfermedad profesional que se contrajo en otro momento al 
ser de evolución lenta y progresiva muchas veces.

	 Ya hemos visto que la notificación corre a cago de la mutua, y que la detección de la enfermedad 
profesional corre a cargo de los facultativos que asistan al trabajador, incluidos los del Sistema Nacional 
de Salud, pero 
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¿quién califica la enfermedad?.

	 En este sentido conviene aclarar que el órgano competente para determinar la etiología profesional 
de la enfermedad es la entidad gestora, es decir el INSS. De hecho, en casos de discrepancias con la 
calificación de la enfermedad, debe presentarse al INSS la solicitud de determinación de contingencia, 
puesto que es el único competente para ello.

	 Otra de las obligaciones de la empresa que derivan de la enfermedad profesional, dentro del 
marco de la Seguridad Social, son los reconocimientos médicos previos.

	 Nos encontramos frente a una obligación que sólo rige para las enfermedades profesionales, y 
que dimana de la especial protección que debe prestarse hacia aquellos trabajadores que vayan a cubrir 
puestos de trabajo susceptible de provocar una enfermedad profesional.

	 Cuando hablamos de enfermedades profesionales no podemos dejar a un lado la vigilancia de 
la salud, elemento clave para la prevención, detección y tratamiento de los daños a la salud, que se 
configura como una de las obligaciones preventivas empresariales más importantes.

	 En este sentido el artículo 196 de la Ley General de la Seguridad Social establece que “las 
empresas que hayan de cubrir puestos de trabajo con riesgo de enfermedades profesionales están 
obligadas a practicar un reconocimiento médico previo a la admisión de los trabajadores que hayan 
de ocupar aquellos y a realizar los reconocimientos periódicos que para cada tipo de enfermedad se 
establezcan en las normas”.

	 Para que esto sea posible la empresa debe identificar y evaluar los riesgos que puedan desencadenar 
enfermedades profesionales, y catalogar los puestos de trabajo donde concurran dichos riesgos.

	 De esta forma, el trabajador que vaya a ser adscrito a ese puesto será acreedor de una especial 
vigilancia de su salud, que habrá de ser gratuita, periódica y de carácter obligatorio.

	 Precisamente nos encontramos ante uno de los supuestos en los que el trabajador no puede 
negarse a someterse a un reconocimiento médico, y que aparece contemplado expresamente en el 
artículo 22 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

	 En el caso de que el trabajador fuera declarado “no apto” en el reconocimiento médico, la empresa 
no podrá contratarlo o adscribirlo a ese puesto de trabajo. Igual prohibición se establece respecto a la 
continuación del trabajador en su puesto de trabajo cuando no se mantenga la declaración de aptitud en 
los reconocimientos sucesivos.

	 En los casos en que como consecuencia de los reconocimientos médicos se descubre algún 
síntoma de enfermedad profesional que no constituya incapacidad temporal, pero cuya progresión o 
recaída es posible evitar mediante el traslado a otro puesto de trabajo exento de riesgos, se procederá 
al cambio de puesto de trabajo. En la actualidad, la Seguridad Social ha articulado un sistema de 
bonificación de cuotas (“bonus”) para las empresas que acudan a esta fórmula.

	 El traslado de puesto no afecta a las retribuciones de los afectados por una enfermedad 
profesional, quienes conservan sus remuneraciones del puesto anterior en el caso de que
las anteriores sean inferiores, a excepción de las retribuciones directamente ligadas a la producción que 
fueran exclusivas del puesto de procedencia, como los complementos por calidad o cantidad de trabajo.

	 El incumplimiento por parte de la empresa de la obligación de efectuar estos reconocimientos 
médicos previos o periódicos, la convertirá en responsable directa de todas las prestaciones que 
puedan derivarse de la enfermedad profesional, grave consecuencia que deja entrever el alcance de la 
obligación descrita.
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	 Obligación que alcanza también a las Mutuas de Accidentes, quienes están obligadas, antes 
de tomar a su cargo la protección por accidente de trabajo y enfermedad profesional del personal 
empleado en industrias con riesgo específico de esta última contingencia, a conocer el certificado del 
reconocimiento médico previo al que hemos hecho referencia, haciendo constar en la documentación 
correspondiente, que tal obligación ha sido cumplida.

	 El incumplimiento de esta obligación hará incurrir a las Mutuas de Accidentes de Trabajo 
y Enfermedades Profesionales en gravísimas responsabilidades, incluida la anulación en caso de 
reincidencia, de la autorización para colaborar en la gestión con la Seguridad Social. 
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2. ORGANISMOS RELACIONADOS CON LA PRL

2.1. INTRODUCCIÓN

	 La Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales es el pilar fundamental y sobre el que se 
sustenta todo nuestro ordenamiento jurídico en materia preventiva.
	 Esta norma es fruto de la transposición de la Directiva Marco 89/391 del Consejo, relativa a la 
aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
	 Las directivas son instrumentos legislativos del consejo o del parlamento europeo que obligan 
a uno, varios o todos los estados miembros, sin embargo cada estado es libre de realizarlo según lo 
más conveniente.
	 Sin embargo esta norma no agota la legislación en materia preventiva sino que es la que pone 
los cimientos para que se vaya legislando en estas cuestiones, como ejemplo están los distintos reales 
decretos que desarrollan distintos riesgos, ruido, lugares de trabajo, máquinas y equipos de trabajo, 
manipulación manual de cargas, etc.

	 Esta nueva legislación en prevención ha creado nuevas instituciones y organismos que el 
delegado debe conocer ya que le pueden servir de ayuda.

2.2. INSTITUTO NACIONAL DE SEGURIDAD E HIGIENE EN EL TRABAJO

	 Creado en 1982 se trata de un organismo autónomo de carácter administrativo adscrito al 
Ministerio de Empleo y cuyas funciones son:

	 . Asesoramiento técnico en la elaboración de la normativa legal en materia preventiva.
	 . Promoción y realización de actividades de formación
	 . Apoyo técnico y colaboración con la ITSS en el ámbito de las administraciones públicas
	 . Fomentar y prestar apoyo a la realización de actividades  de promoción de la seguridad y de la 
	   salud por las Comunidades Autónomas.

2.3. UNIDAD DE SEGURIDAD Y SALUD LABORAL DE CASTILLA Y LEÓN

	 Creada por RD 831/1995 de traspaso de funciones y servicios de la administración del estado 
a la comunidad autónoma de Castilla y León, Anexo B.4.b

2.3.1. Funciones:

	 • Visitas conjuntas con la Inspección Provincial de Trabajo para el control de empresas con 	
	 mayor siniestralidad laboral, previamente aprobadas en el seno de la Comisión Provincial de 	
	 Seguridad e Higiene en el Trabajo.
	 • Informes a requerimiento de la Inspección Provincial de Trabajo sobre instalaciones, 	 	
	 procedimientos, sistemas de prevención, etc.
	 • Informes a requerimiento de la Autoridad Laboral para el registro y autorización de trabajo de 
	 empresas con riesgo de amianto.
	 • Informes a requerimiento de la Autoridad Laboral para la acreditación de empresas como 	
	 Servicios de Prevención de riesgos laborales en las distintas especialidades.
	 • Informes de apertura a requerimiento de la Ciudad Autónoma de empresas calificadas con 	
	 actividades insalubres, nocivas o peligrosas.
	 • Visitas a iniciativa a empresas para el control del estado de seguridad y funcionamiento de 	
	 los servicios de prevención.
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	 • Investigación de accidentes graves y mortales.
	 • Elaboración, a partir de los partes de accidentes, de la estadística de siniestralidad laboral a 	
	 nivel provincial..
	 • Funciones de Vocal Asesor del Equipo de Valoración de Incapacidades Laborales de la 	
	 Dirección Provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social.
	 • Asistencia a juzgados como testigo y/o perito a requerimiento de la autoridad Judicial, en 	
	 relación con accidentes de trabajo graves y mortales.
	 • Asesoramiento a demanda de trabajadores, empresas y organismos.
	 • Divulgación bibliográfica diversa.
	 • Formación especializada y elaboración de jornadas divulgativas.

2.4. INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

	 Es un organismo administrativo estatal dependiente de la Subsecretaria de Trabajo e Inmigración 
y de acuerdo con el artículo 1.2 de la Ley 42/1997 “es un servicio público al que corresponde ejercer 
la vigilancia del cumplimiento de las normas de orden social y exigir las responsabilidades pertinentes, 
así como el asesoramiento y, en su caso, arbitraje, mediación y conciliación en dichas materias”
	 Está compuesto por Inspectores y Subinspectores teniendo la potestad inspectora y 
sancionadora los Inspectores frente a la vulneración de la legislación en materia preventiva.
	 Existen inspecciones provinciales en todas las provincias y una Dirección General de la 
Inspección, en Cataluña y Euskadi  se está produciendo desde el año 2010 un proceso de transferencia 
de competencias en materia inspectora.
	 El delegado podrá acudir ante este organismo para realizar consultas o interponer denuncias.
La Inspección de oficio gira visitas a las empresas para comprobar que aquéllas cumplen con la 
legalidad vigente.
	 Los Inspectores en caso de que las empresas incurran en alguna falta, podrán requerir a la 
empresa que corrija aquello que a juicio del Inspector no cumplía con la norma, en caso de que esa falta 
no derive perjuicios directos a los trabajadores, o pueden levantar actas de infracción con sanciones 
económicas si estiman que esa condición sí que causa perjuicios directos a los trabajadores.
	 Estas sanciones económicas que los inspectores proponen están recogidas en la Ley de 
Infracciones y Sanciones del Orden  Social (LISOS) en su artículo 40 y las infracciones del 11 al 13.

2.5. COMISION NACIONAL SE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO

	 La Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo (CNSST) es el órgano colegiado 
asesor de las Administraciones Públicas en la formulación de las políticas de prevención y el órgano 
de participación institucional en materia de Seguridad y Salud en el Trabajo (artículo 13 de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales).
	 La CNSST, está integrada por representantes de la Administración General del Estado, de 
las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla y por 
representantes de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas, constituyendo 
así, los cuatro grupos de representación de la misma. La participación dentro de la CNSST sólo es 
posible mediante la designación de alguno de estos cuatro grupos.
	 Para el desempeño de sus cometidos la CNSST funciona en Pleno, en Comisión Permanente y 
en Grupos de Trabajo conforme a la normativa que establece su Reglamento de Funcionamiento Interno.
	 Los acuerdos se adoptan por mayoría, disponiendo cada representante de las Administraciones 
Públicas (Administración General del Estado y Comunidades Autónomas) de un voto y de dos votos 
los de las Organizaciones Empresariales y Sindicales. De ello, se desprende que la CNSST, es un 
órgano cuatripartito por su composición, pero tripartito por su funcionamiento.
	 De esta manera, la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo aglutina en su seno 
a todos los agentes del Estado español responsables e implicados en la mejora de las condiciones de 
trabajo y de la calidad de vida laboral y se configura como un instrumento privilegiado de participación 
en la formulación y desarrollo de la política en materia de prevención.
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3. SUJETOS RESPONSABLES Y OBLIGADOS DE LA PREVENCIÓN.

3.1. CONCEPTOS

¿Qué es la prevención de riesgos laborales?
	 El artículo 4 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece que se entenderá por 
“prevención” el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de 
actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.

	 Esto supone que la empresa ha de emprender actuaciones de carácter técnico y organizativas, 
inmersas en todas las fases del proceso productivo tendentes a eliminar o reducir los riesgos derivados 
del trabajo.

¿Qué es un riesgo derivado del trabajo?
	 Los riesgos derivados del trabajo, se definen en el mismo artículo de la LPRL: “se entenderá como 
riesgo laboral la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo,...”

¿Qué son los daños derivados del trabajo?
	 Los daños derivados del trabajo, por su parte, son “las enfermedades, patologías o lesiones 
sufridas con motivo u ocasión del trabajo”.

¿Qué puede causar un daño?
	 Los aspectos del trabajo susceptibles de producir daños se encuadran en la definición de 
condición de trabajo que hace la LPRL (art.4º.6):

	 “ Se entenderá como condición de trabajo cualquier característica del mismo que pueda tener 
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan 
específicamente incluidas dentro de esta definición:

		  a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y 	
		  demás útiles existentes en el centro de trabajo.
		   b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el medio de
 		  trabajo y sus correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia
		  c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que 	
		  influyan en la generación de los riesgo mencionados 
		  d) Todas aquellas características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y 
		  ordenación, que influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador”.

	 Por ello la prevención supone gestionar correctamente las condiciones de trabajo generadoras 
de riesgos que puedan afectar a la salud de las personas, incluidos expresamente los aspectos 
relacionados con la organización del trabajo.

3.2. ¿QUIÉN ES EL RESPONSABLE DE PREVENIR LOS RIESGOS LABORALES?.

	 El empresario, que dirige y controla la actividad laboral, tiene la obligación contractual de 
garantizar la salud y la seguridad en el trabajo, tal y como establece el Estatuto de los Trabajadores 
(artículo 19.1) , de tal suerte que desde el momento en que el trabajador firma el contrato de trabajo el 
empresario adquiere con éste una deuda de seguridad.

	 De este modo la LPRL en su artículo 14 establece que los trabajadores tienen  derecho a una 
protección eficaz en materia de seguridad y salud laboral, derecho del que se desprende el correlativo 
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deber del empresario de proteger a éstos de los riesgos laborales. Esto responde a que en una relación 
laboral el trabajador/a se ve obligado a realizar actividades que podrían suponer un riesgo para su 
salud, no como fruto de su libre decisión sino como consecuencia de su necesidad de trabajar y del 
poder de direc	ción y control de la actividad laboral por parte del empresario.
	 El incumplimiento de esa obligación conlleva la responsabilidad administrativa, penal, civil, 
laboral y de seguridad social del infractor.

3.3. DEBER DE PROTECCIÓN

	 El artículo 14 de la LPRL, en sintonía con el artículo 19 del Estatuto de los Trabajadores arranca exhortando 
el derecho del trabajador a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 
	 Ya apuntábamos que se trata de una histórica deuda de seguridad que desde siempre ha 
estado presente en nuestro ordenamiento jurídico (Código del Trabajo de 1926, Ley de Contratos de 
Trabajo 1931, Ordenanza General de Seguridad e Higiene), y cuyo alcance se define en una serie de 
obligaciones más específicas que integran ese “deber general de protección”.

	 La premisa inicial es que “todos los trabajadores deben gozar del mismo nivel de protección” con 
independencia de las peculiaridades que aporten cada uno de ellos, o de la forma en que desarrollen 
su actividad laboral.

	 Ahora bien, la LPRL realiza una especial consideración hacia un grupo de trabajadores que por el 
tipo de relación laboral que mantienen, por el lugar donde desarrollan su actividad, o por sus características 
personales, permanentes o transitorias, les convierte en merecedores de una mayor protección. 

3.3.1 EMPLEADOS/AS DEL HOGAR

	 Aunque la LPRL excluye de su ámbito de aplicación la relación laboral especial del Servicio del 
Hogar Familiar, sí establece sobre el titular del hogar familiar la obligación de “cuidar de que el trabajo 
de sus empleados se realice con las debidas condiciones de seguridad e higiene en el trabajo”.

	 Esta obligación choca en la práctica con el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio 
recogido en la Constitución Española, cuya repercusión en materia preventiva puede generar una 
clara indefensión sobre el empleado/a del hogar, ya que ni la propia Inspección de Trabajo puede 
inspeccionar las condiciones de Seguridad e Higiene en las que un empleado está prestando sus 
servicios salvo que obtenga el expreso consentimiento del titular del hogar o, en su defecto, la oportuna 
autorización judicial (Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social).

	 En consecuencia, la única protección que un empleado del hogar puede obtener en su lugar de 
trabajo es la que el titular del centro de trabajo quiera ofrecerle, siempre y cuando se garantice que el 
trabajo se realiza en las debidas condiciones de seguridad e higiene.

3.3.2. TRABAJADORES DE EMPRESAS DE TRABAJO TEMPORAL.

	 La regulación de la prevención de riesgos laborales de los trabajadores de ETT está repartida 
entre la Ley 14/1994, de 1 de junio, la LPRL (Art. 28), el R.D. 216/1999, de 5 de febrero (BOE del 24) 
en el que se recogen las disposiciones mínimas de seguridad y salud para estos trabajadores y la 
Ley 35/2010 de 17 de septiembre (BOE del 18) que modifica, ampliándolos, los trabajos que pueden 
realizar los trabajadores cedidos.
	
	 La regulación legal está inspirada bajo el principio de igualdad de protección con el resto de 
los trabajadores en materia de seguridad y salud, y materializada en el desarrollo de los derechos más 
necesarios: la información, la formación y la vigilancia de la salud.
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	 El Reglamento 216/1999, de 5 de febrero, entra de modo minucioso a completar la forma en la que 
han de actuar tanto la empresa de trabajo temporal como la usuaria, distinguiendo varias fases en la aplicación 
de las obligaciones que se corresponden con el ejercicio del derecho por parte de los trabajadores.

Sobre el derecho de información.

	 La empresa usuaria es la obligada a transmitir la información directamente a los trabajadores afectados.
	 La información ha de ser antes del inicio de la actividad del trabajador, para que éste no se vea 
sorprendido por riesgos sobre los que carece de conocimiento.
	 El contenido de la información es preciso, ha de versar sobre los riesgos existentes y las 
medidas a adoptar, pero añadiendo que han de relacionarse “las características del puesto de trabajo 
a desempeñar con las cualificaciones requeridas” .

	 Información al momento de la celebración del contrato de puesta a disposición:

	 Con carácter previo a la celebración del contrato de puesta a disposición la empresa usuaria 	
	 deberá informar a la ETT sobre los siguientes temas:

	 1.	 Sobre las características propias del puesto de trabajo y de las tareas a desarrollar.
	 2.	 Sobre los riesgos profesionales del puesto de trabajo.
	 3.	 Sobre las aptitudes, capacidades y cualificaciones profesionales requeridas.
	 4.	 Los riesgos laborales generales y los específicos del puesto de trabajo a cubrir.
	 5.	 Las medidas de prevención específicas a dichos riesgos y los equipos de protección 	
		  individual  necesarios.
	 6.	 La formación que debe poseer el trabajador.
	 7.	 Las medidas de vigilancia de la salud, si son obligatorias o voluntarias, y su periodicidad.
		  El contenido de estas informaciones debe incorporarse al contrato de puesta a disposición.

	 Información al  momento de la celebración del contrato de trabajo.

	 1.	 La ETT debe informar a los trabajadores, previamente a la celebración del contrato de
 		  trabajo, sobre la información recibida por ella de la empresa usuaria cuando formalizó 	
		  el contrato de puesta a disposición .
	 2.	 La ETT deberá acreditar documentalmente que el trabajador ha recibido el contenido de
 		  la información reseñada. Esta información ha de estar a disposición de los delegados 	
		  de prevención o de los representantes de los trabajadores.

	 Información previa al inicio de la prestación de servicios.

	 Es a la empresa usuaria a la que corresponde la obligación sobre la información antes de que 	
	 comience la prestación de servicios:

	 1.	 Recabar de la ETT si el trabajador ha sido declarado médicamente apto, si tiene las 	
	 capacidades y aptitudes requeridas, y si ha recibido las informaciones a que se ha hecho 	
	 referencia en el apartado anterior.
	 2.	 Mientras no le conste el cumplimiento de dichas obligaciones no permitirá el inicio de la
 	 prestación de servicios.
	 3.	 Informará, a su vez, de la incorporación de los trabajadores de las ETT a los servicios 	
	 de prevención o, en su caso, a los trabajadores designados.
	 4.	 Asimismo informará de esta incorporación a los delegados de prevención o representantes
 	 de personal.
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	 Información desde el inicio de la prestación de servicios.

	 También, en este caso, la información corresponde a la empresa usuaria.

	 1.	 Debe informar a la ETT de todas las evaluaciones de riesgo que afectan a los trabajadores
 		  de la ETT, a fin de que ésta pueda cumplir sus obligaciones sobre el seguimiento de su salud.
	 2.	 Debe informar a la ETT por escrito de todos los daños producidos en la salud de los 	
	 trabajadores puestos a su disposición, a fin de que ésta pueda cumplir con la obligación de 	
	 notificarlos a la autoridad laboral.

	 Ambas empresas, la ETT y la usuaria, deben conservar la documentación relativa a la información 
y datos derivados del cumplimiento de estas obligaciones.

Sobre el derecho a la formación.

	 La ETT debe asegurarse que el trabajador, previamente a su puesta a disposición posee la 
formación en materia preventiva necesaria para el puesto de trabajo a desempeñar.
	 Para ello debe comprobar fehacientemente que la formación del trabajador es la requerida 
y que se encuentra actualizada y adaptada a la evolución de los equipos y métodos de trabajo y al 
progreso de los conocimientos técnicos.
	 Si por las características del puesto de trabajo fuera necesario un adiestramiento especial, esta 
formación podrá realizarse por la ETT en la propia empresa usuaria, o bien por ésta última con cargo a 
la ETT, previo acuerdo escrito entre ambas empresas. En cualquier caso la formación debe realizarse 
antes del comienzo efectivo del trabajo.

Sobre el derecho a la vigilancia de la salud.

	 La vigilancia de la salud de los trabajadores cedidos corre a cargo de la ETT, teniendo en 
cuenta las características del puesto de trabajo a desempeñar, los resultados de la evaluación de 
riesgos realizada por la empresa usuaria y cuanta información complementaria sea requerida por el 
médico responsable.

Qué actividades no puedo desarrollar si me contrata una ETT, según Ley 35/2010.

	 a) Trabajos que impliquen la exposición a radiaciones ionizantes en zonas controladas según el
 Real Decreto 783/2001, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento sobre protección 		
sanitaria contra radiaciones ionizantes.
	
	 b)Trabajos que impliquen la exposición a agentes cancerígenos, mutagénicos o tóxicos para la
 reproducción, de primera y segunda categoría, según el Real Decreto 363/1995, de 10 de 		
marzo, por el que se aprueba el Reglamento sobre notificación de sustancias nuevas y 			
clasificación, envasado y etiquetado de sustancias peligrosas, y el Real Decreto 255/2003, de 
28 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre clasificación, envasado y etiquetado 
de preparados peligrosos, así como sus respectivas normas de desarrollo y de adaptación al 		
progreso técnico.
	
	 c)Trabajos que impliquen la exposición a agentes biológicos de los grupos 3 y 4, según el 	
Real Decreto 664/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los 		
riesgos relacionados con la exposición a agentes biológicos durante el trabajo, así como sus 		
normas de modificación, desarrollo y adaptación al progreso técnico.
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3.3.3. TRABAJADORES MENORES DE EDAD

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales aborda en su artículo 27 la “protección de los menores”. 
	 El artículo, escaso en cuanto al contenido, se limita a fijar la obligación empresarial de tener 
en cuenta en la propia evaluación de riesgos, la incorporación del menor o la modificación de sus 
condiciones, habida cuenta que su falta de experiencia, su inmadurez para evaluar los riesgos existentes 
o potenciales y su desarrollo todavía incompleto les hacen más susceptibles de sufrir accidentes. 
Además de asegurar que se notifica a sus padres y al propio menor los riesgos profesionales y las 
medidas preventivas o de protección.

	 Existe un Decreto de 1957 de 26 de Julio por el que se regulan las actividades que no puede 
realizar un menor.

3.3.4. TRABAJADORAS EMBARAZADAS O EN PERIODO DE LACTANCIA 

	 Históricamente la mujer, al igual que los menores de edad, ha gozado de una especial protección 
normativa por cuanto se la consideraba como un “colectivo débil” merecedor de mayores restricciones 
tal y como dictaba el sentir social de la época. 
	 Estas restricciones afectaban fundamentalmente a aquellas situaciones que pudieran poner en 
peligro la función procreadora de la mujer, concepto afortunadamente superado por el actual “función 
reproductora”, que alcanza por igual a hombres y mujeres y que debe protegerse con la misma 
intensidad (art. 25.2 LPRL).
	 Cuestión diferente es el embarazo y lactancia, situaciones que sí deben acaparar una especial 
atención por parte del empresario y que afectan exclusivamente a la mujer trabajadora.

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales en su artículo 26 establece una serie de obligaciones 
empresariales ante situaciones de “embarazo, parto reciente y lactancia”.

	 A su vez la Ley 5/2000, de 4 de agosto, sobre infracciones y sanciones en el orden social 
(LISOS), tipifica como falta muy grave en su art. 13.2 el “no observar las normas específicas en materia 
de protección de la seguridad y la salud de las trabajadoras durante los períodos de embarazo y 
lactancia”  .

	 El punto de partida para una protección adecuada de la mujer embarazada o en periodo de 
lactancia es el conocimiento de los riesgos laborales a través de la preceptiva EVALUACIÓN DE 
RIESGOS.

	 Esta evaluación tendrá que determinar la naturaleza, el grado y la duración de la exposición 
de las trabajadoras embarazadas o en situación de parto reciente a los agentes (físicos, químicos y 
biológicos), procedimientos o condiciones de trabajo (tiempo de trabajo, turnicidad, nocturnidad, etc)  
que puedan influir negativamente en la salud de estas trabajadoras o del feto.

	 Si la evaluación detecta la existencia de riesgos que suponen peligro para la salud, el empresario 
debe adoptar las siguientes medidas:

	 1.	 Adaptación de las condiciones de trabajo a la trabajadora, es decir suprimir si es 	
	 posible el riesgo modificando aquellas situaciones especialmente peligrosas, a modo de 	
	 ejemplo: manipulación manual de cargas, movimientos y posturas, desplazamientos, etc.
		  Adaptar el tiempo de trabajo, bien acortándolo, bien modificando el sistema si trabaja a
 	 turnos, bien suprimiendo el período nocturno. 
		  El R.D. 298/2005 establece dos listados de agentes, condiciones y procedimientos de
 	 trabajo, no exhaustivos en los que en el Anexo VII se enumeran los que pueden influir
 	 negativamente en la  salud de la trabajadora embarazada o en periodo de lactancia natural y en 
	 el Anexo VIII se establecen los que no podrá haber riesgo de exposición a la trabajadora 	
	 embarazada o en periodo de lactancia
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	 2. 	 ¿Y si no son posibles o suficientes estas medidas?

	 En estos casos la Ley obliga al traslado de la trabajadora a un puesto de trabajo o 		
	 función diferente y compatible con su estado; es decir, a realizar una tarea en la que no 	
	 exista ese u otro riesgo para su salud. 

		  Para que esto sea posible es necesario que lo certifiquen los servicios médicos del 
	 INSS o de la Mutua, con el informe del médico del Servicio Nacional de la Salud que asista 	
	 facultativamente a la 	trabajadora.
		  El cambio de puesto de trabajo o función deberá realizarse previa consulta con los 	
	 representantes de los trabajadores al objeto de determinar la relación de puestos de trabajo 	
	 exentos de riesgos a estos efectos.
		  El traslado de la trabajadora a puesto compatible con su estado deberá realizarse de 	
	 acuerdo  con las reglas fijadas para la movilidad funcional que se establecen en el art. 39 del
  	 Estatuto de los Trabajadores, cuyo literal establece que la movilidad funcional no tiene más 	
	 límites que los exigidos por las titulaciones académicas o profesionales precisas para ejercer la
 	 prestación laboral y por la pertenencia al grupo profesional.
		  En el momento en que desaparezca la situación de riesgo la trabajadora se reincorporará
 	 a su puesto  de trabajo de origen.
		  Sólo cuando no exista un puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá
 	 ser destinada a otro no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, aunque en este 	
	 caso conservará el derecho al conjunto de retribuciones de su puesto de origen.

	 3.	 ¿Y si no existe puesto de trabajo de igual o distinta categoría?

	 Esta circunstancia debe obedecer a razones objetivas y ha de justificarse debidamente. En 	
	 estos casos se procedería a la declaración de suspensión del contrato de trabajo por 	
	 riesgo 	durante el embarazo o la lactancia natural. 
		  Esta situación se da en exclusiva cuando se han agotado el resto de posibilidades y la 	
	 trabajadora dejará de prestar servicios en la empresa, pasando a percibir una prestación del 	
	 100% de su base reguladora por parte de la entidad que cubra las contingencias profesionales.

3.3.5. TRABAJADORES ESPECIALMENTE SENSIBLES

	 El artículo 25 de la LPRL contempla la protección de los “trabajadores especialmente sensibles a 
determinados riesgos”, es decir la protección de aquellos trabajadores cuyas características personales 
o estado biológico les haga más susceptibles de sufrir un accidente o contraer una enfermedad derivada 
de los riesgos presentes en el trabajo. Podríamos incluir en este grupo a aquellos trabajadores que 
padecen una enfermedad que no les invalida para poder desarrollar su actividad profesional, pero que 
les limita en alguna de las operaciones, por ejemplo personas alérgicas a determinadas sustancias 
químicas, personas con problemas musculares, etc.
	 Dentro de esta definición la LPRL incluye expresamente a aquellos trabajadores que tengan 
reconocida “oficialmente” la situación de discapacidad física, psíquica o sensorial.
	
	 En ambos casos, la empresa está obligada a:

	 1. Tener en cuenta las características que convierten al trabajador en “especialmente sensible” 
durante el proceso de la “evaluación de los riesgos” y,
	 2. Adoptar las medidas preventivas y de protección necesarias habida cuenta de la situación 
de especial sensibilidad descrita. 
	 Para garantizar que el empresario cumple con sus obligaciones, en el proceso de evaluación 
de riesgos y determinación de las medidas preventivas deben participar los representantes de los 
trabajadores, que velarán porque la adaptación del trabajo al trabajador especialmente sensible se 
realiza correctamente (art. 33.1 a) LPRL).
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	 Este precepto parte del necesario conocimiento por parte de la empresa de la situación de 
especial sensibilidad referida, ya que de no ser así el empresario no podrá cumplir con las obligaciones 
establecidas en este artículo.

	 Al margen de la obligación descrita, la LPRL determina que el trabajador afectado no puede 
ser empleado en aquellos puestos en los que, a causa de sus características personales o estado 
biológico conocido, pueda poner en peligro su propia salud, la de sus compañeros e incluso la de 
otras personas relacionadas con la empresa. 

	 De tal suerte que si el empresario conoce una situación de este tipo debe retirar inmediatamente 
al trabajador de su puesto de trabajo, en tanto en cuando persista la situación de peligro. Idéntica 
solución se apunta en el caso de que el trabajador se encuentre manifiestamente en estado o situación 
transitoria que no responda a las exigencias psicofísicas del puesto de trabajo. Ej. Estado de depresión, 
consumo de alcohol, drogas, ansiolíticos, etc.

	 A diferencia del artículo 26 (protección de la maternidad, comentado en este apartado), el 
artículo 25 no establece el procedimiento a seguir en el caso de retirada de un trabajador de su 
puesto de trabajo por lo que, desde nuestro punto de vista, habrá de realizarse a través de la 
aplicación del art. 39 del Estatuto de los Trabajadores sobre la movilidad funcional.
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4. DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS TRABAJADORES Y EMPRESARIOS

4.1. INTRODUCCIÓN 

	 El núcleo de los derechos y obligaciones en materia preventiva está regulado, dentro de la Ley 
de Prevención de Riesgos Laborales, en su capítulo III, señalando derechos y deberes recíprocos para 
las dos partes de la relación contractual: empresario y trabajador. 

	 La mayoría de los derechos, recogidos en el capítulo III, se derivan del deber general que tiene 
el empresario de “protección de los trabajadores frente a los riesgos profesionales”. Por lo tanto el 
empresario debe garantizar la seguridad y salud de los trabajadores a su servicio, (parte débil de la 
relación contractual) en tanto es el titular del poder de dirección y organización del trabajo así como el 
propietario de los medios de producción.

	 Arranca el capítulo III (art. 14) enunciando los derechos específicos de los trabajadores en materia 
preventiva siendo desarrollados minuciosamente en artículos posteriores. Bajo un planteamiento 
general este artículo establece que “el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales 
mediante la integración de la actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas 
sean necesarias para la protección de la seguridad y salud de los trabajadores, con las especialidades 
que se recogen en los artículos siguientes en materia de (...)

	 •	 plan de prevención de riesgos laborales
	 •	 evaluación de los riesgos, 
	 •	 información
	 •	 formación en materia preventiva, 
	 •	 consulta y participación, 
	 •	 actuación en caso de emergencia,
	 •	 paralización de las actividades en casos de riesgo grave e inminente, 
	 •	 vigilancia en la salud, 
	 •	 organización de la prevención.

	 En esta parte se pretende analizar el contenido y alcance del deber general de protección 
del empresario con respecto a sus trabajadores, para cuyo cumplimiento se establecen una serie de 
disposiciones que lo delimitan y definen en aras de conseguir la seguridad jurídica que debe presidir 
cualquier cumplimiento normativo.

Derechos y deberes son la cara y la cruz de una misma moneda. El derecho conlleva un deber 
y el deber implica un derecho. Por lo tanto este capítulo se redacta en términos del DERECHO 
DEL TRABAJADOR Y OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO indistintamente.

4.1.1. ¿ Cuales son los derechos básicos de los trabajadores y sus herramientas de desarrollo?

	 La LPRL en su art. 14 reconoce el derecho a la protección frente a los riesgos laborales. En el 
primer apartado de este artículo se enumeran los derechos de los trabajadores en materia preventiva:

	 . Derecho de información, consulta y participación
	 . Derecho de formación en materia preventiva
	 . Derecho a la actuación en situaciones de emergencia.
	 . Derecho de paralización de la actividad en caso de riesgo grave e inminente
	 . Derecho a la vigilancia de la salud
	 . Derecho a una cobertura preventiva mediante una organización empresarial con medios 	
	   suficientes.
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	 A continuación el art.14 nos relaciona las herramientas que la ley establece para garantizar los 
derechos adquiridos por el trabajador, estos son:

			   . Plan de prevención de riesgos laborales como elemento integrador de la 	
		  prevención en la gestión de la empresa.
			   . Evaluación de riesgos laborales  y Planificación de la actividad preventiva como 
		   instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención.

			   . Formación teórica y práctica suficiente.
			   . Información, consulta y participación.
			   . Medidas de emergencia.
			   . Vigilancia de la salud.

	 A estas medidas deben añadirse otras que no se citan en el art. 14 pero que también integran 
el deber general de protección referido:
	
			   Medidas sobre los equipos de trabajo y equipos de protección
			   Coordinación de actividades empresariales
			   Garantía de protección por el empresario de colectivos especiales: trabajadores
 		  especialmente sensibles a determinados riesgos, trabajadoras embarazadas o en
 		  período de lactancia, menores, trabajadores temporales y trabajadores de las empresas
 		  de trabajo temporal

	 Para una mejor comprensión del apartado se va a seguir el orden de los artículos del capítulo 	
III de la LPRL.

4.1.2. ¿ Quién asume el coste de las medidas relativas a la seguridad y salud?

	 El coste de las medidas preventivas no podrán recaer en ningún caso sobre el trabajador, por 
lo tanto es el empresario, como responsable de la organización y receptor de los beneficios de la 
empresa quien deberá asumir ese coste. Este coste no debe ser tomado como un gasto sino como 
una inversión para la empresa. 

	 En consecuencia, todos los costes tanto de formación, vigilancia de la salud, implantación 
de medidas preventivas, compra de equipos de protección, como la contratación de entidades 
especializadas en materia de prevención, entre otras, deben ser sufragadas por el empresario. 
Existe un criterio de la Dirección General de la ITSS de 19/02/2009 en cuanto a la vigilancia de la salud, 
extrapolable a otras situaciones en materia preventiva, en el que se afirma que los desplazamientos 
para realizar los reconocimientos médicos han de computarse como  tiempo de trabajo efectivo.

4.1.3. ¿ Hasta donde deben cubrir las medidas preventivas adoptadas por el empresario?

	 La adopción de las medidas de prevención que establece la Ley y que forman parte de la 
planificación preventiva deberán anticiparse a las posibles distracciones o imprudencias no temerarias 
que pudiera cometer el trabajador.

	 El artículo 115.5 a) de la Ley General de la Seguridad Social define la imprudencia profesional 
como aquella que es consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y se deriva de la confianza que 
éste inspira.
	 Por lo tanto el empresario no sería responsable en los casos en que el trabajador actúe de mala 
fe o de forma temeraria ya que se rompe la relación de causalidad y responderá sólo el trabajador.
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4.2. OBLIGACIONES PARA EL EMPRESARIO, DERECHOS PARA LOS TRABAJADORES.
 
4.2.1. ELABORAR UN PLAN DE PREVENCIÓN.  1ª OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO - 
1º DERECHO DEL TRABAJADOR

	 Con la reforma operada en el año 2003 se establece como primera obligación de la empresa, 
la integración de la actividad preventiva a través de la implantación y aplicación de un PLAN DE 
PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES.

¿En qué consiste el Plan de Prevención?.

	 Es un documento cuya finalidad es la integración de la prevención en la gestión general de la 
empresa, tanto en el conjunto de actividades que se desarrollen en su seno como en todos los niveles 
jerárquicos de ésta.

	 Se convierte así en el marco esencial dentro de cual la empresa desarrollará toda su actividad 
preventiva. Este Plan de Prevención debe incluir, al menos una descripción de la estructura organizativa 
de la empresa, una definición de las funciones, responsabilidades, las prácticas, los procedimientos, 
los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de la prevención de riesgos en la empresa.

	 La puesta en práctica del Plan de Prevención se debe realizar a través de la evaluación de 
riesgos y la planificación de la actividad preventiva cuyo desarrollo puede ser realizado por fases de 
forma programada.

	 Existe una guía técnica del INSHT, que como se dijo con anterioridad, elabora guías y material 
divulgativo muy útil para el delegado, que es la Guía Técnica de Simplificación Documental.

¿Cuándo debe elaborarse?.

	 Desde el mismo momento en que arranca la actividad laboral de la empresa la elaboración del 
Plan de Prevención resulta obligatoria y en consecuencia debe ubicarse dentro de las prioridades de 
su gestión empresarial. Por consiguiente el empresario desarrollará la prevención de riesgos laborales 
a partir del Plan de Prevención que se convierte en su primera obligación preventiva.

¿Debe documentarse? 

	 El Plan de Prevención de Riesgos Laborales no sólo debe realizarse sino que además, y de 
acuerdo con el art. 23 de la Ley 31/95 (modificada por la Ley 54/2003) como obligación añadida, debe 
documentarse y ponerse a disposición de la autoridad laboral cuando lo requiera.

Queremos dejar claro que un mero documento no asegura la integración de la prevención en la 
empresa y que lo realmente eficaz es su gestión y aplicación real y efectiva en la empresa.

4.2.2. REALIZAR LA EVALUACIÓN INICIAL DE RIESGOS. 2ª OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO – 2º 
DERECHO DEL TRABAJADOR

	 Para poder desarrollar una adecuada y eficaz gestión de la prevención de riesgos laborales, 
debemos partir necesariamente, del conocimiento de aquellas situaciones, aparatos y entornos  que 
pueden generar riesgos a los trabajadores a ellas expuestos. Por lo tanto partiendo de la recopilación 
y análisis de todas las informaciones que tengan relevancia, debemos establecer un diagnóstico 
del estado preventivo de la empresa, que nos permita articular las medidas oportunas y necesarias 
tendentes a reducir y/o controlar las situaciones de riesgo detectadas.
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	 Este deber del empresario se materializa en la EVALUACIÓN DE RIESGOS regulada en el art. 
16 de la LPRL y en los artículos 3 al 7 del Reglamento de los Servicios de Prevención, R.D. 39/1997.

	 Como hemos comentado en el apartado anterior la evaluación de riesgos es un instrumento 
para la gestión y aplicación del Plan de prevención, por lo tanto la evaluación no es un fin en sí 
misma sino que, como acabamos de señalar, constituye un medio para alcanzar otro fin que es el 
establecimiento de las medidas preventivas oportunas.

	 Una vez realizada la evaluación inicial de riesgos el empresario está obligado a darle una 
continuidad a través de evaluaciones posteriores, periódicas, de actualización o de corrección de la 
evaluación inicial.

4.2.3. SEGURIDAD DE LOS EQUIPOS DE TRABAJO Y MEDIOS DE PROTECCIÓN. 3ª OBLIGACIÓN 
DEL EMPRESARIO – 3ª DERECHO DEL TRABAJADOR

	 El Real Decreto 1215/1997 de 18 de julio, por el que se establecen las disposiciones mínimas 
de seguridad y salud para la utilización por los trabajadores de los equipos de trabajo, determinan la 
necesidad de que las máquinas cumplan exhaustivamente con las condiciones de seguridad exigibles. 

	 El trabajador cuando desarrolla su actividad laboral debe soportar las agresiones de agentes 
externos que se derivan del uso de herramientas, de máquinas o de las instalaciones donde realiza su 
trabajo. Por lo tanto una de las obligaciones del empresario es la de proporcionar a los trabajadores 
los equipos de trabajo adecuados al trabajo a realizar y que estén adaptados a tal efecto a fin de que 
puedan  realizar su tarea de forma segura.

	 En este orden de cosas, distinta pero complementaria a la anterior es la obligación del empresario 
de proporcionar a los trabajadores y garantizarles, la utilización de los equipos de protección individual 
para que los protejan adecuadamente de aquellos riesgos para su salud o su seguridad que no se 
hayan evitado o limitado suficientemente mediante la utilización de otros medios de protección, este 
derecho está desarrollado en el R.D. 773/1997 “Sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud 
relativas a la utilización por los trabajadores de equipos de protección individual”

	 En definitiva en aquellos casos en los que la utilización de los equipos de trabajo no sean 
seguros en su totalidad se deberán usar medios de protección. Medios de protección que conforme 
al artículo 15 de la LPRL deberán ser de carácter colectivo frente a los individuales, y que deberán 
adoptarse cuando los riesgos no hayan podido eliminarse o reducirse suficientemente por otros medios 
técnicos u organizativos.

	 Estos conceptos vienen recogidos íntegramente en el Art. 17 de la LPRL.

¿Qué debemos considerar como equipo de trabajo?

	 “Cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada en el trabajo”. Art. 2.a) del R.D. 
1215/1997 sobre las disposiciones mínimas para la utilización de los equipos de trabajo.

¿Cuales son las obligaciones del empresario respecto a los equipos de trabajo?

	 a) El empresario debe adoptar las medidas necesarias para que los equipos de trabajo 
que se pongan a disposición de los trabajadores sean adecuados al trabajo que deba realizarse 
y convenientemente adaptados al mismo, de forma que garanticen la seguridad y la salud de los 
trabajadores al utilizar dichos equipos de trabajo.
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	 b) Cuando no sea posible garantizar de este modo totalmente la seguridad y la salud de 
los trabajadores durante la utilización de los equipos de trabajo, el empresario tomará las medidas 
adecuadas para reducir tales riesgos al mínimo.
	 c) En cualquier caso, el empresario deberá utilizar únicamente equipos que satisfagan las 
disposiciones legales o reglamentarias que les sean de aplicación.
	 d) Deberá elegir los equipos de trabajo  acordes con:
Las condiciones y características específicas del trabajo a desarrollar.
Los riesgos existentes para la seguridad y salud de los trabajadores en el lugar de trabajo y, en particular, 
en los puestos de trabajo, así como los riesgos que puedan derivarse de la presencia o utilización de 
dichos equipos o agravarse por ellos.
En su caso, las adaptaciones necesarias para su utilización por trabajadores discapacitados.
	 e) Cuando, a fin de evitar o controlar un riesgo específico para la seguridad o salud de 
los trabajadores, la utilización de un equipo de trabajo deba realizarse en condiciones o formas 
determinadas, que requieran un particular conocimiento por parte de aquéllos, el empresario adoptará 
las medidas necesarias para que la utilización de dicho equipo quede reservada a los trabajadores 
designados para ello.
	 f) Proporcionar a los equipos de trabajo un mantenimiento adecuado.
	 g) Formar e informar a los trabajadores de los riesgos derivados de la utilización de los equipos 
de trabajo.

¿Qué es un Equipo de Protección Individual (EPI)?

	 “Cualquier equipo destinado a ser llevado por el trabajador, para que le proteja de uno o varios 
riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo”. Art. 4 LPRL. 

¿Qué no es un equipo de protección individual?

	 a) La ropa de trabajo corriente y los uniformes que no estén específicamente destinados a 	
	 proteger la salud o la integridad física del trabajador.
	 b) Los equipos de los servicios de socorro y salvamento.
	 c) Los equipos de protección individual de los militares, de los policías y de las personas de los
 	 servicios de mantenimiento del orden.
	 d) Los equipos de protección individual de los medios de transporte por carretera.
	 e) El material de deporte.
	 f) El material de autodefensa o de disuasión.
	 g) Los aparatos portátiles para la detección y señalización de los riesgos y de los factores de molestia.

¿Cuáles son las obligaciones del empresario respecto a los equipos de protección individual?.

	 Debe determinar los puestos de trabajo en los que deba recurrirse a la protección individual y 
precisar, para cada uno de estos puestos, el riesgo o riesgos frente a los que debe ofrecerse protección, 
las partes del cuerpo a proteger y el tipo de equipo o equipos de protección individual que deberán 
utilizarse.
	 Debe elegir los equipos de protección individual conforme a lo dispuesto en la evaluación de 
riesgos, manteniendo disponible en la empresa o centro de trabajo la información pertinente a este 
respecto y facilitando información sobre cada equipo.
	 Proporcionar gratuitamente a los trabajadores los equipos de protección individual que deban 
utilizar, reponiéndolos cuando resulte necesario.
	 Velar por que la utilización de los equipos se realice de forma efectiva.
	 Asegurar que el mantenimiento de los equipos se realice adecuadamente.
	 Debe informar a los trabajadores, previamente al uso de los equipos, de los riesgos contra los 
que les protegen, así como de las actividades u ocasiones en las que deben utilizarse.
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	 Asimismo, deberá proporcionarles instrucciones, preferentemente por escrito, sobre la forma 
correcta de utilizarlos y mantenerlos.

	 Además:

	 Los EPI’S se deben utilizar cuando no se puedan evitar los riesgos y no sea posible una 
protección colectiva.
	 El empresario no sólo debe proporcionar estos EPI’S, a sus trabajadores, sino que debe 
procurar que sean los adecuados, es decir que estén homologados.
	 Que se usen de forma efectiva.
	 Que no supongan un coste para el trabajador.
	 Que se adecue al tipo de actividad desempeñada y al riesgo asociado.
	 El manual de instrucciones o la documentación informativa facilitados por el fabricante estarán 
a disposición de los trabajadores.

	 Existen tres categorías de EPI´s en función de los riesgos que protegen:

Categoría I. 

	 . Agresiones mecánicas cuyos efectos sean superficiales (guantes de jardinería, dedales, etc.).
	 .Los productos de mantenimiento poco nocivos cuyos efectos sean fácilmente reversibles 	
	 (guantes de protección contra soluciones detergentes diluidas, etc.).
	 . Los riesgos en que se incurra durante tareas de manipulación de piezas calientes que no 	
	 expongan al usuario a temperaturas superiores a los 50º C ni a choques peligrosos (guantes, 	
	 delantales de uso profesional, etc.).
	 . Los agentes atmosféricos que no sean ni excepcionales ni extremos (gorros, ropas de 		
	 temporada, zapatos y botas, etc.).
	 . Los pequeños choques y vibraciones que no afecten a las partes vitales del cuerpo y que no 	
	 puedan provocar lesiones irreversibles (cascos ligeros de protección del cuero cabelludo, 	
	 guantes, calzado ligero, etc.).
	 . La radiación solar (gafas de sol).

Categoría II. 

	 . Son EPI de diseño medio que proporcionan una protección media, por ejemplo:
	 . Equipos de protección específica de manos y/o brazos
	 . Equipos de protección específica de píes y/o piernas
	 .Todos los cascos
	 .Todos los equipos de protección parcial o total del rostro

Categoría III:

	 . Los equipos de protección respiratoria filtrantes que protejan contra los aerosoles sólidos y 	
	 líquidos o contra los gases irritantes, peligrosos, tóxicos o radio tóxicos.
	 . Los equipos de protección respiratoria completa mente aislantes de la atmósfera, incluidos 	
	 los destinados a la inmersión.
	 . Los EPI que sólo brinden una protección limitada en el tiempo contra las agresiones químicas 
	 o contra las radiaciones ionizantes.
	 .Los equipos de intervención en ambientes cálidos, cuyos efectos sean comparables a los de 	
	 una temperatura ambiente igual o superior a 100º C, con o sin radiación de infrarrojos, llamas 	
	 o grandes proyecciones de materiales en fusión.
	 . Los equipos de intervención en ambientes fríos, cuyos efectos sean comparables a los de una 
	 temperatura ambiental igual a - 50º C.
	 . Los EPI destinados a proteger contra las caídas desde determinada altura.
	 . Los EPI destinados a proteger contra los riesgos eléctricos para los trabajos realizados bajo 	
	 tensiones peligrosas o los que se utilicen como aislantes de alta tensión.
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Todos los EPI han de llevar el marcado CE

Registro documental

	 En las empresas, normalmente hay equipos de trabajo que tienen asociados riesgos 
específicos, por lo cual es aconsejable dictar las instrucciones precisas por escrito sobre su utilización, 
reparación, transformación, mantenimiento o conservación. Instrucciones que deberán llegar a todos 
los trabajadores que puedan entrar en contacto con los citados equipos de trabajo.
Debe documentarse, la necesidad de utilización de equipos de protección individual.

4.2.4. INFORMACION, CONSULTA Y PARTICIPACION. 4ª OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO – 4ª 
DERECHO DEL TRABAJADOR

	 La información, la consulta y la participación se constituyen, dentro del actual marco normativo, 
como tres pilares básicos de cualquier sistema de gestión preventiva, hasta el punto de que se trata 
de tres elementos que están presentes en todo el articulado de la LPRL y de sus Reglamentos de 
desarrollo.

	 Su regulación dentro de la Ley 31/95, de prevención de riesgos laborales se encuentra localizada 
en los artículos 18, 33 y 34 respectivamente. 

	 4.2.4.1. DEBER DE INFORMACIÓN.

¿Sobre qué se debe informar?

	 De los riesgos laborales, tanto los generales de la empresa, como los específicos de cada 
uno de los puestos de trabajo o función. De las medidas y actividades de protección y prevención 
adoptadas o planificadas.
	 De las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación 
de los trabajadores.
	 Sobre los resultados de la evaluación de riesgos y medidas a adoptar.
	 Sobre los resultados de la vigilancia de la salud.
	 De los daños producidos en la salud de los trabajadores y su posterior investigación.

¿A quién va dirigida esa información?

	 A los trabajadores afectados por los riesgos específicos de su puesto de trabajo.
	 Los resultados de las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores serán 
comunicados a los trabajadores afectados. 

¿Cómo se debe informar?

	 La información relativa a los riesgos específicos que afectan a cada puesto de trabajo, así 
como las medidas de protección y de prevención aplicables a cada riesgo se facilitará directamente a 
cada trabajador.
	 Si existen representantes de los trabajadores la información se facilitará a través de éstos.
	 Con independencia de la información verbal, es aconsejable que la información se transmita de 
forma escrita.

Registro documental

	 La información se deberá recoger documentalmente de forma clara y directa, haciendo constar 
los receptores, fecha y firma de los mismos.
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Incumplimiento del derecho a la información

	 El incumplimiento del derecho a la información se encuentra tipificado como infracción grave 
en el art. 12.11 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS) con multas que 
van desde 20.046,00€ hasta 40.985,00€ Euros.

¿Qué hacer si la empresa no facilita la INFORMACIÓN? 

	 Debemos poderlo en conocimiento de la Inspección de Trabajo a través de la correspondiente denuncia.

	 El derecho a la información comporta la entrega física de la documentación preventiva, no 
solo el acceso a esa documentación, incluso a sacarla del centro de trabajo con el deber de sigilo 
profesional que tienen los representantes de los trabajadores con la empresa. Todo esto según el 
criterio técnico de la Dirección General de la ITSS de 27/12/2005.

	 4.2.4.2. DEBER DE CONSULTA

	 La LPRL presenta y desarrolla el derecho a la consulta de los trabajadores con la máxima fuerza 
e intensidad y como función omnipresente en la gestión preventiva de las empresas, hasta el punto de 
que “todo lo que haga el empresario en materia preventiva deberá ser consultado previamente” con 
los trabajadores (a través de sus representantes).

	 Con esta obligación empresarial se pretende dar un sentido de eficacia al mandato de 
participación de los trabajadores en la actividad preventiva de la empresa.

	 Hay que subrayar que la consulta no se limita a la petición de un informe sino que incluye un 
proceso complejo de diálogo con el objetivo de llegar a acuerdos ya que de lo contrario estaríamos 
ante una simple “emisión de información” y no ante el derecho a la consulta, términos que aunque 
parecidos no son iguales a pesar de que en ocasiones se utilizan como sinónimos, sembrando cierta 
confusión.

	 Para que el empresario pueda cumplir con este deber, hemos de tener presentes las siguientes 
cuestiones:	

¿Qué es lo que se debe consultar?

	 Sobre la planificación y organización del trabajo en la empresa cuando éstas tengan incidencia 
en la seguridad y salud de los trabajadores.
	 La introducción de nuevos procesos productivos o nuevas tecnologías, siempre que puedan 
tener alguna repercusión en la seguridad o en la salud de los trabajadores.
	 La organización y desarrollo de las actividades preventivas en la empresa, sobre la protección 
de la salud y prevención de riesgos profesionales.
	 La designación, por parte de la empresa de los trabajadores encargados de las actividades de 
prevención y protección.
	 La necesidad y elección del Servicio de Prevención externo cuando se deba recurrir a ello.
	 La designación de los trabajadores elegidos para actuar en los casos de emergencia.
	 Los procedimientos que el empresario adoptará para proceder a la información y documentación. 
Se refiere al método utilizado para recabar, tratar y transmitir dicha información y documentación.
	 El diseño y la organización de la formación en materia preventiva.
	 Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los 
trabajadores.
	 La relación de puestos de trabajo exentos de riesgo a efectos de que puedan ser ocupados por 
trabajadoras embarazadas o de parto reciente.
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¿A quién se debe consultar?

	 A la representación específica de los trabajadores (delegado de prevención y comité de 
seguridad y salud).
	 En su ausencia, a la representación unitaria de los trabajadores (delegado de personal y comité 
de empresa).
	 Y en ausencia de ambas representaciones, a los trabajadores individualmente.

¿Cómo se ha de efectuar la consulta?

	 La consulta a los trabajadores pretende recabar la opinión de los afectados sobre todas aquellas 
cuestiones que puedan tener consecuencias sobre su seguridad y salud. Por tanto esta acción debe 
realizarse de la forma más natural, clara y transparente posible. El trabajador debe conocer la actividad 
preventiva de la empresa para poder implicarse y colaborar en ella.

	 Aunque la decisión compete al empresario que es el titular del poder de organización y 
dirección, debe someter a consulta cualquier decisión en materia de seguridad y salud, convirtiéndose 
esta consulta en una forma de participación, no en una mera información, implicando una postura 
activa de los trabajadores, pudiendo de esta forma salir enriquecida la decisión del empresario a quien 
corresponde en todo caso el “poder de decisión”.

¿Cuándo debe ser realizada la consulta?

	 Siempre con la debida antelación. Es decir, hay que consultar con el tiempo suficiente para que 
se puedan efectuar en cada caso las consideraciones y aportaciones que correspondan, y elevar el 
informe pertinente.
	 Ahora bien, lo verdaderamente importante no es el momento en que se realiza la consulta, 
aunque insistimos es una característica que la define, sino que cuando se hace la consulta haya 
posibilidades reales de intervenir y participar en la formulación de esa decisión y no un mero trámite 
o requisito formal de legitimación de la decisión empresarial previa, independiente y autónomamente 
formada.

	 El empresario ha de valorarlo y adoptará la decisión que considere más adecuada. Si los 
consultados son los Delegados de Prevención, éstos disponen de 15 días (o el tiempo imprescindible 
en el caso de riesgo inminente) para elaborar el informe correspondiente, si no se realiza en el plazo 
establecido, el empresario puede poner en práctica su propuesta o decisión.

Registro documental

	 Es aconsejable que las consultas y las aportaciones de cada parte queden documentadas de 
forma clara y sencilla incluso aunque se realicen verbalmente. Ello tiene dos finalidades:

	 1) Recoger el posicionamiento de las partes sobre las distintas cuestiones planteadas y su 	
	 posterior análisis en el tiempo.
	
	 2) Constatar el cumplimiento de la obligación empresarial de consulta.

	 Este registro documental deberá contener, básicamente, la consulta que se practica, la fecha 
en que se realiza y la respuesta si existe. En el caso de que la consulta se realice en el Comité de 
Seguridad y Salud se levantará un acta de cada una de las reuniones, y se dispondrá de un registro 
específicamente reservado a la custodia de las actas.
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¿Qué hacer si la empresa no permite la CONSULTA?

	 Debemos poderlo en conocimiento de la Inspección de Trabajo a través de la correspondiente 
denuncia.

Y por último, el DEBER DE PARTICIPACIÓN 

	 Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en todas las cuestiones relacionadas 
con la prevención de riesgos laborales, estableciéndose así como un principio general de funcionamiento 
de la empresa.

	 En numerosas ocasiones se tiende a confundir, a veces de forma intencionada, la consulta con 
la participación.

	 La consulta puede ser una forma de participación pero no la única ya que también está el 
derecho a la PROPUESTA, es decir derecho a solicitar al empresario la adopción de un determinado 
comportamiento, otorgándole un poder de iniciativa en materia preventiva que le permite ofrecer 
o aportar al empresario soluciones, convirtiéndose en un sujeto activo y atento a la detección de 
deficiencias.

	 La propuesta es una de las formas en las que se materializa la participación de los trabajadores.

	 Debemos considerar, pues, la participación como consustancial al derecho a la salud. La 
plena realización del potencial de vida sana de una persona implica el derecho a no verse sometida 
a la imposición de riesgos no deseados y, por tanto, implica el ser tenida en cuenta en la toma de 
decisiones que pueden condicionar su salud.

¿A través de quién se canaliza la participación?

	 Aunque este derecho se confiere a cada trabajador, es decir, es de “titularidad individual”, su 
ejercicio se canaliza a través de sus representantes salvo en las empresas que cuenten con menos de 
seis trabajadores, donde no existe representación legal.

¿Cuáles son las competencias de la representación unitaria (delegados de personal y comités 
de empresa)?

	 Defensa de los intereses de los trabajadores en materia de prevención de riesgos en el trabajo. 
Para lo cual ejercerán las competencias que el Estatuto de los Trabajadores, la Ley Orgánica de 
Representación del Personal al Servicio de las Administraciones públicas y la Ley Orgánica de Libertad 
Sindical establecen, entre otras:
	 Conocer las estadísticas sobre el índice de absentismo y sus causas, los accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales y sus consecuencias, los índices de siniestralidad, los estudios 
periódicos o especiales del medio ambiente laboral y los mecanismos de prevención que se utilicen.
	 Ejercer una labor de vigilancia y control de las condiciones de seguridad e higiene en el 
desarrollo del trabajo.
	 Ejercer las acciones legales oportunas ante el empresario y los organismos o tribunales 
competentes.
	 Designar a los Delegados de Prevención.
	 Acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad de los trabajadores 
afectados por un riesgo grave e inminente.
	 Recibir información de la adscripción de trabajadores procedentes de Empresas de Trabajo Temporal.
	 Ser informados de la presencia de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el centro de 
trabajo, en caso de ausencia de los Delegados de Prevención y del Comité de Seguridad y Salud.
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¿Cuál es la representación específica en materia de prevención de riesgos laborales?

	 La representación creada por la LPRL con funciones específicas en esta materia son:

		  o	 Delegados de Prevención
		  o	 Comité de Seguridad y Salud

¿Qué hacer si la empresa no permite la participación?

	 Debemos poderlo en conocimiento de la Inspección de Trabajo a través de la correspondiente denuncia.

4.2.5. DERECHO A LA FORMACIÓN EN MATERIA PREVENTIVA. 5ª OBLIGACIÓN DEL 
EMPRESARIO – 5º DERECHO DEL TRABAJADOR

	 La formación en las empresas es actualmente un elemento central de la gestión empresarial 
para desarrollar de manera adecuada cualquier acción dentro de la empresa. 

	 Los principales objetivos que se persiguen con las acciones formativas son dos: En primer 
lugar, afrontar ajustes estructurales, en especial, la introducción de nuevas tecnologías. En segundo 
lugar, cuando se van a producir cambios o reformas de la organización y de las prácticas de trabajo se 
emprenden acciones como un medio para facilitar estas reformas.

	 La formación en PRL parte de una premisa lógica y es que los trabajadores necesitan conocer 
los riesgos a los que se enfrentan para protegerse de manera activa de los daños y las enfermedades 
que les puedan ocasionar. 

	 El conocimiento de los riesgos condiciona la capacidad de valorar las situaciones. Pero para 
valorar situaciones no solo hace falta conocer los posibles efectos, sino también las causas y las 
alternativas posibles a las situaciones de riesgo. 

	 Este objetivo podría enunciarse como que cada trabajador pueda interpretar los riesgos de la 
situación de trabajo para aplicar de manera autónoma los principios de la prevención y los medios 
materiales que se ponen a su disposición.

	 Los trabajadores por tanto necesitan ser formados para la prevención en aquellos temas 
que surjan de la lista de riesgos identificados a los que están expuestos, y las medidas preventivas 
aplicables. Es decir una formación que les sea útil y que vaya más allá del concepto teórico de riesgo 
y peligro.
 
	 La normativa no establece ni los contenidos ni los requisitos mínimos que debe tener la 
formación para dar cumplimiento a la obligación legal de formar a los trabajadores. Este vacío debe ser 
cubierto a través de la negociación colectiva, instrumento capaz de definir, ampliar y mejorar cualquier 
aspecto que no esté suficientemente desarrollado en la normativa en materia preventiva, e instrumento 
que recoge la voluntad de mejora de las partes.

	 En este apartado intentaremos despejar algunas dudas que rodean a la formación y que se 
suscitan de la redacción ambigua e inespecífica del art. 19 de la LPRL.
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¿Qué tipo de formación debe facilitarse?

	 La formación debe ser teórica-práctica, suficiente y adecuada.

	 Por un lado, debe contener instrucciones teóricas sobre las cuestiones preventivas generales 
y específicamente sobre los riesgos y medidas preventivas relacionadas con su puesto de trabajo.

	 Pero también requiere que sea una formación práctica, es decir, que la formación le permita 
adquirir comportamientos de trabajo seguros a través de instrucciones sobre la forma de realizar su 
tarea, de utilizar un equipo de trabajo o manipular una sustancia química de forma que no entrañe 
riesgos para su salud. 

	 Además debe ser suficiente y adecuada al tipo de trabajo que desempeñe y a  los riesgos para 
el trabajador. Ambos conceptos guardan relación directa con la “cantidad” y la “calidad” y se refieren a 
la que la formación debe ser útil, ajustada a las necesidades de cada trabajador y encaminada a evitar, 
o al menos, minimizar los riesgos laborales.

	 La suficiencia y adecuación de la formación son cuestiones que deben ser desarrolladas en los 
convenios colectivos, o en su defecto negociadas con la propia empresa.

	 Por último debe estar centrada en el puesto de trabajo o función de cada trabajador, adaptarse 
a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos. Lógicamente la formación, como otros 
aspectos de la prevención, tiene fecha de caducidad. Por lo que debe ser repetida siempre que 
cambien las condiciones de trabajo, ya que de lo contrario perdería su eficacia preventiva.

¿Cuándo debe realizarse esta formación?

	 En el momento de la contratación, independientemente de la modalidad contractual.
	 Cuando el trabajador cambie de puesto de trabajo o función.
	 Cuando se introduzcan nuevas técnicas o métodos de trabajo.
	 Por último, cuando los representantes de los trabajadores designen a los Delegados de 
Prevención. En ese momento nace la obligación de su formación y preparación para ejercer sus 
funciones.

Forma de realización de la formación

	 La formación debe impartirse dentro de la jornada de trabajo. Ahora bien si por razones 
objetivamente justificadas no fuera posible, se puede realizar fuera de la jornada laboral, compensando 
como tiempo efectivo de trabajo las horas invertidas en la formación. En estos casos, debe consultarse 
con los representantes de los trabajadores.
	 Como se ha expuesto con anterioridad el coste de la prevención no debe recaer nunca en el 
trabajador por lo que si la formación se realiza fuera de las horas de trabajo habrá de compensarlas. 
Continúa así el criterio de la Dirección General de la ITSS

¿Quién puede impartir la formación?

	 Personal propio de la empresa o entidades ajenas a la empresa, que posean los conocimientos 
necesarios y suficientes, sin que el coste recaiga sobre el trabajador.

¿Puede un trabajador comenzar una tarea de riesgo grave y específico?

	 Solamente en el caso de que haya recibido la información suficiente y adecuada para acceder al 
puesto de trabajo y desarrollar las tareas de una forma segura y en concordancia con sus capacidades 
profesionales.
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Registro documental

	 Debe tenerse constancia de las acciones realizadas para dar cumplimiento a esta obligación. 
Entre otras:

		  . Consulta sobre el tipo y contenido de la formación prevista.
		  . Sobre la forma de impartirla.
		  . Registro de los asistentes, especificando la materia impartida, horarios de impartición
 		  y duración de la misma.

Incumplimiento del derecho a la formación

	 El incumplimiento de este derecho se encuentra tipificado como infracción grave en el art. 12.8 LISOS.

¿Qué hacer si la empresa no proporciona la FORMACIÓN?

	 Debemos poderlo en conocimiento de la Inspección de Trabajo a través de la correspondiente denuncia.

4.2.6. MEDIDAS DE EMERGENCIA. 6ª OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO – 6º DERECHO DEL 
TRABAJADOR

	 Es el empresario quién debe analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las 
medidas necesarias en cada caso.

¿Qué es una emergencia?

	 “Cualquier evento previsible, de carácter excepcional y extraordinario que pueda crear 
una situación de peligro grave para la seguridad de los trabajadores ocupados en el centro de 
trabajo o establecimiento o terceras personas”.

	 Concretamente tres son las situaciones de emergencia contempladas en la Ley de Prevención 
de Riesgos Laborales:

		  1. Primeros auxilios.
		  2. Lucha contra incendios.
		  3. Evacuación de los trabajadores.

¿Cuáles son las obligaciones del empresario ante estas situaciones?

	 1. Analizar y evaluar las posibles situaciones de emergencia.
	 2. Diseñar las medidas a adoptar teniendo en cuenta las discapacidades de los trabajadores y 
personal ajeno a la empresa.
Teniendo en cuenta en ambos casos el tamaño, la actividad que se desarrolle así como la posible 
presencia de personas ajenas a la empresa.

	 Se refiere a medidas a adoptar para poder actuar en el caso extremo, cuando ya se ha producido 
el siniestro. Es decir, no se refiere a medidas sobre el propio proceso de trabajo sino para paliar las 
consecuencias de accidentes, intoxicaciones, incendios, etc., y siempre con vistas a la evacuación de 
los trabajadores, primeros auxilios, extinción de incendios, etc.

Y además:

	 3. Organizar con los servicios externos aquellas medidas para las cuales que no se es 
autosuficiente (bomberos, protección civil, ambulancias, etc)
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	 4. Revisar periódicamente las medidas anteriores, comprobando su eficacia.
	 5. Designar a los trabajadores que se harán cargo de la situación en estas circunstancias 
garantizando que tanto su formación como los medios de que disponen son adecuados y suficientes 
al tipo de emergencia.
	 6. Proporcionar la formación e información necesaria a todos los trabajadores respecto a la 
forma de actuar en caso de emergencia, y muy especialmente a los trabajadores encargados de su 
puesta en práctica.

Registro documental

	 Todas las obligaciones, como principio general, deben registrarse de forma documental en el 
Plan de emergencias, cuyo contenido debe reflejar:

	 El estudio, valoración y medidas adoptadas en caso de emergencia.
	 Información realizada a los representantes de los trabajadores.
	 Formación impartida.
	 Conciertos establecidos con órganos externos para actuar en caso de emergencia.
	 Revisiones periódicas sobre las medidas adoptadas.

Incumplimiento del derecho a medidas de emergencia

	 El incumplimiento de este derecho se encuentra tipificado como infracción grave en el art. 
12.10 de la LISOS, con sanciones de 2.046€ a 40.985€

¿Qué hacer si la empresa no organiza las MEDIDAS DE EMERGENCIA?

	 Debemos ponerlo en conocimiento de la Inspección de Trabajo a través de la correspondiente denuncia.

4.2.7. PARALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD ANTE RIESGO GRAVE E INMINENTE. 7ª OBLIGACIÓN 
DEL EMPRESARIO – 7º DERECHO DEL TRABAJADOR

	 Una nueva concreción de las obligaciones empresariales se manifiesta en relación con los 
trabajadores expuestos potencial o efectivamente a un riesgo grave e inminente con ocasión de su trabajo. 

	 El art. 21 LPRL tiene una doble vertiente: por un lado establece las obligaciones del empresario 
en casos de riesgo grave e inminente, y por otro señala los derechos individuales y colectivos de los 
trabajadores para estos mismos supuestos.

	 El derecho a la paralización de la actividad no es nuevo en nuestro ordenamiento jurídico, ya el 
Estatuto de los Trabajadores lo reconocía como una de las competencias de los Comités de Empresa. 
Sin embargo adquiere una dimensión mayor por cuanto la Ley de Prevención de Riesgos Laborales 
detalla qué medidas deben adoptarse por parte de los trabajadores, individualmente considerados, y 
a través de los órganos de participación, en casos de riesgo grave e inminente.

¿Qué se entiende por riesgo grave e inminente?

	 “Aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda 
suponer daño grave para la salud de los trabajadores”.

	 Esta definición supone la coincidencia de tres factores:

		  1) Presencia de un riesgo laboral, es decir, probabilidad de que aparezca una lesión.
		  2) Posibilidad de que esta lesión, si se produce sea grave.
		  3) Temporalidad, inminente, a corto plazo o de forma inmediata.
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¿Cuáles son las obligaciones empresariales ante esta situación?

	 Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados de la situación de peligro y medidas 
preventivas a adoptar.
	 Dar las instrucciones adecuadas para que los trabajadores interrumpan su actividad laboral y 
abandonen el puesto de trabajo, cuando el riesgo grave e inminente es inevitable.
	 Permitir al trabajador que no pueda ponerse en contacto con su superior jerárquico, adopte por 
su cuenta las medidas necesarias para ponerse a salvo del peligro.

	 El desarrollo de estas medidas no son tres fases o pasos sucesivos que el empresario haya de 
seguir, sino que son tres alternativas que el empresario puede adoptar en función de la situación concreta.

¿Qué derechos tiene el trabajador ante este supuesto?

	 El trabajador tendrá derecho a interrumpir su actividad y abandonar el puesto de trabajo peligroso, 
cuando considere que dicha actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
	 Los trabajadores no podrán sufrir perjuicio alguno por adoptar esta decisión, a menos que 
hubieran obrado de mala fe o cometido negligencia.

¿Qué acciones pueden desarrollar los representantes de los trabajadores ante situaciones de 
riesgo grave e inminente?

	 Si el empresario no adopta o no permite adoptar las medidas necesarias, en situación de riesgo 
grave o inminente, los representantes legales de los trabajadores (delegados de personal/comités 
de empresa) pueden acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad de los 
trabajadores afectados.
	 Una vez que determinan la paralización debe comunicárselo de forma inmediata a la empresa y 
a la autoridad laboral, quien en el plazo de 24 horas anulará o ratificara la paralización de la actividad.
	 Los representantes no pueden sufrir perjuicio alguno por la adopción de esta medida, a menos 
que hubieran obrado de mala fe o cometido negligencia grave.

¿Qué acciones pueden desarrollar los representantes específicos de los trabajadores ante 
situaciones de riesgo grave e inminente?

	 Proponer al órgano de representación unitaria de los trabajadores la paralización de la actividad.
	 Si no es posible reunir a los representantes de los trabajadores con la urgencia que demanda 
la situación, la medida de paralización la pueden adoptar, por decisión mayoritaria, los delegados de 
prevención.
	 De nuevo, se debe comunicar de forma inmediata a la empresa y a la autoridad laboral, quien 
en el plazo de 24 horas anulará o ratificara la paralización de la actividad.
	 Los representantes no pueden sufrir perjuicio alguno por la adopción de esta medida, a menos 
que hubieran obrado de mala fe o cometido negligencia grave.

Incumplimiento del derecho de paralización de la actividad ante riesgo grave e inminente

	 Es una infracción administrativa muy grave art/s, 13.3,13.9 y 13.10 de la LISOS;” las acciones u 
omisiones que ejerza el empresario para impedir el ejercicio del derecho de los trabajadores a paralizar 
su actividad en los casos de riesgo grave e inminente”. La sanción para esta infracción va de los 
40.986,00€ hasta los 819.780,00€
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4.2.8. VIGILANCIA DE LA SALUD. 8ª OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO – 8º DERECHO DEL 
TRABAJADOR

	 La vigilancia de la salud debe situarse en la gestión asistencial (posterior al accidente de trabajo 
o la enfermedad profesional) y la gestión preventiva (anticiparnos al hecho) pero, sobre todo, debe 
constituir un derecho individual y colectivo que puedan ejercer libremente los trabajadores. 

	 Este derecho se encuentra recogido en el art. 22 de la LPRL.

¿Es obligatoria la vigilancia de la salud?

	 En principio no, ya que la vigilancia de la salud debe realizarse con el consentimiento expreso y 
voluntario del trabajador. No obstante, existen una serie de excepciones en las que esta voluntariedad 
se rescinde frente a una necesidad ineludible, concretamente:

	 . Cuando los reconocimientos médicos sean imprescindibles para evaluar los efectos de las 	
	 condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores.
	 . Para constatar que la salud de un trabajador no constituye un peligro para él o demás 		
	 trabajadores.
	 . Cuando esté establecida su obligatoriedad mediante disposición legal, como en el caso de la
 	 exposición a ruido, amianto, benceno, etc.

	 En estos casos el trabajador no puede renunciar a la vigilancia de la salud so pena de ser 
sancionado. Existe una sentencia del Tribunal Superior de Extremadura, Recurso 605/2012 en la 
que confirma la sentencia del Juzgado de lo Social al despido de un trabajador por no realizar el 
reconocimiento médico, ya que se encontraba en una de las excepciones de la ley que obliga a 
realizarlo.

¿Cómo debe realizarse?

	 En la actualidad, se ha pasado de reconocimientos médicos inespecíficos (chequeos médicos 
generales), a específicos frente a los riesgos derivados del trabajo. 
	 Se debe partir de la evaluación de riesgos de cada puesto de trabajo. En ella deberán aparecer 
los riesgos a los que está expuesto el trabajador.
	 A partir de los riesgos detectados en cada uno de los puestos de trabajo, se realizarán 
reconocimientos médicos específicos tomando como base los protocolos médicos editados por el 
Ministerio de Sanidad.
	 Por ejemplo, una trabajadora en cadena de producción de una empresa de alimentación tendrá 
como mínimo el riesgo de movimientos repetitivos de miembros superiores. Para este riesgo existe el 
protocolo adecuado, por lo que cuando el reconocimiento médico específico se efectúe, se deberá 
realizar bajo las normas establecidas. En el caso de no realizarse de la manera adecuada se puede 
incurrir en infracción grave.
			 
¿Cómo utilizar la información resultante del reconocimiento médico?

	 En primer lugar, se debe comunicar al trabajador el resultado de ese reconocimiento médico.
	 Restringiendo su uso, ya que los reconocimientos médicos deben respetar siempre y en todo 
caso la intimidad y dignidad de la persona, y ser totalmente confidenciales. Esta obligación afecta 
principalmente al personal facultativo sanitario, por el sigilo profesional, ya que están obligados a guardar 
los resultados del reconocimiento médico, para que no sean utilizados con fines discriminatorios.
	 El empresario y las personas con responsabilidad en materia de prevención serán informadas 
de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos médicos efectuados, esto es, de la aptitud 
del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o para la adopción de medidas correctoras.
	 En los certificados que recibe el empresario vendrá reflejado exlusivamente la aptitud, no 
aptitud o aptitud con limitaciones/restricciones del trabajador, en este caso deberán exponerse cuáles 
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son estas limitaciones/restricciones  en aras a que el empresario pueda recolocar al trabajador en un 
puesto exento de estos riesgos o eliminar esos riesgos.

¿Quién llevará a cabo la vigilancia de la salud?

	 Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por 
personal sanitario con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

	 El empresario podrá dispensar la vigilancia de la salud con medios propios, a través del servicio 
de prevención propio, o medios ajenos a través del servicio de prevención ajeno con quien tenga 
concretada esta actividad, pero en ningún caso podrá asumir esta actividad personalmente.

Registro documental

	 Los resultados de la vigilancia de la salud debe documentarse y conservase, manteniendo 
los resultados obtenidos a disposición de las autoridades sanitarias o personal médico cualificado, 
exclusivamente.

Incumplimiento del derecho a la vigilancia de la salud

	 Tiene la consideración de infracciones grave y por lo tanto sancionable por la autoridad laboral:

		  No realizar los reconocimientos médicos, de acuerdo con la normativa.
		  No comunicar a los trabajadores afectados los resultados de las mismas.
		  No realizar las investigaciones adecuadas en caso de producirse daño para la salud de
 		  los trabajadores.

E infracción muy grave:
	 Incumplir el deber de confidencialidad sobre los datos de la salud.

¿Qué hacer si la empresa no proporciona la VIGILANCIA DE LA SALUD?

	 Debemos poderlo en conocimiento de la Inspección de Trabajo a través de la correspondiente denuncia.

¿Si no quiero someterme a vigilancia de la salud, debo renunciar por escrito a este derecho?.

	 Rotundamente NO. La legislación no contempla este tipo de renuncia. Dadas las discrepancias 
originadas entorno a este asunto, el INSHT ha editado la Nota Técnica 959 en la que no recomienda a 
la empresa la firma de la renuncia por parte del trabajador , sino que aconseja que la empresa informe 
del día y hora al trabajador por escrito y que éste firme un recibí de esa información, quedando así el 
trabajador informado y dejando a su voluntad la comparecencia a la vigilancia de la salud.

4.2.9. DOCUMENTACIÓN. 9ª OBLIGACIÓN DEL EMPRESARIO

 	 Muchas de las obligaciones empresariales que hemos descrito deben ser documentadas y 
conservadas, para que puedan entregarse a la Autoridad Laboral y Sanitaria cuando así lo requiera.
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¿Sobre que aspectos hay que dejar constancia documental?

	 Artículo 23 LPRL:

	 •	 El Plan de Prevención de Riesgos Laborales.
	 •	 El resultado de la evaluación de riesgos inicial y periódica, así como, la planificación de
 		  la actividad preventiva.
	 •	 Medidas de protección y material de prevención que debe utilizarse.
	 •	 Las posibles actualizaciones de las evaluaciones de riesgos como consecuencia de 	
		  accidentes de trabajo o enfermedades profesionales que se hubiesen producido, o por
 		  cambios en las condiciones de trabajo.
	 •	 El resultado de los reconocimientos médicos de los trabajadores, en los términos vistos
 		  en el art.22 LPRL.
	 •	 La estadística sobre los AT y EP cuando han causado la incapacidad laboral superior a
 		  un día de trabajo.

	 El no registro o archivo de los documentos se tipifica en los art/s. 11.5 y 12.4, infracción leve o 
grave, dependiendo de cada caso.

¿Durante cuánto tiempo hay que conservar la documentación?

	 La normativa marca plazos de conservación para algunas actividades con riesgos especiales 
(ej. Amianto), no obstante, la LPRL señala que en el momento de cese de la actividad de la empresa, 
el empresario deberá remitir toda la documentación anterior a la Autoridad Laboral.

¿A disposición de quién está la documentación?

	 •	 De la Autoridad Laboral
	 •	 De las Autoridades Sanitarias
	 •	 De la Inspección de Trabajo y Seguridad Social
	 •	 De los Delegados de Prevención.
	 •	 Del Comité de Seguridad y Salud
	 •	 De los Representantes de los Trabajadores
	 •	 Del Servicio de Prevención o de los Trabajadores Designados 

¿El empresario tiene la obligación de notificar algún tipo de documento?

	 El empresario deberá notificar por escrito a la autoridad laboral competente cualquier accidente 
de trabajo, por leve que sea así como las enfermedades profesionales.

4.2.10. COORDINACIÓN DE ACTIVIDADES EMPRESARIALES. 10ª OBLIGACIÓN DEL 
EMPRESARIO – 9º DERECHO DEL TRABAJADOR.

	 La SUBCONTRATACIÓN o EXTERNALIZACIÓN de buena parte de la actividad propia de la 
empresa hacia otras empresas contratadas o subcontratadas ha generado importantes impactos 
sobre las condiciones de trabajo, y especialmente en el campo de la salud y seguridad laboral. 

	 El fenómeno de la externalización ha supuesto una importante descentralización productiva 
que ha fragmentado las grandes unidades empresariales. Aparecen así conglomerados de empresas, 
muy a menudo compartiendo el mismo centro de trabajo, que realizan un conjunto de actividades 
necesarias para producir un determinado producto o servicio. Tales cambios han seccionado también 
las relaciones laborales: en los grandes centros de trabajo conviven decenas e incluso cientos de 
empresas, cada una con sus respectivos trabajadores, sus particulares condiciones contractuales y 
sus respectivos convenios de referencia. 
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	 Con frecuencia la externalización de actividades ha ido paralela a la externalización de los 
riesgos, a veces incluso las actividades de mayor riesgo, sobre los trabajadores de las empresas 
contratadas y subcontratadas, recayendo sobre éstos una mayor presión productiva en detrimento de 
las condiciones de trabajo. Constatándose igualmente que el incumplimiento de las responsabilidades 
empresariales en materia preventiva es mucho mayor en las subcontratas, cuyos trabajadores además  
reciben menos formación y están más desprotegidos. 

	 Todo ello responde a una falta de coordinación de las actividades preventivas de unas respecto 
de las otras, coordinación que hasta el momento se ha reducido a un mero intercambio de papeles 
sin que en ningún caso se hayan establecido sistemas de gestión de los “riesgos comunes” a ambas 
empresas, que sean fructíferos a la hora de evitar los riesgos.

	 A esta descentralización productiva se le denomina SUBCONTRATACIÓN, fenómeno cada vez 
mas frecuente y con enorme repercusión desde la perspectiva de la Seguridad y Salud en el Trabajo.

	 El resultado de la subcontratación implica que dos o más empresas con sus respectivos 
trabajadores, desarrollen simultáneamente actividades en el mismo centro o lugar de trabajo.

Se contemplan tres supuestos distintos:

	 1. Desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo.
	 2. Realización de actividades mediante contrata o subcontrata. Este supuesto, además de 
englobar el anterior, se refiere al caso de que la empresa principal contrate o subcontrate, con otras, 
obras o servicios correspondientes a su propia actividad.
	 3. Utilización por parte de los trabajadores de máquinas, equipos de trabajo, sustancias o 
materia primas proporcionadas por la empresa principal, sin necesidad de que existan presencia 
simultánea de trabajadores de varias empresas.

	 En todos estos casos, la legislación preventiva exige una adecuada coordinación de actividades 
entre todas las empresas concurrentes, residiendo esta obligación en el artículo 24 de la LPRL y 
desarrollada en el RD 171/2004 de 30 Enero.

Definiciones:

	 a) Centro de trabajo: cualquier área, edificada o no, en la que los trabajadores deban permanecer 
o a la que deban acceder por razón de su trabajo.
	 b) Empresario titular del centro de trabajo: la persona que tiene la capacidad de poner a 
disposición y gestionar el centro de trabajo.
	 c) Empresario principal: el empresario que contrata o subcontrata con otros la realización de 
obras o servicios correspondientes a la propia actividad de aquél y que se desarrollan en su propio 
centro de trabajo.

¿Cuáles son las obligaciones que se establecen?

	 • En el supuesto de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo 
se impone a todos los empresarios un deber genérico de cooperación y colaboración en la aplicación 
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. 
	
	 Para alcanzar este objetivo deberán establecerse los medios oportunos de coordinación y de 	
información sobre los riesgos y las medidas de protección, con las siguientes particularidades:

	 Si alguno de los empresarios es el titular del centro de trabajo, éste deberá adoptar las medidas 
necesarias para que los otros empresarios reciban la información y las instrucciones adecuadas en 
relación con los riesgos y las medidas de protección y prevención, así como sobre las medidas de 
emergencia a aplicar, para su traslado a sus respectivos trabajadores.
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	 Es decir, la obligación de cooperación y colaboración alcanza a todos los empresarios pero la 	
iniciativa de que se lleve a cabo corresponde al empresario titular del centro de trabajo.

	 • En el supuesto de realización de actividades mediante contrata o subcontrata y en 
consecuencia actividades correspondientes a la misma actividad:

	 El empresario principal deberá vigilar el cumplimiento por los contratistas y subcontratistas de 
la normativa de prevención de riesgos laborales. Esta vigilancia debe recaer sobre las empresas con 	
quienes tiene contratada la obra o servicio, nunca sobre los trabajadores de ésta. 

	 La empresa principal responderá solidariamente con los contratistas y subcontratistas a que 
del cumplimiento, durante el período de la contrata, de las obligaciones impuestas por esta Ley en 	
relación con los trabajadores que aquéllos ocupen en los centros de trabajo de la empresa principal, 	
siempre que la infracción se haya producido en el centro de trabajo de dicho empresario principal.

	 La responsabilidad solidaria supone responder indistintamente principal y contratista, del 	
incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales.

	 • En el supuesto de utilización de maquinaria, equipos, productos, materias primas o 
útiles proporcionados por la empresa principal pero fuera de su centro de trabajo, el empresario 
principal deberá informar sobre utilización, manipulación, riesgos, medidas de protección y prevención 
a los contratistas y subcontratistas.

	 Los deberes de cooperación, de información e instrucción serán también de aplicación respecto 
de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.

Objetivos de la coordinación:

	 a) La aplicación coherente y responsable de los principios de la acción preventiva establecidos 
en el artículo 15 de la Ley  de Prevención de Riesgos Laborales, por las empresas concurrentes en el 
centro de trabajo.
	 b) La aplicación correcta de los métodos de trabajo por las empresas concurrentes en el centro 
de trabajo.
	 c) El control de las interacciones de las diferentes actividades desarrolladas en el centro 
de trabajo, en particular cuando puedan generar riesgos calificados como graves o muy graves o 
cuando se desarrollen en el centro de trabajo actividades incompatibles entre sí por su incidencia en 
la seguridad y la salud de los trabajadores.
	 d) La adecuación entre los riesgos existentes en el centro de trabajo que puedan afectar a los 
trabajadores de las empresas concurrentes y las medidas aplicadas para su prevención.

	 El deber de cooperación será de aplicación a todas las empresas y trabajadores autónomos 
concurrentes en el centro de trabajo.
	 Así mismo el empresario titular y las empresas concurrentes deberán informarse recíprocamente 
de las actividades que desarrollen en el centro de trabajo que puedan afectar a los trabajadores de las 
otras empresas concurrentes en el centro. Esta información se dará por escrito cuando alguna de las 
empresas genere riesgos calificados como graves o muy graves.
	 Cuando se produzca un accidente de trabajo el empresario deberá informar de aquél  a los 
demás empresarios presentes en el centro de trabajo.
	 Cada empresario deberá informar a sus trabajadores de los riesgos que, siendo propios de 
cada empresa, surjan o se agraven precisamente por las circunstancias de concurrencia en que las 
actividades se desarrollan.
	 El empresario titular deberá informar y dar instrucciones a los concurrentes de los riesgos 
propios del centro de trabajo, esto se hará antes del inicio de las actividades y será información 
suficiente, siendo por escrito cuando los riesgos sean calificados como graves o muy graves. 
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	 Los empresarios concurrentes tendrán en cuenta esta información y comunicarán a sus 
trabajadores la información y las instrucciones.
	 El empresario principal exigirá a las empresas contratistas o subcontratistas la evaluación de 
riesgos y planificación de la actividad preventiva, así como las obligaciones en materia formación 
e información, y comprobará que las empresas contratistas y subcontatistas concurrentes han 
establecido los necesarios medios de coordinación entre ellas.

	 El propio reglamento establece una lista no exhaustiva de medios de coordinación.

	 a) El intercambio de información y de comunicaciones entre las empresas concurrentes.
	 b) La celebración de reuniones periódicas entre las empresas concurrentes.
	 c) Las reuniones conjuntas de los comités de seguridad y salud de las empresas concurrentes 
o, en su defecto, de los empresarios que carezcan de dichos comités con los delegados de prevención.
	 d) La impartición de instrucciones.
	 e) El establecimiento conjunto de medidas específicas de prevención de los riesgos existentes 
en el centro de trabajo que puedan afectar a los trabajadores de las empresas concurrentes o de 
procedimientos o protocolos de actuación.
	 f) La presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos de las empresas concurrentes.
	 g) La designación de una o más personas encargadas de la coordinación de las actividades preventivas.

	 En este último caso se entenderá preceptiva la designación de personas cuando concurran al 
menos dos o más de estas condiciones:

	 1. Cuando se realicen procesos o actividades que se estimen reglamentariamente como peligrosos.
	 2. Cuando exista una especial dificultad para controlar las  interacciones de las diferentes actividades.
	 3. Cuando exista una especial dificultad para evitar que se desarrollen simultáneamente 	
	 actividades incompatibles entre si.

	 Esta persona encargada será nombrada por el empresario titular 
	 Podrán encargarse de la coordinación:

	 • Uno o varios trabajadores designados por el empresario titular.
	 • Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa titular del centro de 	
	 trabajo o de las demás empresas concurrentes.
	 • Uno o varios miembros del servicio de prevención concertado por la empresa titular del 	
	 centro de trabajo o por las demás empresas concurrentes.
	 • Uno o varios trabajadores de la empresa titular o de las demás empresas concurrentes con la
 	 cualificación y experiencia necesarias.
	 • Cualquier otro trabajador de la empresa titular que por su posición jerárquica en la empresa 	
	 y funciones esté capacitado para la coordinación.

	 Funciones de la persona o personas encargadas de la coordinación:

	 • Favorecer el cumplimiento de los objetivos de la coordinación
	 • Servir de cauce para el intercambio de informaciones
	 • Para el ejercicio de sus funciones:
	 • Debe conocer las informaciones que deben intercambiarse las empresas concurrentes.
	 • Acceder a cualquier zona de trabajo.
	 • Impartir a las empresas concurrentes las instrucciones necesarias.
	 • Proponer la adopción de medidas para la prevención .
 
	 La persona o personas encargadas de la coordinación deberán estar presentes en el centro 
de trabajo durante el tiempo que sea necesario para el cumplimiento de sus funciones, así mismo 
deberán contar con una formación mínima de nivel intermedio. 
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Registro documental

	 Las obligaciones empresariales de coordinación, información de riesgos y medidas de 
protección y prevención, información sobre medidas de emergencia e instrucción, es aconsejable que 
se documenten adecuadamente, haciendo constar la información o instrucción que se da, a quién se 
da y la fecha en que se efectúa.

4.3. OBLIGACIONES DE LOS TRABAJADORES EN MATERIA PREVENTIVA.   

¿Tiene los trabajadores obligaciones de los trabajadores en materia preventiva?.

	 Por supuesto que sí. Los trabajadores tienen la obligación de velar, en la medida de sus 
posibilidades, es decir en función de la formación que posean y de las instrucciones del empresario, 
por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas otras personas a las que pueda 
afectar su actividad profesional.

¿Cómo?

	 • A través del cumplimiento de la normativa, y más concretamente, según dispone el artículo 	
	 29 de la LPRL:
	 • Usando adecuadamente las máquinas, aparatos, herramientas, sustancias peligrosas, 	
	 equipos de transporte, y cualquier otro medio con los que desarrolle su actividad.
	 • Utilizando adecuadamente los medios y equipos de protección individual.
	 • No poniendo fuera de funcionamiento y utilizando correctamente los dispositivos de seguridad
 	 existentes o que se instalen en los equipos de trabajo utilizados o en los lugares de trabajo en 	
	 lo que operen.
	 • Informando inmediatamente a su superior jerárquico o a la persona encargada de llevar a 	
	 cabo la prevención, de cualquier situación que a su juicio, y de forma razonada, entrañe un 	
	 riesgo para la salud y seguridad.
	 • Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con
 	 el fin de proteger la seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo
	 • Cooperando con el empresario en todo cuanto sea necesario a fin de garantizar unas 		
	 condiciones de trabajo seguras.

	 El incumplimiento por los trabajadores de sus obligaciones en materia preventiva puede ser 
sancionado con el despido (artículo 58.1 ET).

	 La jurisdicción que conocerá de los asuntos en materia de PRL será la Social .La única excepción 
será cuando se aprecie indicios de delito en cuyo caso el asunto pasará a la Jurisdicción Penal.
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5. LA GESTIÓN DE LA PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

	 Desde la entrada en vigor de la Ley de Prevención de Riesgos se ha venido detectando un 
elevado nivel de cumplimiento meramente formal de las obligaciones en ella establecidas, que lleva 
aparejada una excesiva burocratización en la aplicación de las normas y un cierto grado de ineficacia 
respecto a la consecución de los objetivos previstos en la Ley.

	 Igualmente se constata, que son relativamente pocas las empresas que, por diversas razones, 
han podido optar por tener personal propio específicamente dedicado a la prevención. De hecho, son 
muchos los empresarios que no disponen de personal propio que tenga una formación específica 
(ni siquiera de nivel básico) y se dedique (aunque sea a tiempo parcial) a la prevención, y que han de 
recurrir a la contratación con una Entidad Especializada para actuar como Servicio de Prevención ajeno 
para que sea su “servicio de prevención” (es decir, para que realice “toda” la actividad preventiva).

	 Esto ha supuesto que se mantenga un enfoque equivocado pero muy difundido relativo a:

	 a) Que la gestión de la prevención consiste exclusivamente en la contratación de una Entidad 
Especializada o Servicio de Prevención Ajeno que realice las actividades y elabore los informes 
legalmente exigibles, dificultándose con ello obviamente, la integración de la prevención en la 
organización general de la empresa.
	 b) Que la obligación fundamental que la nueva legislación impone es la de tener a disposición 
de la autoridad competente determinada documentación (sobre el plan de prevención, la evaluación 
de los riesgos, la planificación de la prevención, etc.) cuya elaboración, por tanto, es el motivo esencial 
por el que se contrata a una Entidad Especializada autorizada como SPA.

	 En virtud de ello la evaluación inicial de riesgos se ha convertido en el objetivo esencial y básico 
a obtener por la mayoría de las empresas, y cuya confección y disposición material se ha considerado 
en sí mismo como el principal objetivo, sin que en muchos casos existiera un análisis pormenorizado 
de todos los riesgos y se adecuara a la realidad material de las empresas.

	 Las entidades especializadas acreditadas como servicios de prevención deberían asesorar en 
las prácticas y procedimientos, pero siempre siendo la empresa la que  tenga la iniciativa. Así mismo el 
servicio de prevención debe valorar la efectividad de las actividades concertadas como dice el artículo 
20.1.c del RSP.

	 En definitiva, la actividad preventiva en numerosas empresas españolas es, todavía inicial, no 
integrada y basada en entidades de prevención ajenas. 

	 La reforma del marco normativo en prevención de riesgos laborales a través de la Ley 54/2003, 
trata de cambiar esta tendencia incorporando el Plan de Prevención como elemento integrador de la 
gestión preventiva, y disponiendo la presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos del 
empresario en determinados supuestos y situaciones que más tarde comentaremos.

	 En cuanto a la integración de la prevención, cuestión en la que insiste el  marco normativo, se 
considera imprescindible a juicio de la Guía del INSHT:

	 • En la integración de la prevención en la Dirección de la empresa y en la consulta de los 
trabajadores.
	 • En la gestión y el control de las actividades potencialmente peligrosas, proponiendo un 
recurso preventivo, que es lo más aconsejable, siendo éste un trabajador con formación como mínimo 
d nivel básico.
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	 • En la gestión del mantenimiento, revisión de instalaciones/equipos peligrosos, identificando 
y precisando las revisiones y comprobaciones o inspecciones obligatorias. En este caso el servicio 
de prevención puede prestar asesoramiento, ya que atribuirle la responsabilidad de las mismas no es 
integrar la prevención, por otra parte este mantenimiento y revisiones deberían hacerse también para 
utilizar los recursos con una mayor eficiencia, ya que si lo realiza el personal o unidad que lo utiliza lo 
conoce mejor.
	 • La integración de la prevención en la gestión de los cambios, equipos nuevos, contratación 
de personal,cambios de puesto. Es fundamental definir los tipos de cambio o sucesos que cada 
unidad en el marco de sus funciones , debe comunicar al Servicio de Prevención. En el caso de las 
nuevas contrataciones se debería precisar qué relaciones deben mantener la unidad encargada de la 
contratación, la unidad en donde está el puesto de trabajo y el Servicio de Prevención, para asegurarse 
de que se elige a la persona adecuada, en cuanto a su perfil, experiencia, conocimientos, formación....
	 • Para esta integración es imprescindible que la dirección asuma su responsabilidad general 
en esta materia y actúe en consecuencia haciendo asumir las suyas a los componentes del siguiente 
escalón jerárquico de la empresa para que éstos hagan lo propio. Lógicamente esta condición no se 
cumple si se considera por parte de la dirección que la prevención es sólo responsabilidad del servicio 
de prevención.

5.1. ¿QUE SE ENTIENDE POR SISTEMA DE GESTIÓN DE LA PREVENCIÓN?

	 El sistema de prevención es el propio sistema de gestión de la empresa  una vez se haya 
incorporado efectivamente a sus objetivos garantizar la seguridad y salud de sus trabajadores. 

	 Hay que tener en cuenta las siguientes cuestiones:

	 • El objetivo del sistema es el de garantizar la seguridad y salud de los trabajadores, siendo 
este un objetivo de mejora continúa ya que existe un deber de desarrollar una acción permanente con 
el fin de perfeccionar de manera continúa los niveles de protección existentes.
	 • La prevención no es una actividad adicional al resto de actividades sino un conjunto de 
acciones adoptadas o previstas en todas las fases de la actividad de la empresa.
	 • La estructura del sistema de prevención coincide, básicamente con la estructura organizativa 
de la empresa.

	 En la práctica un sistema  de prevención comienza a actuar cuando:

	 . Se ha fijado la modalidad de organización y la actuación de los recursos especializados, y 	
	   éstos están en disposición de desarrollarla.
	 . Se ha definido cómo la prevención se integrará en las funciones de las distintas unidades.
	 . Se ha realizado una evaluación inicial de los riesgos y se han planificado las actividades a realizar.

	 Una vez implantado sigue un proceso cíclico, que incluye:

	 . Evaluación inicial, periódica de los riesgos.
	 . Planificación de la prevención, medidas materiales u organizativas y de actividades para la 	
	   reducción y control de los riesgos.
	 . Ejecución y seguimiento de lo planificado
	 . Control de los cambios incidentes, daños y oportunidades de mejora
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5.2. ¿CUALES SON LOS PRINCIPIOS DE LA ACCION PREVENTIVA?

	 El empresario como principal responsable de aplicar las medidas que integran el deber de 
protección sobre el trabajador, tiene marcados una serie de principios generales que deben guiar 
todas sus actuaciones en este ámbito, marcados el art. 15 de la LPRL.

	 . EVITAR LOS RIESGOS: Previo al proceso de evaluación y una vez identificados los riesgos, la 
empresa debe eliminar los que sean eliminables, de forma que se racionaliza el proceso de evaluación 
donde se incluirán, exclusivamente, aquellos riesgos que no pueden ser evitados.
	 Evaluar los riesgos que no se pueden evitar: para poder ordenar las medidas correctoras y de 
control que demanda nuestra situación preventiva necesitamos conocer la magnitud de los riesgos a 
los que se enfrentan los trabajadores pudiendo así determinar la urgencia o prioridad de unas medidas 
sobre otras.
	 Combatir los riesgos en su origen: en consonancia con el primer principio, detectada la situación 
de riesgo la medida preventiva debe establecerse en el origen del mismo.

	 . ADAPTAR EL TRABAJO A LA PERSONA: Nos encontramos frente a un principio que 
podríamos denominar ergonómico. Se trata de tener en cuenta no sólo los aspectos puramente técnicos 
y organizativos del puesto de trabajo sino también las características del propio trabajador. Así lograremos 
un ajuste perfecto entre ambos mejorando tanto los niveles de seguridad como los de bienestar.

	 . TENER EN CUENTA LA EVOLUCIÓN TÉCNICA: la gestión de la prevención si la queremos 
eficaz debe constituirse en un proceso dinámico que tenga en cuenta, y se adapte, a los cambios que se 
produzcan en la organización. Cambios que pueden responder a modificaciones de la estructura de la 
organización, de las características de los trabajadores y muy especialmente, de la evolución de la técnica.

	 . SUSTITUIR LO PELIGROSO POR LO QUE ENTRAÑE POCO O NINGÚN PELIGRO: en 
definitiva se trata de un principio que es consecuencia de “evitar los riesgos” ya que si logramos 
sustituir la fuente peligrosa por lo que no entrañe peligro alguno, habremos eliminado el riesgo.
	 Planificar la prevención, integrando en ella la técnica, la organización del trabajo, las condiciones 
de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en el trabajo. 		
	 Todas las medidas que se adopten para reducir o controlar los riesgos evaluados deben 
planificarse ordenadamente teniendo en cuenta todos y cada uno de los aspectos que rodean al 
trabajador , que son consecuencia de la actividad laboral que desarrolla.

	 . DAR LAS DEBIDAS INSTRUCCIONES A LOS TRABAJADORES: La información y la 
formación se configuran como dos elementos básicos de cualquier sistema de gestión.

	 .  ADOPTAR MEDIDAS QUE ANTEPONGAN LA PROTECCIÓN COLECTIVA A LA INDIVIDUAL: 
unánimemente se ha reconocido que es más efectiva la protección colectiva que la individual, por lo 
que a la hora de proponer medidas preventivas prevalecerán, siempre que sea posible, las colectivas 
frente a las individuales.
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6. LA ORGANIZACION DE LOS RECURSOS PREVENTIVOS

6.1.- NOCIONES GENERALES

	 Tan importante como elaborar el Plan de Prevención o evaluar los riesgos es fijar los recursos que 
son necesarios para alcanzar los objetivos preventivos planteados. De hecho, sin antes determinar los 
responsables de realizar y ejecutar cada fase de la gestión preventiva, resulta imposible su desarrollo.

	 El análisis de los medios necesarios, ya sean materiales, o de personal, con las disponibilidades 
actuales de los mismos, darán idea de nuestras posibles limitaciones, condicionantes técnicos y 
económicos. La actitud de la dirección, determinara los resultados finales de esta etapa. 

	 Debe tenerse en cuenta que los medios asignados a la prevención de riesgos laborales 
responden a la disminución de los costes por accidentes.

	 En el capítulo III del Reglamento de los Servicios de Prevención (RSP) se regulan las distintas 
modalidades que puede adoptar la organización específica de la prevención en la empresa.

	 En el artículo 14 de dicho Reglamento se concretan, en particular, las empresas que deben 
constituir un Servicio de Prevención propio, deduciéndose de su contenido que son relativamente 
pocas las empresas que están obligadas a tener personal propio específicamente dedicado a 
la prevención, por lo que la norma diseña otras formas de organizar los recursos preventivos para 
gestionar la prevención, tal y como desarrollamos a continuación.

6.2.- LOS SERVICIOS DE PREVENCION: CONCEPTO Y CLASES.

	 Se entiende por servicios de prevención, “el conjunto de medios humanos y materiales necesarios 
para realizar las actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada protección de la seguridad y 
salud de los trabajadores asesorando y asistiendo para ello al empresario, a los trabajadores, a los 
delegados de prevención y al resto de los representantes de los trabajadores”.

	 Los servicios de prevención deberán estar en condiciones de proporcionar a la empresa el 
asesoramiento y apoyo que precise en función de los tipos de riesgos existentes en ella y, concretamente, 
en lo que se refiere a:

	 • Diseño, implantación y aplicación de un Plan de prevención de riesgos laborales que permita
   	    la integración de la prevención en la empresa.
	 • Evaluar los factores de riesgo que pudieran afectar a la seguridad y salud de los trabajadores.
	 • Planificación de la actividad preventiva y determinación de las prioridades en la adopción de
 	    las medidas preventivas adecuadas y la vigilancia de su eficacia.
	 • Información y formación de los trabajadores.
	 • Prestación de los primeros auxilios y planes de emergencia.
	 • Vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con los riesgos derivados del trabajo.

	 Los servicios de prevención tendrán carácter interdisciplinario, debiendo contar con los 
medios apropiados para cumplir sus funciones. Para ello, la formación, especialidad, capacitación, 
dedicación y numero de componentes de estos servicios, así como sus recursos técnicos, deberán 
ser suficientes y adecuados a las actividades preventivas que se desarrollen, en función del tamaño 
de la empresa, los tipos de riesgos a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores y la 
distribución de riesgos en la empresa.
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	 A continuación reflejamos los distintos modelos que la norma dispone para organizar la 
prevención en la empresa, según el tipo de empresa, número de trabajadores, inclusión en normas 
concretas, y formación del personal.

6.2.1. EL EMPRESARIO ASUME LA ACTIVIDAD PREVENTIVA. (ARTÍCULO 11 RSP)

	 El empresario podrá desarrollar personalmente la actividad de prevención, con excepción 
de las actividades relativas a la vigilancia de la salud de los trabajadores, siempre que concurran las 
siguientes circunstancias:

	 • Empresa de menos de diez trabajadores.
	 • Si la empresa desarrolla actividades no incluidas en el anexo I del Reglamento de Servicios 	
	   de Prevención.
	 • Cuando el empresario desarrolle su actividad profesional de forma habitual en el centro de 	
	   trabajo.
	 • Siempre que el empresario tenga la capacidad correspondiente a las funciones preventivas 	
	   que va a desempeñar.

	 En este caso, tanto la vigilancia de la salud de los trabajadores, como aquellas actividades 
preventivas no asumidas personalmente por el empresario, deberán cubrirse mediante alguna de las 
restantes modalidades de organización preventiva.

6.2.2. DESIGNACIÓN DE UNO O VARIOS TRABAJADORES. (ARTÍCULO 12 RSP)

	 El empresario puede designar a uno o varios trabajadores para ocuparse de la actividad 
preventiva en la empresa siempre que:

	 • El empresario no asuma personalmente la actividad preventiva (empresas de menos de seis 	
	 trabajadores).
	 • No se constituya un servicio de prevención propio.
	 • Es opcional la designación de uno o varios trabajadores, si hay servicio de prevención ajeno.

	 Se trata de trabajadores de la empresa que pueden compaginar sus funciones habituales con 
el desempeño de las actividades preventivas.

	 El número de trabajadores designados, su capacidad y formación, así como los medios que el 
empresario ponga a su disposición y el tiempo de que disponga para el desempeño de su actividad 
deberán ser los necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones, teniendo en cuenta el 
tamaño de la empresa y los riesgos a los que están expuestos los trabajadores.

	 El empresario debe facilitar el acceso a toda información y documentación relativa a la seguridad 
de los trabajadores. Estos trabajadores no podrán sufrir perjuicio alguno derivados del desempeño de 
sus actividades relativas a la prevención de los riesgos laborales.

	 El ejercicio de sus funciones debe guardar sigilo profesional respecto de aquellas informaciones 
relativas a la empresa a las que tuvieran acceso. Gozaran de algunas de las garantías de los 
representantes de los trabajadores, estas pretenden salvaguardar la independencia del ejercicio de 
las funciones de estos trabajadores y son:
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	 • Apertura de expedientes contradictorios en el supuesto de sanciones por faltas graves o muy
 	   graves.
	 • Prioridad de permanencia en la empresa o centro de trabajo respecto a los demás trabajadores,
 	   en los supuestos de suspensión o extinción por causas tecnológicas o económicas.
	 • No ser despedidos ni sancionados durante el ejercicio de sus funciones ni dentro del año 	
	   siguiente, ni ser discriminados en la promoción económica o profesional, en razón precisamente
  	  del desempeño de esas funciones.
	 • En supuesto de despido improcedente, la opción entre readmisión o indemnización, 	 	
	   corresponde siempre al trabajador

6.2.3. CONSTITUCIÓN DE UN SERVICIO DE PREVENCIÓN PROPIO. (ARTÍCULO 14 RSP)

El empresario deberá constituir un servicio de prevención propio cuando ocurra alguno de los 
siguientes casos:

	 • Las empresas que cuenten con más de 500 trabajadores.
	 • Las empresas que cuenten entre 250 y 500 trabajadores, que desarrollen algunas de las 	
	 actividades recogidas en el Anexo I del Reglamento de los Servicios de Prevención.
	 • Empresas de menos de 250 trabajadores, en las que así lo decida la autoridad laboral, en 	
	 función de la peligrosidad de la actividad desarrollada o de la frecuencia o gravedad de la 	
	 siniestralidad en la empresa, salvo que se opte por el concierto con una entidad especializada 	
	 ajena a la empresa.

	 El servicio de prevención propio constituye una unidad organizativa especifica dentro de la 
estructura de la empresa, dedicándose de forma exclusiva a las actividades preventiva que le son propias.

	 Todas aquellas actividades preventivas que no sean asumidas a través del servicio de prevención 
propio deberán ser concertadas con uno o varios servicios de prevención ajenos.

	 Cuando su ámbito de actuación se extienda a más de un centro de trabajo, deberá tenerse en 
cuenta la situación de los diferentes centros en relación con la ubicación del servicio, para asegurar a 
todos los trabajadores que quedan adecuadamente protegidos frente a los riesgos existentes.

	 Los servicios de prevención propios deberán contar con las instalaciones y los medios humanos 
y materiales necesarios para la realización de esas actividades preventivas que se deben desarrollar en 
la empresa.

	 Entre los medios humanos tiene que haber expertos que desarrollen, como mínimo, dos de las 
siguientes especialidades preventivas:

	 • Medicina del trabajo.
	 • Seguridad en el trabajo.
	 • Higiene industrial.
	 • Ergonomía y Psicosociología aplicada.

	 Asimismo dispondrán del personal necesario que tenga la capacitación requerida para desarrollar 
las funciones de los niveles básicos e intermedio en función de las características de al empresa.
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6.2.4. CONCIERTO CON UN SERVICIO DE PREVENCIÓN AJENO. (ARTÍCULO 16 RSP)

	 El empresario deberá recurrir a uno o varios servicios de prevención ajenos en los siguientes casos:

	 • Empresas en las que la designación de uno o varios trabajadores sea insuficiente para la 	
	 realización de la actividad de prevención y no concurran las circunstancias que determinen la 	
	 obligación de constituir un servicio de prevención propio.
	 • Empresas de menos de 250 trabajadores en las que ante la decisión de la Autoridad laboral, en
 	 función de la peligrosidad de la actividad desarrollada o de la frecuencia o gravedad de la 		
	 siniestralidad de la empresa, no se haya optado por la constitución de un servicio de prevención propio.
	 • Empresas en las que no se hayan asumido la totalidad de las actividades preventivas con los 	
	 medios propios del empresario.

	 El empresario tiene la obligación de consultar a los delegados de prevención con carácter 
previo a la adopción de las decisiones el concertar la actividad preventiva con uno o varios servicios de 
prevención ajenos.

	 Estas entidades especializadas deberán contar con las instalaciones y los recursos humanos y 
materiales necesarios que les permita desarrollar adecuadamente a la actividad preventiva, teniendo en 
cuenta el tipo, extensión y frecuencia de los servicios preventivos que han de prestar y la ubicación de 
los centros de trabajo en los que dicha prestación ha de desarrollarse.

En todo caso deberán disponer, como mínimo, de los medios siguientes:

	 • Personal que cuente con la cualificación necesaria para el desempeño de las funciones de nivel
 	 superior, al menos un experto por cada una de las disciplinas preventivas:
	 • Medicina del trabajo.
	 • Seguridad en el trabajo.
	 • Higiene industrial.
	 • Ergonomía y Psicosociología aplicada.

	 Asimismo deberán contar con el personal necesario que tenga la capacitación requerida 
para desarrollar las funciones de los niveles básico e intermedio en función de las características de las 
empresas cubiertas por el servicio.

	 • Las instalaciones e instrumentación necesarias para la realización de las pruebas, 
reconocimientos, mediciones, análisis y evaluaciones habituales en la práctica de las especialidades 
citadas, así como para el desarrollo de las actividades formativas y divulgativas básicas.

	 Las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención deberán asumir 
directamente el desarrollo de las funciones señaladas por la Ley de Prevención de Riesgos Laborales 
que hubieran concertado con la empresa.

	 Tras una sucesión de reformas normativas que han intentado ordenar el mercado de los servicios 
de prevención, fundamentalmente de las sociedades de prevención de las mutuas,  éstas abren su 
ámbito subjetivo de actuación a cualquier tipo de empresa, sin condicionar que la misma deba estar 
asociada a la mutua titular del capital social de la Sociedad de Prevención. Recordemos que hasta la 
entrada en vigor del RD 38/2010, si una empresa optaba por una sociedad de prevención, ésta debía ser 
la de la mutua con quien tuviese cubierta la contingencia profesional.
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6.2.5. SERVICIOS DE PREVENCIÓN MANCOMUNADOS. (ARTÍCULO 21 RSP)

	 Podrán constituirse servicios de prevención mancomunados entre aquellas empresas que 
desarrollen simultáneamente sus actividades en un mismo centro de trabajo, edificio o centro comercial, 
siempre que quede garantizada la operatividad y eficacia del servicio.

	 También podrá acordarse la constitución de servicios de prevención mancomunados entre 
aquellas empresas pertenecientes a un mismo sector productivo o grupo empresarial o que desarrollen 
actividades en un polígono industrial o área geográfica limitada.

	 En el acuerdo de constitución del servicio de prevención mancomunado, que se deberá adoptar 
previa consulta a los representantes legales de los trabajadores de cada una de las empresas afectadas, 
deberán constar expresamente las condiciones mínimas en que tal servicio de prevención debe 
desarrollarse.

	 Dichos servicios tendrán la consideración de servicios propios de las empresas que os constituyan 
y, por lo tanto, deben contar con los mismos medios y cumplir los mismos requisitos exigidos para aquellos.
	
	 En el ámbito territorial de Castilla y León debemos señalar que existe además de la normativa ya 
señalada en cuanto a los Servicios de Prevención Ajenos se refiere una Instrucción de 5 de junio de 2013 
de la Dirección General de Salud Pública de la Consejería de Sanidad y de la Dirección General de Trabajo 
y Prevención de Riesgos Laborales de la Consejería de economía y Empleo, sobre las condiciones de 
acreditación y funcionamientote los Servicios de Prevención Ajenos en Castilla y León.

6.3. AUDITORIAS.

	 Las empresas que no tengan externalizados todos sus servicios con una entidad acreditada, 
deberán pasar una auditoría de su las partes que hayan asumido, es decir en el caso de los servicios 
propios, asunción del empresario....todo esto según los artículos 29 al 33 del R.D. 39/1997.

6.3.1 ÁMBITO DE APLICACIÓN.

	 Las auditorías son obligatorias cuando la gestión de la prevención de riesgos laborales se realiza 
con medios propios. No obstante, las empresas de hasta 50 trabajadores cuyas actividades no estén 
incluidas en el anexo I, en las que la eficacia del sistema preventivo resulte evidente, se considerará que 
han cumplido la obligación de la auditoría cuando cumplimenten y remitan a la autoridad laboral una 
notificación sobre la concurrencia de las condiciones que no hacen necesario recurrir a la misma. Ello sin 
perjuicio de que la autoridad laboral pueda requerir su realización.

	 Al margen de las empresas obligadas a ello, cualquier otra puede someter con carácter voluntario, 
su sistema de prevención al control de una auditoría. 

6.3.2. CONCEPTO, CONTENIDO, METODOLOGÍA Y PLAZO.

. Concepto

	 La auditoría es un instrumento de gestión que persigue reflejar la imagen fiel del sistema de 
prevención de riesgos laborales de la empresa, valorando su eficacia y detectando las deficiencias para, 
posteriormente, permitir la adopción de decisiones dirigidas a su perfeccionamiento y mejora.
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. Contenido

	 Se analiza todo el sistema de prevención de la empresa, incluyendo:

		  a) Comprobar cómo se ha realizado la evaluación inicial y periódica de los riesgos, analizar
 	 sus resultados y verificarlos en caso de duda.
		  b) Comprobar que el tipo y planificación de las actividades preventivas se ajusta a 	
	 lo dispuesto en la normativa general, así como a la normativa sobre riesgos específicos que sea 	
	 de aplicación, teniendo en cuenta los resultados de la evaluación.
		  c) Analizar la adecuación entre los procedimientos y medios requeridos para realizar las
 	 actividades preventivas necesarias y los recursos de que dispone el empresario, propios o 		
	 concertados, teniendo en cuenta, además, el modo en que están organizados o coordinados, en su caso.
		  d) En función de todo lo anterior, valorar la integración de la prevención en el sistema 	
	 general de gestión de la empresa, tanto en el conjunto de sus actividades como en todos los 	
	 niveles jerárquicos de ésta, mediante la implantación y aplicación del Plan de prevención de 	
	 riesgos laborales, y valorar la eficacia del sistema de prevención para prevenir, identificar, evaluar, 
	 corregir y controlar los riesgos laborales en todas las fases de actividad de la empresa.

	 A estos efectos se ponderará el grado de integración de la prevención en la dirección de la 
empresa, en los cambios de equipos, productos y organización de la empresa, en el mantenimiento 
de instalaciones o equipos y en la supervisión de actividades potencialmente peligrosas, entre otros 
aspectos.

. Metodología

	 Debe ser realizada de acuerdo con las normas técnicas establecidas y teniendo en cuenta la 
información recibida de los trabajadores. Cualquiera que sea el procedimiento utilizado, la metodología 
deberá incluir, al menos:

		  a) Un análisis de la documentación relativa al plan de prevención de riesgos laborales, a 	
	 la evaluación de riesgos, a la planificación de la actividad preventiva y cuanta otra información 	
	 sobre la organización y actividades de la empresa sea necesaria para el ejercicio de la actividad 	
	 auditora.
		  b) Un análisis de campo dirigido a verificar que la documentación referida en el párrafo 	
	 anterior refleja con exactitud y precisión la realidad preventiva de la empresa. Dicho análisis, que
 	 podrá realizarse aplicando técnicas de muestreo cuando sea necesario, incluirá la visita a los 	
	 puestos de trabajo.
		  c) Una evaluación de la adecuación del sistema de prevención de la empresa a la normativa
 	 de prevención de riesgos laborales.
		  d) Unas conclusiones sobre la eficacia del sistema de prevención de riesgos laborales de
 	 la empresa.

. Plazos

	 La primera auditoría del sistema de prevención de la empresa deberá llevarse a cabo dentro de 
los doce meses siguientes al momento en que se disponga de la planificación de la actividad preventiva.
	 Además, será repetida cada cuatro años, excepto cuando se realicen actividades incluidas en el 
anexo I del RD 39/1997, en que el plazo será de dos años. 
	 Estos plazos de revisión se ampliarán en dos años en los supuestos en que la modalidad de 
organización preventiva de la empresa haya sido acordada con la representación especializada de los 
trabajadores en la empresa. 
	 En todo caso, deberá repetirse cuando así lo requiera la autoridad laboral, previo informe de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social y, en su caso, de los órganos técnicos en materia preventiva 
de las comunidades autónomas, a la vista de los datos de siniestralidad o de otras circunstancias que 
pongan de manifiesto la necesidad de revisar los resultados de la última auditoría.
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	 Resulta obligado recordar que el empresario deberá consultar a los delegados de prevención y 
permitir su participación en la realización de la auditoría, o en su defecto, a los propios trabajadores.

6.3.3. INFORME DE AUDITORIA.

	 Los resultados de la auditoria deben documentarse. Este informe  estará a disposición de la 
autoridad laboral y de los representantes de los trabajadores.

El informe de auditoría deberá reflejar los siguientes aspectos:

	 a) Identificación de la persona o entidad auditora y del equipo auditor.
	 b) Identificación de la empresa auditada.
	 c) Objeto y alcance de la auditoría.
	 d) Fecha de emisión del informe de auditoría.
	 e) Documentación que ha servido de base a la auditoría, incluida la información recibida de los 	
	 representantes de los trabajadores, que se incorporará al informe.
	 f) Descripción sintetizada de la metodología empleada para realizar la auditoría y, en su caso, 	
	 identificación de las normas técnicas utilizadas.
	 g) Descripción de los distintos elementos auditados y resultado de la auditoría en relación con 	
	 cada uno de ellos.
	 h) Conclusiones sobre la eficacia del sistema de prevención y sobre el cumplimiento por el 	
	 empresario de las obligaciones establecidas en la normativa de prevención de riesgos laborales.
	 i) Firma del responsable de la persona o entidad auditora.

	 El contenido del informe de auditoría deberá reflejar fielmente la realidad verificada en la empresa, 
estando prohibido toda alteración o falseamiento del mismo.

6.4.- PRESENCIA DE LOS RECURSOS PREVENTIVOS EN ACTIVIDADES DE ESPECIAL RIESGO Y PELIGROSIDAD

	 Una de las novedades más importantes que incorporó la reforma del marco normativo en 
prevención de riesgos laborales (Ley 54/2003) es la obligación de que estén presentes en el centro de 
trabajo los recursos preventivos, cualquiera que sea la modalidad de éstos, en los casos en que se 
realicen actividades de especial riesgo y peligrosidad (art. 32 bis. LPRL).

	 Entre los supuestos que determinan la necesidad de presencia de los recursos preventivos se incluyen:

	 1. Aquellos en los que los riesgos pueden verse agravados o modificados durante el desarrollo 	
	 de los procesos o actividades, por la concurrencia de operaciones diversas que se desarrollan 	
	 sucesiva o simultáneamente y que hagan preciso un control específico de la correcta aplicación 	
	 de los métodos de trabajo.
	 2. Las actividades o procesos que reglamentariamente sean considerados como peligrosos o 	
	 con riesgos especiales.
	 3. Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad
 	 Social, si las circunstancias del caso así lo exigen debido a las condiciones de trabajo detectadas.

	 La Ley no se refiere, por tanto, a cualesquiera supuestos de concurrencia de operaciones 
sucesivas o simultáneas, sino solamente a aquellos que, además, hacen preciso un control específico de 
cómo se aplican los métodos de trabajo, dado que una aplicación inadecuada de tales métodos podría 
dar lugar a ese agravamiento o modificación del riesgos.
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	 Ello se pretende realizar a través de la presencia de los recursos preventivos, que servirán para 
garantizar el estricto cumplimiento de los métodos de trabajo y, por tanto, el control del riesgo. Los 
recursos preventivos pueden ser:

	 . Uno o varios trabajadores designados.
	 . Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa.
	 . Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la empresa.

	 Cuando la presencia sea realizada por diferentes recursos preventivos éstos deberán colaborar entre sí.
Como es lógico, la Ley establece que éstos recursos preventivos deben tener la capacidad suficiente, 
disponer de los medios necesarios y ser suficientes en número para vigilar el cumplimiento de las 
actividades preventivas, debiendo permanecer en el centro de trabajo durante el tiempo en que se 
mantenga la situación que determine su presencia.

	 Al margen de los recursos preventivos dispuestos en el apartado anterior, la Ley permite que el 
empresario pueda designar la presencia de forma expreso a uno o varios trabajadores de la empresa 
que, sin formar parte del servicio de prevención propio, ni ser trabajadores designados, reúnan los 
conocimientos, la cualificación y la experiencia necesarios en las actividades o procesos referidos, 
siempre que cuenten con la formación mínima correspondiente a las funciones de nivel básico.

	 Para evitar interpretaciones arbitrarias en relación con los supuestos que pueden dar lugar al 
requerimiento por parte de la ITSS de la necesaria presencia de los recursos preventivos, y lograr una 
homogeneización de las actividades inspectoras, la propia Inspección ha publicado un criterio técnico 
(CT 39/2004). De conformidad con lo contenido en él, la ITSS podrá requerir la presencia de estos 
recursos preventivos en las siguientes situaciones:

	 • Cuando considere, tras la oportuna visita y recabada la documentación relativa a la organización 
de las actividades preventivas, que concurren algunas de las siguientes circunstancias: 

		  -  Que las medidas adoptadas por el empresario no garantizan un grado suficiente de 	
		  protección de los trabajadores a su servicio. 
		  - Que no existen medios adecuados para asegurar la eficacia de las medidas preventivas
	  	 previstas. 
		  - Que las medidas no son las adecuadas para llevar a cabo una correcta aplicación de 	
		  los principios de acción preventiva recogidos en el artículo 15 de la LPRL. 

	 • Cuando se trate de procesos, actividades, operaciones o trabajos con equipos o productos 
que puedan originar riesgos graves o que, además, sean inminentes para la seguridad y salud de los 
trabajadores que los desarrollen o utilicen, bien por su propia naturaleza, su especial complejidad o 
por las interacciones de diferentes actividades desarrolladas de forma concurrente. 

Ttítulo enunciativo, el citado criterio técnico contiene una relación de trabajos, operaciones y procesos 
en los que la Inspección de Trabajo y Seguridad Social puede requerir la presencia de los recursos 
preventivos durante su ejecución: trabajos de instalación, reparación y mantenimiento de ascensores, 
montacargas y aparatos de elevación similares; los realizados en espacios confinados; trabajos con 
riesgo de caída de altura; de montaje, desmontaje y transformación de andamios; subterráneos en 
pozos o galerías; en interior de túneles; de demolición; de buceo o inmersión bajo el agua. 

La lista se completa con la conducción de equipos de trabajo automotores; utilización de equipos 
de elevación de cargas; circulación de ferrocarriles con trabajos simultáneos de mantenimiento o 
reparación en las vías o sus proximidades; trabajos con instalaciones en tensión alta y media; en 
proximidad de elementos en tensión; acceso a recintos de servicio y envolventes de material eléctrico; 
trabajos en los que se realicen movimientos o desplazamientos de equipos o materiales en proximidad 
a líneas aéreas, subterráneas u otras instalaciones eléctricas; en emplazamiento con riesgo de incendio 
o explosión; obras de construcción y reparación naval en astilleros, o de limpieza y mantenimiento. 
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Finalmente, se enumeran trabajos en instalaciones frigoríficas; con generación de calor, chispas, llamas 
o elevadas temperaturas en proximidad de líquidos o gases inflamables; con radiaciones ionizantes; en 
medios hiperbáricos; realizados en cajones con aire comprimido; trabajos en atmósferas explosivas; 
utilización de agentes químicos, biológicos, cancerígenos, mutágenos o tóxicos para la reproducción; 
trabajos con amianto; aislados en altura o en montaña. Además de los anteriores, la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social también podrá requerir la presencia de los recursos preventivos en 
actividades análogas a las enumeradas en las que concurran riesgos similares. 

	 • Cuando por la concurrencia de operaciones diversas se produzcan interacciones que puedan 
agravar o modificar los riesgos, tanto por el número de empresas y trabajadores concurrentes, como 
por el tipo de actividades desarrolladas y por las características del centro de trabajo. 

En estos supuestos, el inspector de Trabajo deberá especificar en su requerimiento los tipos de 
operaciones, actividades o procesos que exijan la presencia del recurso preventivo, con la identificación 
de cuáles de ellos exigen la presencia simultánea de más de un recurso. A tal efecto, las empresas 
afectadas podrán presentar su propuesta de organización, debiendo el inspector actuante pronunciarse 
sobre ella. 

	 • También podrá requerirse la presencia de recursos preventivos cuando, bien por las 
características de los trabajadores (especialmente sensibles, menores de 18 años), bien por su falta 
de experiencia en el puesto de trabajo a desempeñar (trabajadores recién incorporados o menores de 
edad), los riesgos derivados de la actividad puedan verse agravados y poner en peligro la seguridad y 
salud de los operarios o de terceros. 

(Criterio Técnico CT 39/2004 ITSS)
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7. PLAN DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

       7.1.INTRODUCCIÓN

	 La Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales en su artículo 14 establece que los trabajadores 
tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. Para cumplir ese 
deber de protección el empresario debe aplicar un Plan de Prevención de los Riesgos Laborales.
Este Plan de Prevención de Riesgos Laborales es la herramienta a través de la cual se integra la 
actividad preventiva de la empresa en su sistema general de gestión y se establece su política de 
prevención de riesgos laborales.

	 El Plan de Prevención de Riesgos Laborales habrá de reflejarse en un documento que deberá 
incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones, las prácticas, los procedimientos, 
los procesos y los recursos necesarios para la realizar la acción de prevención de riesgos en la empresa 
en los términos que reglamentariamente se establezcan.

	 Los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación de dicho Plan de Prevención son la 
Evaluación de Riesgos Laborales y la Planificación de la Actividad Preventiva.
El Plan de prevención de riesgos laborales permite establecer y mantener la información del Sistema 
de gestión de la Seguridad y salud en el trabajo:

	 a) describiendo los elementos principales del sistema de gestión y su interacción; y
	 b) proporcionando orientación sobre la documentación relacionada.

	 El Plan de Prevención de Riesgos Laborales constituye la base del Sistema de Gestión 
de la Seguridad y salud en el trabajo de la organización y tiene por objeto definir su estructura y 
funcionamiento con el propósito de:

		  a) establecer las pautas para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores en 	
	 todos los aspectos relacionados con el trabajo.
		  b) desarrollar las acciones y criterios de actuación para la integración de la actividad 	
	 preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias, asegurando el 	
	 cumplimiento de lo que establece la LPRL en su artículo 16.
		  c) prevenir, eliminar o minimizar los riesgos a los que está expuesto el personal de la 	
	 empresa y otras partes interesadas.
		  d) implementar, mantener y mejorar continuamente su Sistema de gestión de la seguridad
 	 y salud en el trabajo (en adelante SST)
		  e) asegurar la conformidad con la Política de SST establecida
		  f) demostrar dicha conformidad a otros
		  g) facilitar la certificación del SST por parte de una organización externa

	 En esencia, el Plan de Prevención es una descripción del Sistema de Prevención implantado 
o que se pretende implantar. En general, en la fase de diseño del sistema, la empresa, con el 
asesoramiento del Servicio de Prevención, analiza y, en su caso, redefine (para integrar la prevención) 
la forma cómo se realizan las actividades productivas (los procedimientos de trabajo) y las funciones 
de las unidades que las gestionan. En la fase de implantación es necesario, entre otras cosas, formar 
/ informar a las personas que desarrollan o van a desarrollar dichas funciones y actividades.

	 A medida que el sistema va implantándose, crece la importancia de la “función de supervisión”,
que se torna crítica cuando la incorrecta aplicación del procedimiento de trabajo establecido pueda 
originar un riesgo grave. El Plan debe incluir previsiones respecto a la revisión del Sistema.
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	 A continuación se presenta un modelo de Plan en el que se describe de forma genérica un 
sistema de prevención ya implantado.

	 Toda empresa que no haya sido creada o haya sufrido grandes modificaciones recientemente
	 debería tener ya implantado un sistema de prevención.

	 El modelo consta de una parte general (en la que se sintetizan los contenidos indicados en el
	 artículo 2 del RSP), adaptable sin dificultad a las particularidades de cualquier empresa, que 	
	 debería ser complementada por cada empresa con dos anexos:

	 • En el primer anexo deberían relacionarse (listarse) los procedimientos de trabajo que se ha 	
	 considerado necesario documentar.

	 • En el segundo anexo deberían describirse las funciones que tienen atribuidas, en materia de 	
	 prevención, las distintas unidades organizativas de la empresa. Para facilitar la elaboración de
 	 este anexo, en el apartado 2.3 se reseñan las funciones preventivas de la Dirección de una
 	 empresa y de las unidades más usuales en las estructuras organizativas.

	 Una vez implantado, el sistema de prevención debería revisarse periódicamente. Revisar un 
sistema de prevención supone analizar su eficacia o, lo que es lo mismo, valorar la efectividad de la 
integración de la prevención en el sistema de gestión de la empresa. La revisión del sistema, al igual 
que la de la evaluación, puede realizarse por partes, sin perjuicio de que las deficiencias encontradas 
(en una parte) necesiten soluciones que afecten a todo el sistema.

	 La revisión del sistema puede mostrar la necesidad de efectuar modificaciones en su diseño 
(por ejemplo, para modificar la atribución de funciones preventivas), o en su implantación (por ejemplo, 
para mejorar la supervisión de una tarea). En el modelo propuesto, la revisión del sistema queda ligada 
a la de la evaluación, lo que permite incluir en la planificación (e interrelacionar) las medidas para 
mejorar las condiciones de trabajo y las medidas dirigidas a mejorar la gestión de la prevención.

	 Aunque el modelo que se presenta corresponda a un sistema de prevención ya implantado, 
puede utilizarse, en la fase de diseño de un sistema, para describir el sistema que se desea implantar; 
una vez fijadas las funciones preventivas que van a ser atribuidas a las distintas unidades de la 
organización, ya será posible determinar (e incluir en la planificación) las actividades necesarias (por 
ejemplo, en materia de formación) para implantar el sistema diseñado. Por tanto, en las fases de 
diseño e implantación, el modelo de sistema propuesto constituye el objetivo que se pretende alcanzar 
(mediante un conjunto de actividades adecuadamente planificadas).

      7.2. MODELO DE PLAN DE PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

	 El modelo presentado a continuación debe adaptarse a las características concretas de cada 
empresa. Para facilitar su comprensión, cada apartado del que se compone el Plan de prevención 
(texto del recuadro) va acompañado de una serie de observaciones numeradas.

Datos generales de la empresa

	 - Identificación y características generales1
	 - Proceso productivo2
	 - Estructura organizativa
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	 1. Identificación, actividad principal y promedio de trabajadores de la empresa (y de sus centros 
de trabajo, si dispone de más de uno). Debe incluirse, además, cualquier característica de especial 
relevancia preventiva (por ejemplo, “uso frecuente de trabajadores de ETT”, “actividades habituales en 
instalaciones ajenas”, etc.).

	 2. Breve descripción centrada en los procesos (o partes de los mismos) en los que se ejecutan 
las actividades potencialmente más peligrosas.

	 3. Organigrama “mínimo” que permita la identificación de las unidades o servicios a los que se 
hará posteriormente referencia. 

Política preventiva

	 La política de la empresa en materia de prevención tiene como objetivo garantizar a los 
trabajadores una protección eficaz frente a los riesgos laborales de forma que el trabajo se efectúe en 
las mejores condiciones de seguridad y salud (cumpliéndose, en todo caso, las obligaciones legales 
pertinentes). Con tal objetivo, se ha implantado un sistema de prevención4 (cuyos elementos básicos 
se describen a continuación) que ha sido consultado con el delegado de prevención5 y del que han 
sido informados los trabajadores.

	 4. Entendiendo por tal el sistema resultante de la integración de la prevención en el sistema 
general de gestión en la empresa (es decir, el sistema resultante de la aplicación del Plan de prevención).
	 5. En el caso de las empresas que, por su reducido tamaño, no dispongan de delegado de 
prevención, la consulta deberá realizarse con los trabajadores.

Prácticas y procedimientos de trabajo

	 La prevención se ha integrado en las distintas actividades que componen los procesos 
productivos; a tal efecto, las prácticas y procedimientos de trabajo se han establecido respetando 
los requisitos preventivos aplicables a cada caso. En el Anexo  se relacionan los procedimientos de 
trabajo que se ha juzgado necesario documentar considerando la potencial gravedad de los riesgos 
inherentes a la actividad, la frecuencia con la que se realiza y el volumen o complejidad de la información 
manejada. Los trabajadores han recibido los medios y la formación e información necesarios para la 
correcta aplicación de los procedimientos/prácticas de trabajo.

	 6. La relación de procedimientos de trabajo debe permanecer actualizada. No es necesario 
que se adjunten; basta que, a través de la relación, se facilite el acceso a cualquiera de ellos (mediante 
referencias a un registro o, por ejemplo, a través de un hipervínculo). Es conveniente ordenar estos 
procedimientos en función de los procesos productivos.

Organización de la prevención

	 Como modalidad preventiva8 se ha optado por designar a un trabajador y/o se ha establecido
un concierto, que se adjunta, con el SPA,
	 En relación con la integración de la prevención, en el Anexo se describen las funciones que 
tienen atribuidas las distintas unidades organizativas de la empresa, incluida la Dirección9.
Los directivos y mandos han recibido la formación e información necesarias para el correcto desempeño 
de sus funciones.

	 7. En empresas de hasta 50 trabajadores, los “recursos especializados” suelen estar 
constituidos por un Servicio de prevención ajeno y/o un “trabajador designado” aunque, en ciertos 
casos (artículo 11 del RSP), puede ser el propio empresario. En tal caso, se recomienda el uso de 
las herramientas específicas elaboradas para facilitar a estos empresarios el cumplimiento de sus 
obligaciones preventivas (Prevencion10.es).
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Revisión y mejora del sistema de prevención.

	 Cada vez que se efectúe una evaluación de riesgos (ocasional o periódica) se valorará la 
eficacia de la gestión preventiva en relación con los puestos de trabajo evaluados10, analizándose la 
conveniencia o necesidad de modificar los procedimientos y/o las funciones indicados en los apartados 
anteriores, o de mejorar su grado de implantación.

	 8. Lo que significa que la revisión del sistema tendrá la misma periodicidad y “ocasionalidad” 
que la evaluación de los riesgos, sin perjuicio de que puedan programarse revisiones específicas 
(convenientes, en particular, cuando el sistema es de reciente implantación).

	 9. Siempre que la evaluación muestre un problema y, en particular, si se ha producido un daño, 
el evaluador debería preguntarse qué “fallo de gestión” (de diseño o de implantación) ha permitido / 
provocado tal situación.

Nombre y firma del empresario / fecha de implantación

	 10. Sólo es necesario actualizar esta fecha si el sistema sufre cambios sustanciales. No se 
consideran como tales las actualizaciones “puntuales”, de menor importancia, de los Anexos. Si se 
considera oportuno, además de las revisiones ligadas a la evaluación, pueden realizarse revisiones 
periódicas del sistema o de partes del mismo.
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8. EVALUACION DE RIESGOS

8.1. CONCEPTO

¿Qué es la Evaluación de Riesgos?

	 El Reglamento 39/1997 de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios 
de Prevención en su capitulo II aborda la “Evaluación de los riesgos y planificación de la actividad 
preventiva”, definiéndola como: El proceso dirigido a estimar la magnitud de aquellos riesgos que no 
hayan podido evitarse, obteniendo la información necesaria para que el empresario esté en condiciones 
de tomar una decisión apropiada sobre la necesidad de adoptar medidas preventivas y, en tal caso, 
sobre el tipo de medidas que deben adoptarse.

	 ¿Cuándo debe realizarse?

	 Como refleja el articulo 15 de la L.P.R.L. la empresa debe “evaluar los riesgos que no se puedan 
evitar”, por lo que si partimos de la premisa, que de cualquier actividad laboral genera una serie de 
riesgos más o menos podemos concluir que todas las empresas, desde el mismo momento en que 
comienzan su actividad productiva, deben realizar la preceptiva Evaluación Inicial de Riesgos.

	 Una vez que se posee la evaluación inicial hay que tener en cuenta una serie de circunstancias 
en las cuales dicha evaluación debe de ser revisada:

	 . Revisión, en caso de producirse daños a la salud.
	 . Revisión, cuando con ocasión de la vigilancia de la salud aparezcan indicios de que las 	
	   medidas tomadas sean insuficientes.
	 . Revisión, en caso de que las actividades preventivas sean inadecuadas o insuficientes.
	 . Revisión, siempre que haya cambios sustanciales en las condiciones de trabajo.
	 . Revisión, por el deterioro en el transcurso del tiempo y utilización del proceso productivo.
	 . Revisión periódica cuando se acuerde entre la parte social y empresarial de la empresa.
	 . Revisiones especificadas en normativa especifica, maquinaria, electricidad, gas, etc,.

	  ¿Qué hay que evaluar?

	 Hay que evaluar todos y cada uno de los puestos de trabajo que hay en la empresa, 
teniendo en cuenta el número de trabajadores, las condiciones de los mismos, actividad a la que se 
dedica la empresa y personal especialmente sensible.

	 Las evaluaciones de riesgos deben de contener unos mínimos, aunque una prioridad es que 
todos los puestos de trabajo estén reflejados en ella, concretando todas las funciones, máquinas, 
elementos y sustancias a las que el trabajador esté expuesto.

	 La regulación del contenido de una evaluación de riesgos se extrae del artículo 5 del RSP en el 
que dispone que: 

A partir de la información obtenida sobre la organización, características y complejidad del trabajo, 
sobre las materias primas y los equipos de trabajo existentes en la empresa y sobre el estado de salud 
de los trabajadores, se procederá a la determinación de los elementos peligrosos y a la identificación 
de los trabajadores expuestos a los mismos, valorando a continuación el riesgo existente en función de 
criterios objetivos de valoración.
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	 ¿Existe un solo modelo de Evaluación de Riesgos?

	 La legislación aplicable, con respecto a cómo debe hacerse la evaluación, no concreta el 
modelo a utilizar, los modelos de evaluación son diferentes y variados, aunque la mayoría se basan en 
el modelo de probabilidad y consecuencia.

	 Cada servicio de prevención posee sus propios modelos, si bien todos deben contener los 
requisitos mínimos que se exponen más adelante teniendo en cuenta, en todo momento, la información 
recibida de los trabajadores sobre los aspectos evaluados.

	 El artículo 5.2 de RSP expone que: el procedimiento de evaluación utilizado deberá proporcionar 
confianza sobre su resultado. En caso de duda deberán adoptarse las medidas preventivas más 
favorables, desde el punto de vista de la prevención.

8.2.MÉTODOS DE EVALUACIÓN

	 No todos los riesgos se evalúan de la misma forma.

	 La propia ley especifica que cada riesgo que sea identificado debe de tratarse en concreto 
sobre todo si se realizan mediciones, análisis o ensayos que se consideren necesarios.
Se pueden distinguir varios tipos de evaluaciones a realizar, según los riesgos: 

	 . Evaluación de riesgos impuesta por la legislación específica. (Ej. Reglamento Electrotécnico 	
	 de baja tensión).
	 . Evaluación de riesgos para la que no existe legislación específica pero están establecidas en
 	 normas internacionales, europeas, nacionales o en guías de organismos oficiales u 		
	 otras entidades de reconocido prestigio. 
	 . Evaluación de riesgos que precisa métodos especializados de análisis. (Ej. Riesgo intrínseco 	
	 de incendio.)
	 . Evaluación general de riesgos. (Ej. probabilidad – consecuencia)

	 En el caso de tratarse de una evaluación general de riesgos, el paso previo a la evaluación es 
el de identificación de los factores de riesgo. 
	 Una vez identificadas todas las situaciones de riesgo, habrá que valorarlas, o lo que es lo 
mismo, medir su potencial peligrosidad. 
	 Realizada la valoración, lógicamente habrá de compararse con un valor de referencia que nos 
permitirá saber si el riesgo es tolerable o intolerable.
	 Si bien ya se ha comentado que existen diferentes métodos de evaluación, el INSHT recomienda 
el de Probabilidad-Consecuencias, advirtiendo que se trata de un método de evaluación que tan sólo 
sirve para realizar una evaluación general, de manera que no se podrá utilizar en los casos comentados 
en el párrafo anterior.
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8.3. TIPOS DE RIESGO

	 Existen diferentes tipos de riesgo, y por tanto diferentes clasificaciones. La clasificación más 
conocida agrupa los riesgos en:

	 .	 Riesgos de Seguridad.
	 .	 Riesgos de Higiene.
	 .	 Riesgos de Ergonomía.
	 .	 Riesgos de Psicosociología.

	 Cada uno de ellos se gestiona de acuerdo a los principios que marcan las diferentes disciplinas 
que integran la Prevención de Riesgos Laborales. A continuación damos cuenta de ello.

8.3.1.SEGURIDAD EN EL TRABAJO.

	 La Seguridad en el trabajo es la disciplina que trata de identificar y eliminar o disminuir las 
condiciones materiales que ponen en peligro la integridad física de los trabajadores y su objetivos es 
reducir la accidentalidad. Entran dentro de esta consideración:

Condiciones generales de los locales: el lugar y la superficie de trabajo

	 Se incluyen en este apartado la evaluación de todas aquellas condiciones o actividades en los 
locales que pueden provocar accidentes: el mismo edificio, la iluminación, el mobiliario, la ubicación de 
las máquinas y herramientas, la señalización, los desniveles, las escaleras, la circulación de vehículos, 
el almacenamiento y las estanterías etc…
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	 De una manera no exhaustiva se relacionan a continuación las principales medidas preventivas 
a tener en cuenta:

	 La principal normativa de aplicación en lugares de trabajo es el R.D. 486/1997 de 14 de abril por el que 
se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo. El Instituto Nacional 
de Seguridad e Higiene en el Trabajo ha desarrollado una Guía Técnica para la evaluación y prevención de los 
riesgos relativos a la utilización de los lugares de trabajo.
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Máquinas y equipos

	
	 Existe una gran variedad de máquinas y equipos que están presentes y se utilizan en la actividad 
laboral, por ello, se han delimitado los riesgos asociados a su utilización de una manera genérica en 
tres grandes grupos:

	 La medida de prevención principal es la adquisición de máquinas seguras con marcado CE y 
evitar la manipulación o alteración de los mecanismos y protecciones intrínsecos.
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Herramientas
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Almacenamiento, manipulación y transporte

	 Los productos se almacenan, se manipulan, se desplazan y transportan para ser comercializados.
Para su transporte se requieren equipos, maquinaria y personal especializado.
Se distingue entre:
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Electricidad

	 El cuerpo humano es conductor de la electricidad y los daños que sufra dependerán de 
la intensidad y duración de la corriente, la tensión aplicada, la frecuencia (alterna o continua) y la 
resistencia eléctrica que ofrezca al paso de la misma.
	 Los accidentes eléctricos pueden causar lesiones desde leves a muy graves e incluso la 
muerte del trabajador.
	 Dependerá del recorrido que realice la corriente eléctrica por el cuerpo humano y que 
órganos atraviese. Los más graves son los que afectan a tórax y cabeza.

	 Algunos de los posibles efectos son pequeños cosquilleos inocuos, quemaduras de diversa 
consideración, tetanización, fibrilación ventricular, paro cardiaco reversible, embolias, muerte por 
paro cardiaco (electrocución) o asfixia y otros daños por caída, proyección del cuerpo etc.
 	 Para que una persona sufra un accidente provocado por la electricidad debe entrar en 
contacto con un elemento en tensión. Este contacto puede ser directo o indirecto.
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Incendios

	 Para que se produzca un incendio es necesaria la coexistencia de cuatro factores:

	 Las técnicas de prevención y extinción de incendios se basan en controlar la presencia de 
estos cuatro factores y en aislar en que ofrezca menos dificultades. A continuación se exponen 
algunas de las medidas a aplicar para prevenir un incendio:
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	 Eliminando o disminuyendo suficientemente uno de los cuatro factores no debería producirse 
un incendio.

	

	 Para sofocar los incendios, sobre todo en sus fases iniciales, deben estar presentes en 
los lugares de trabajo, agentes extintores. La clase, distribución y número serán los que indique 
la normativa de aplicación. La clasificación de los combustibles es necesaria para seleccionar del 
agente extintor más adecuado.
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MA: muy adecuado.  A: adecuado.  R: aceptable.   (1) solo hasta 20.000 V. (2) solo hasta 1.000 V

		  En locales con riesgo de incendio todos los trabajadores deben ser formados en el 	
	 manejo de extintores y realizar prácticas de su uso.

		  Todo centro de trabajo debe tener vías de evacuación de unas dimensiones que 	
	 permitan, en un tiempo reducido, la salida de trabajadores a lugar seguro. Asimismo, deberán 	
	 tener salidas de emergencia debidamente señalizadas. Y cumplir con las normas de 		
	 señalización de incendios según la normativa de aplicación.

		  El plan de emergencia facilitará una actuación correcta del personal en caso de 		
	 incendio. Se deben realizar simulacros de forma periódica.

		  Determinados sectores o empresas están obligados a tener un Plan de Autoprotección
 	 que tiene como objetivo el tratar de garantizar la seguridad de las personas (trabajadores o
 	 personas ajenas a la empresa pero permanezcan en ella), el medioambiente, la fauna y la 	
	 flora, el patrimonio y el proceso productivo
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8.3.2.HIGIENE INDUSTRIAL.

	 Es la disciplina que trata de identificar, evaluar y controlar los riesgos ocasionados por la 
presencia de contaminantes tanto de tipo físico, como químico o biológico presentes en los puestos 
de trabajo, entendiéndose como control a la reducción del grado de contaminación de los distintos 
agentes o contaminantes a los menores niveles posibles o hasta unos niveles que se pueden considerar 
como aceptables.

1) Agentes físicos.

Ruido.

	 En muchas actividades y/o centros de trabajo los trabajadores están expuestos al ruido. Este se 
define como un fenómeno físico que provoca sensaciones en el sentido de la audición. Es un sonido 
desagradable que interfiere con la actividad humana. Es por tanto una apreciación subjetiva de un sonido.
	 El ruido, cuando alcanza un determinado nivel de energía, produce efectos sobre la audición 
(efectos auditivos) como sobre otros órganos y sistemas de cuerpo humano (efectos no auditivos).

	 La normativa de aplicación es el Real Decreto 286/2006, de 10 de marzo, sobre la protección de 
la salud y la seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición al ruido.
El empresario está obligado a evaluar la exposición al ruido en todos los puestos de trabajo y repetir la 
evaluación periódicamente cuando se sospeche que superen unos determinados valores. 
Esta evaluación ha de basarse en la medida de:
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	 La reducción del riesgo se basará en los principios generales de prevención y tendrá en 
consideración especialmente:

	 En ningún caso la exposición del trabajador deberá superar los valores límite de exposición y 
cuando estos se superen el empresario deberá realizar las  acciones reflejadas en la tabla anterior.
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	 Los valores inferiores y superiores de exposición son los siguientes y cuando se alcanzan dan 
lugar a la toma de medidas por parte del empresario:

 

Vibraciones.

	 Es el movimiento oscilatorio de un cuerpo sólido respecto a una posición de referencia. 
Se transmiten por el interior de un objeto y también entre diferentes objetos a través de los puntos 
de contacto entre los mismos, y se caracteriza por su frecuencia y amplitud. Se miden en hercios 
(Hz). El instrumento básico de medida es el acelerómetro.
	 El origen de las vibraciones en el medio laboral es diverso y se distinguen, dependiendo de 
su frecuencia y la zona del cuerpo a la que afecten, entre vibraciones de mano-brazo y vibraciones 
de cuerpo completo:

	 La legislación aplicable a la exposición laboral es el Real Decreto 1311/2005, de 4 de 
noviembre, sobre la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores frente a los riesgos 
derivados o que puedan derivarse de la exposición a vibraciones mecánicas.
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	 Para disminuir la exposición a las vibraciones se pueden adoptar medidas tendentes a 
disminuir la magnitud de la aceleración y/o la frecuencia en el tiempo de exposición.

El ambiente térmico: exposición al frio y calor.

	 En la higiene industrial se estudia la exposición al frío y el calor en el medio laboral. 
Las condiciones de confort térmico son objeto de estudio y control de la ergonomía.
	 En la evaluación del riesgo por calor hay que tener en cuenta dos factores simultáneos e 
independientes: la agresividad térmica del ambiente y la actividad física del trabajador. Para prevenir 
el estrés térmico se puede actuar sobre alguno de los dos factores o en ambos a la vez.

	 Los trabajadores que están sometidos a la exposición laboral a condiciones extremas de 
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frío deben conocer o recibir información sobre los riesgos de sus tareas y los efectos que pueden 
producirse en su salud.

	 El riesgo de exposición depende de dos valores: la temperatura del aire y la velocidad del viento.

Radiaciones

	 Son una de las muchas formas en las que los objetos transmiten la energía.
	 Las radiaciones no ionizantes no son capaces de ionizar las células de nuestro cuerpo por lo que 
son menos peligrosas.
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	 Las radiaciones ionizantes son aquellas que al interactuar con la materia producen la 
ionización de los átomos pudiendo provocar en el organismo alteraciones importantes. Estas 
alteraciones pueden manifestarse a largo plazo, incluso después de haber cesado la actividad.
	
	 Se utilizan en determinados sectores como el hospitalario o laboratorio y se regula por una 
normativa específica muy restrictiva.

	 Los lugares o espacios en los que se manipulen o almacenen sustancias radiactivas deben 
estar perfectamente delimitados y señalizados.

2) Exposición a Agentes Químicos

	 Es la exposición en la actividad laboral a una sustancia química que se emplea de forma que 
puede entrar en contacto con el organismo humano.

	 El posible efecto nocivo de los contaminantes sobre la salud depende de varios factores:

	 Los agentes químicos se pueden clasificar dependiendo de los efectos que producen en el organismo:
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	 Toda sustancia empleada en el medio laboral debe indicar en la etiqueta cuales son los 
riesgos asociados a su manejo.
	 Para evaluar la exposición del trabajador a un agente químico peligroso se mide la concentración 
y el tiempo de exposición, y se compara el resultado con su valor límite ambiental (valores de referencia 
publicados anualmente por el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo).
	 Los criterios de valoración se expresan como la concentración promedio tolerable para 
jornadas laborales de ocho horas al día o cuarenta horas semanales.
	 Para algunos contaminantes se han establecido además límites recomendados para niveles 
en sangre u orina (valores límites biológicos).

	 Si de la medición se detecta que el trabajador está en una situación de riesgo se adoptarán 
medidas para controlar la exposición. 

	 A continuación se relacionan algunas de estas medidas:
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3) Exposición a Agentes Biológicos

	 Los contaminantes o agentes biológicos son seres vivos, organismos con un determinado 
ciclo de vida que al penetrar en el organismo humano pueden ocasionar enfermedades (infecciones, 
efectos tóxicos y reacciones alérgicas).

	 Algunas de las actividades laborales en la que se puede estar en contacto o contaminarse 
con agentes biológicos son:

	 En la normativa de referencia, Real Decreto 664/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de 
los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes biológicos durante el 
trabajo, se clasifican los agentes biológicos en cuatro grupos:



112

Manual del delegado de prevención

	 La principal actuación en caso de exposición a agentes biológicos consiste en la 
identificación del contaminante biológico.



113

8. EVALUACIÓN DE RIESGOS

8.3.3. ERGONOMÍA.

	 Es la disciplina que estudia a las personas en su entorno de trabajo con el fin de mejorar su 
situación laboral, sus condiciones de trabajo y las tareas que realizan de tal forma que se diseñe, 
proyecte y organice para que se trabaje en unas condiciones adecuadas

Calidad del Medio Ambiente de Trabajo
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	 Para actuar sobre el medio ambiente de trabajo y eliminar o reducir el riesgo, se aplican los 
principios generales de la prevención, ampliamente repetidos a lo largo de este texto. La normativa a 
aplicar es el R.D. 486/1997 de 14 de Abril sobre Disposiciones mínimas de seguridad y salud en los 
lugares de trabajo.

Carga física de trabajo

Al evaluar la carga física de trabajo se tienen en cuenta los siguientes factores:

	 La manipulación manual de cargas es una tarea común en muchas actividades laborales, 
ésta se entiende por cualquier operación de transporte o sujeción de una carga por parte de uno o 
varios trabajadores, como el levantamiento la colocación, el empuje, la tracción o el desplazamiento, 
que por sus características o condiciones ergonómicas inadecuadas entrañe riesgos, en particular 
dorsolumbares, para los trabajadores.

	 La normativa de aplicación es el R.D. 487/1997, de 14 de abril sobre disposiciones mínimas 
de seguridad y salud relativas a la manipulación manual de cargas que entrañe riesgos, en particular 
dorsolumbares, para los trabajadores.
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Carga mental de trabajo

	 La carga mental de trabajo es el conjunto de requerimientos mentales, cognitivos o intelectuales 
a los que se ve sometido el trabajador a lo largo de su jornada laboral. Es decir, el nivel de trabajo 
mental que desarrolla en su trabajo.

	 La sobrecarga o estimulación excesiva se produce cuando estamos sometidos a más exigencias 
de las que podemos satisfacer. Se distingue entre

	 La consecuencia más directa de la carga mental excesiva del trabajo es la aparición de fatiga 
mental: disminución de la capacidad física y mental de un individuo después de haber realizado durante 
un trabajo durante un periodo de tiempo determinado.
	 La fatiga se puede convertir en crónica con síntomas como la irritabilidad, depresión, falta de 
energía y voluntad, salud frágil, dolores de cabeza, mareos, insomnio, falta de apetito etc.
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8.3.4.PSICOSOCIOLOGÍA DEL TRABAJO.

	 Es la disciplina que investiga y evalúa los factores psicosociales en el trabajo que consisten, de 
manera general, en interacciones entre:

	 Entre los métodos posibles para evaluar los factores de riesgo psicosociales destacar el F-Psico, 
del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo que ha sido recientemente actualizado.
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	 Ante estas problemáticas de tipo psicosocial, y en especial el acoso psicológico, las 
actuaciones deberían ir encaminadas al establecimiento de acciones preventivas que evitasen o 
detectasen en estadios iniciales su aparición.

	 Para ello, las empresas deberían contar con protocolos de actuación. Esto lamentablemente 
es muy complicado o prácticamente imposible en las pequeñas y medianas empresas.
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9
LA PLANIFICACIÓN 
DE LA ACTIVIDAD 

PREVENTIVA
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9.LA PLANIFICACIÓN DE LA ACTIVIDAD PREVENTIVA

9.1.CONCEPTO

	 En el articulo 8 del RD 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los 
Servicios de Prevención se establece la necesidad de desarrollar una actividad preventiva cuando el 
resultado de la evaluación pusiera de manifiesto situaciones de riesgo, cuyo objetivo no es otro que 
eliminar o controlar y reducir dichos riesgos.

	 La planificación de la actividad preventiva es por tanto, un Plan de actuación y seguimiento 
elaborado según las necesidades detectadas en la evaluación de riesgos y las prioridades establecidas 
por la dirección de la empresa, comprendiendo aspectos como:

	 . Establecimiento de medidas de protección y prevención.
	 . Asignación y organización de los medios económicos, humanos y materiales.
	 . Procedimientos y cauces de información y participación.
	 . Programas de formación generales y específicos.
	 . Vigilancia de la salud de los trabajadores.
	 . Planes de emergencia y autoprotección.
	 . Protección de los trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
	 . Coordinación de actividades empresariales (centros compartidos, subcontratas, etc.
	 . Temporalización de las medidas preventivas

	 En esta planificación se integrarán un conjunto de acciones relacionadas con los siguientes aspectos:

a) Formación e Información a trabajadores y/o sus representantes.

	 Incluirá como mínimo los siguientes aspectos:

	 - Formación e información de los trabajadores sobre los riesgos existentes en los puestos de 	
	   trabajo y las medidas preventivas.
	 - Formación complementaria de los Delegados Prevención, cuando sea necesaria.
	 - Formación complementaria adecuada al nivel correspondiente para trabajadores designados
 	   o expertos.
	 - Capacitación de la estructura de mandos de la empresa.

b) Medidas de emergencia, que incluirá, como mínimo, los siguientes aspectos

	 - Primeros auxilios
	 - Actuación frente a emergencias
	 - Evacuación

	 Asimismo, se debe incluir la relación de personas encargadas de cada uno de estos aspectos, 
la forma de comprobación periódica del funcionamiento de las medidas de emergencia, el material 
necesario, la formación necesaria para cada colectivo, y la organización de las relaciones con 
organismos externos que colaboren en caso de emergencia.

c) Formación de personal a designar para emergencias

	 En este apartado se hará referencia a la formación específica que requiera este colectivo.
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d) Vigilancia de la Salud

	 En este apartado se incluirá la programación anual, y el desarrollo de las actividades sanitarias 
y los exámenes de salud específicos en función del riesgo, contenidos en la programación.

e) Adecuación de la organización preventiva

	 Cuando de la evaluación de riesgos resulte necesario adecuar la organización preventiva de la 
que se dispone a los riesgos existentes, se planificarán las adaptaciones necesarias.

9.2. PROGRAMACIÓN DE ACTIVIDADES A DESARROLLAR:

	 Se deberá incluir asimismo la programación de las actividades concretas a desarrollar bien por 
la empresa exclusivamente o bien por la empresa y por la Entidad Especializada externa que actúe 
como Servicio de Prevención Ajeno, en caso de haberse optado porque las actividades preventivas se 
realicen en todo o en parte mediante esta modalidad. 

	 La programación y ejecución de las actividades por parte de la Entidad Especializada será la 
que se determine en el oportuno concierto y complementará la que ejecute por sí mismo el empresario.

1. Documentación

	 Igualmente se incluirá como complemento de la planificación la documentación a elaborar y 
conservar. En este apartado se incluirá la elaboración de la memoria anual del Servicio de Prevención, 
si este existiese.

	 De todas las actuaciones y medidas previstas en la planificación de la actividad preventiva 
la empresa debe realizar una evaluación periódica de las mismas para poder valorar su eficacia, 
comprobando si se han alcanzado o no los objetivos prefijados. 

	 Estas evaluaciones periódicas se realizan a través de inspecciones técnicas y/o metodológicas 
participativas incluyendo la actualización y revisiones de la evaluación inicial, así como la investigación, 
comunicación y registro de accidentes e incidentes.

	 Para controlar el cumplimiento de los objetivos marcados en el plan, al finalizar la programación 
establecida se deberá realizar una evaluación final de los resultados obtenidos.
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10. DELEGADOS DE PREVENCIÓN. COMITÉS DE SEGURIDAD Y SALUD.

INTRODUCCIÓN

	 La escasa implantación real de la Ley de Prevención provoca que los propios trabajadores, 
tengan que adoptar medidas encaminadas a ejercer todos los derechos que tratan de promover 
tanto la mejora de las condiciones de trabajo como la protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores.

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece una serie de mecanismos destinados 
a dar cumplimiento a un mandato constitucional de protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores, convirtiendo al empresario, no puede ser de otro modo, como principal responsable de 
que esto sea así.

	 Tras muchos años de aplicación de esta norma (entró en vigor en el año 1996) los accidentes 
de trabajo y las enfermedades profesionales siguen siendo uno de los caballos de batalla de esta 
sociedad. No es necesario decir, por lo tanto, quién es la parte de la relación laboral más interesada en 
conseguir que la Ley se cumpla.

	 Un aspecto importante de la Ley de Prevención es que confiere a los trabajadores un papel 
fundamental en la vigilancia y control de su cumplimiento.

	 A través de la creación de figuras de representación específica de los trabajadores, éstos 
pueden participar en todas las cuestiones relacionadas con la prevención de riesgos en el trabajo.

	 Esto nos lleva a hacernos una pregunta, ¿qué ocurre en las empresas dónde no existe 
representación de los trabajadores?

	 Aunque la Ley contemple este supuesto y obligue igualmente al empresario a cumplir con la 
obligación de protección de la salud de sus trabajadores, la realidad es bien diferente.

	 La labor de vigilancia y control mencionada anteriormente desaparece al no existir una figura, 
con garantías sindicales, que obligue al empresario a cumplir con sus obligaciones.

	 Desde U.G.T se aboga por la creación de una figura, el Delegado Territorial Sectorial con 
funciones específicas en materia de prevención. Este Delegado representaría a los trabajadores de las 
empresas que, por su tamaño, no están representados por alguno de sus compañeros.

	 La respuesta de las asociaciones empresariales a este respecto es la negativa más absoluta, 
un aspecto innegociable del que no quieren ni oír hablar. No quieren interferencias en su relajado 
negocio, no quieren a nadie que les recuerde cuáles son sus obligaciones. 

	 Mientras que la siniestralidad sigue su imparable ascenso, alimentada por la desregulación 
del mercado de trabajo que fomenta la temporalidad y precariedad laboral, el Estado, Comunidades 
Autónomas, los Agentes Sociales, las empresas, y las demás entidades dedicadas a la prevención se 
han tenido que volver a poner de acuerdo para intentar integrar la prevención de riesgos laborales en 
todos los niveles jerárquicos de la empresa.

	 Ante este desalentador panorama, la participación de los trabajadores en materia de prevención 
de riesgos laborales se torna en uno de los puntos clave para hacer efectivo el deber de protección del 
empresario establecido en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales (art. 14 L.P.R.L.)



127

10. DELEGADOS DE PREVENCIÓN. COMITÉS DESEGURIDAD Y SALUD

	 Poder combatir la adulterada gestión empresarial de la prevención, ocasionada por un afán de 
cumplimiento meramente “formal”, donde sólo interesa, desgraciadamente, proteger el propio bolsillo 
por encima de fines tan loables como la defensa y protección de la vida de un trabajador, es el objetivo 
prioritario del Delegado de Prevención.

	 El principal pilar donde se asienta esta participación lo constituye el desarrollo, al máximo, de 
la información a la que los trabajadores tienen derecho.

	 Así la información puede venir por diferentes fuentes de las que no se puede despreciar ninguna:

	 -	 La empresa: tiene la obligación de dar información acerca de todas la cuestiones 	
	 relacionadas con la seguridad y salud que afecten a los trabajadores de la empresa.

	 -	 El sindicato: la Unión General de Trabajadores reconoce la importancia que, en la 	
	 actualidad, tiene y debe seguir teniendo la prevención de riesgos laborales. En este sentido se
 	 han puesto en marcha asesorías técnicas en materia de salud laboral desde las que los 	
	 trabajadores pueden acceder a diversa documentación, así como a un asesoramiento 		
	 especializado de servicios destinado a promover y orientar sus propias actuaciones.

	 -	 Instituciones: existen diferentes organismos públicos especializados en este tema y 	
	 a los que se puede acudir para solucionar los problemas en esta materia o simplemente a 	
	 solicitar información referente a los mismos tales como, las Unidades de Seguridad y Salud 	
	 Laboral de cada una de las provincias o la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

	 -	 Otras Fuentes: existen numerosos foros en Internet en los que se puede recoger amplia
 	 y completa información que, en muchas ocasiones no en todas, puede resultar muy útil.

	 En definitiva, la información a la que se puede tener acceso es muy amplia. Lo importante 
es saber obtenerla y utilizarla para que pueda servir de ayuda a los intereses generales de cualquier 
trabajador.

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales, en su capítulo V (artículos del 33 al 40) desarrolla 
de forma detallada los derechos de consulta y participación de los trabajadores con respecto a la 
seguridad y salud para lograr integrar la Prevención de Riesgos en todos los ámbitos de la empresa.

	 En los artículos 35 y 38 de la LPRL, se desarrollan las dos figuras a través de las cuales se 
canalizará la representación y la participación de los trabajadores, los Delegados de Prevención y los 
Comités de Seguridad y Salud Laboral.

	 Los Delegados de Prevención son las figuras de representación de los trabajadores en las 
cuestiones relacionadas con la prevención de riesgos en el trabajo. Su labor es la de vigilancia y 
control para que el empresario cumpla con su obligación de proteger la salud de sus trabajadores.

	 En todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con 50 o más trabajadores se 
constituirá el Comité de Seguridad y Salud (CSS), que es el órgano consultivo de la empresa en 
materia preventiva, destinado a la consulta regular y periódica (mínimo cada tres meses)

	 Se trata de un órgano colegiado, lo que significa que las decisiones se adoptan por mayoría, 
y paritario, formado por el mismo número de representantes de la empresa que de los  trabajadores. 
Los miembros del CSS por parte de los trabajadores son los Delegados de Prevención.
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10.1. DELEGADOS DE PREVENCIÓN

10.1.1.CONCEPTO:

	 Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones 
específicas en materia de prevención de riesgos en el trabajo (artículo 35 de la LPRL).

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL) reconoce claramente que para proteger 
la salud de los trabajadores y trabajadoras se debe contar con la participación de todo el personal 
de la empresa. Su participación es fundamental en la identificación de los riesgos, la propuesta de 
medidas preventivas y el control de que las medidas implantadas en la empresa son las adecuadas 
para controlar los riesgos existentes.
	 La participación de los trabajadores/as de la empresa se canaliza a través de los delegados/as 
de prevención que son las figuras de representación sindical especializadas en materia de prevención 
de riesgos laborales.

10.1.2. ELECCIÓN Y DESGINACIÓN

	 La designación de los delegados/as de prevención, salvo que el Convenio articule otro modo 
de designación, se realiza por y entre los representantes del personal según el siguiente cuadro:

Representación en función del número de trabajadores de la empresa

Tabla:”Guía práctica delegados prevención, UGT Asturias”
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	 El empresario en ningún caso participará en la designación de los delegados/as de prevención.

	 En empresas hasta 30 trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. 
En las empresas de treinta y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención 
que será elegido por y entre los Delegados de Personal.

Computo de trabajadores para la determinar el nº de trabajadores

Tabla:”Guía práctica delegados prevención, UGT Asturias”

	 Para calcular el número de trabajadores/as que integra la plantilla de la empresa deben 
contabilizarse todas las fórmulas de contratación existentes en la empresa, tanto los contratos 
indefinidos como los contratos de duración temporal, tal como lo establece el artículo 35.3 de la LPRL.

Otros sistemas de designación:

	 Los Delegados de Prevención también podrán designarse a través de sistemas establecidos 
en los Convenios Colectivos garantizando siempre que la facultad de designarlos se mantiene en 
los representantes del personal o a los propios trabajadores. De este modo podrá acordarse que las 
competencias reconocidas en la LPRL a los Delegados de Prevención las ejerzan órganos específicos 
creados en el propio Convenio o en acuerdos. Estos órganos podrán asumir, en los términos y 
modalidades que se acuerden,competencias generales respecto al conjunto de los centros de trabajo 
incluidos en el ámbito de aplicación del acuerdo o convenio.

	 En los centros de trabajo que no tengan representación de los trabajadores, por no cumplir 
ninguno de sus trabajadores los mínimos de antigüedad para ser electores o elegibles en las elecciones 
a Delegados de Personal, los trabajadores por mayoría podrán elegir a un representante que ejerza las 
competencias de Delegado de Prevención con sus garantías, obligaciones y facultades. En cuanto se 
reúnan las condiciones para poder elegir un Delegado de Personal la actuación del anterior cesará.
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10.1.3. COMPETENCIAS, FACULTADES, GARANTÍAS Y SIGILO PROFESIONAL DE LOS 
DELEGADOS DE PREVENCIÓN

	 La principal herramienta de los Delegados de Prevención es la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL) junto con toda la normativa que la desarrolla.

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece una serie de mecanismos destinados 
a dar cumplimiento a un mandato constitucional de protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores, convirtiendo al empresario en el principal responsable de que esto sea así.

	 El empresario deberá consultar con los Delegados de Prevención todas las cuestiones que 
afecten a la Seguridad y la Salud en el trabajo. Esto viene a mantener las competencias en materia de 
seguridad y salud laboral que el Estatuto de los Trabajadores reconoce a los representantes legales y 
sindicales de los trabajadores.

	 La participación de los trabajadores en materia de prevención de riesgos laborales se torna en 
uno de los puntos clave para hacer efectivo el deber de protección del empresario establecido en el 
artículo 14 de la LPRL.

	 Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los órganos de 
participación y representación, dirigidas a la mejora de los niveles de protección de la seguridad y la salud 
en la empresa. Haciendo valer estos derechos, supone forzar al empresario al máximo cumplimiento de 
sus obligaciones.

	 El capítulo V (artículos del 33 al 40) de la LPRL se dedica íntegramente a desarrollar los derechos 
de consulta y participación de los trabajadores en materia preventiva como la manera de integrar la 
prevención en todos los ámbitos de la empresa, y se define al Delegado de Prevención como la figura 
sobre la que recae este hecho.

	 En los artículos 36 y 37 de la LPRL se desarrollan las competencias, facultades y garantías de 
los Delegados de Prevención, las cuales les permiten desarrollar las acciones en materia de prevención 
y defensa de la seguridad y salud en el trabajo.

	 . COMPETENCIAS DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN
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	 Las competencias atribuidas por la LPRL (art. 36.1) a los delegados de prevención, pretende 
que den cumplimiento al deber de protección que tiene el empresario y garantizar que adopta las 
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias.

	 Son competencias de los Delegados de Prevención:

	 • Deber y derecho de colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.
	 • Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa
 	 sobre prevención de riesgos laborales, involucrándoles en su cumplimiento.
	 • Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las 	 	
	 decisiones relativas a / relacionadas con la seguridad y salud de los trabajadores: 

		  . La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas
 		  tecnologías, en todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la
 		  seguridad y la salud de los trabajadores, derivadas de la elección de los equipos, la 		
		  determinación y la adecuación de las condiciones de trabajo y el impacto de los factores 	
		  ambientales en el trabajo.

		  . La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención
 		  de los riesgos profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores 	
		  encargados de dichas actividades o el recurso a un servicio de prevención ajeno.

		  . La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.
		
		  . Los procedimientos de información y la documentación en relación con / sobre las 	
		  obligaciones empresariales en materia de salud laboral.

			   - Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto 	
			   aquellos que afecten a la empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de
 			   trabajo o función.

			   - Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos identificados.

			   - Las medidas de emergencia adoptadas teniendo en cuenta el tamaño y la 	
			   actividad de la empresa.

			   En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la 		
		  información a que se refiere los tres puntos anteriores se facilitará por el empresario 	
		  a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante, deberá informarse 	
		  directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de 	
		  trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

			   - El Plan de Prevención de Riesgos Laborales.
			   - Los controles del estado de salud de los trabajadores y las conclusiones 	
			   obtenidas de los mismos.
			   - La relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan
 			   causado al trabajador una incapacidad laboral superior a un día de trabajo

		  . El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.

		  . Cualquier otra acción que pueda tener efectos substanciales sobre la seguridad y la 	
		  salud de los trabajadores.

		  El derecho de consulta es un derecho individual pero que se canaliza a través de los 	
		  Delegados de Prevención.
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		  Tras la consulta por parte de la empresa, los Delegados de Prevención deberán emitir 	
		  un informe, en el plazo máximo 15 días, o en el tiempo imprescindible cuando se trate 	
		  de adoptar medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin 	
		  haberse emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión.

		  La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el 	
		  Delegado/s de Prevención deberá ser motivada, exponiendo las razones y fundamentos
 		  de la misma.

		  La inobservancia de las propuestas de los delegados de prevención puede agravar la
 		  sanción que se le imponga por la autoridad laboral como consecuencia de un 		
		  incumplimiento.

	 • Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención
 	 de riesgos laborales avisando de las deficiencias detectadas al empresario y si fuera necesario
 	 acudiendo a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y/o a la Unidad de Seguridad y Salud
 	 Laboral de la provincia.
		  Las deficiencias detectadas se deben comunicar por escrito (modelo A1) y con acuse 	
	 de recibo y la negativa a tener en cuenta esta comunicación deberá ser motivada por escrito 	
	 por el empresario.

	 En las empresas que no cuenten con Comité de Seguridad y Salud, sus competencias serán 
ejercidas por los Delegados de Prevención.
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10.1.3.2. FACULTADES DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN
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	 Con el objeto de facilitar las funciones de los Delegados de Prevención, la LPRL les otorga las 
siguientes facultades (art. 36.2):

		  3. Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio 	
	 ambiente de trabajo, así como, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social en las visitas y
 	 verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento de la
 	 normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones
 	 que estimen oportunas.

	 La presencia del Delegado de Prevención en estas visitas es esencial para ejercer la competencia 
de vigilancia y control que se establece en la LPRL.

	 Desde el Comité de Seguridad y Salud se puede consensuar un procedimiento de comunicación 
para que se informe a los Delegados de Prevención de cualquier visita que se vaya a realizar al centro 
de trabajo para efectuar, revisiones de la Evaluación de Riesgos, mediciones o estudios.

	 Estas actuaciones se llevan a cabo en cumplimiento de una programación previa, que debe 
incorporarse al Plan de Prevención o en su defecto a la planificación de la actividad preventiva. 
Documentos ambos, en cuya elaboración ha de participar la representación de los trabajadores, y 
por ende ha de ser conocida por aquellos. Además no olvidemos, que los representantes de los 
trabajadores deben negociar con la empresa la periodicidad de las revisiones, mediciones y estudios 
a realizar.

	 Es preciso recordar que si estas acciones se han llevado a cabo sin contar con la presencia 
del Delegado de Prevención, se podrá emitir un informe recordando a la empresa que, en posteriores 
ocasiones, deberá contar con los Delegados de Prevención, y de no ser así se denunciará el 
incumplimiento ante la autoridad laboral competente (Anexo-Formularios modelo A2). 

	 Este modelo se puede descargar de la siguiente dirección: 
http://www.empleo.gob.es/itss/web/Sala_de_comunicaciones/Como_denunciar_ITSS.html

	 En las visitas efectuadas al centro por un Inspector de Trabajo y Seguridad Social, éste 
comunicará su presencia al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de Prevención o, en su ausencia, 
a los representantes legales de los trabajadores.

	 De no ser así, independientemente del resultado de la actuación inspectora, debemos dejar 
constancia, mediante un escrito dirigido al Jefe de la Inspección de la provincia correspondiente, de la 
existencia de Delegados de Prevención en la empresa, recordando que en posteriores visitas solicite 
la presencia de los mismos.

	 Una vez que se conoce su presencia en el centro de trabajo, es importante identificarse como 
Delegado de Prevención, presentando el documento acreditativo, que es expedido por la Junta de 
Castilla y León al inscribirse en el Registro de Delegados de Prevención (ORDEN de 11 de septiembre 
de 1997, de la Consejería de Industria, Comercio y Turismo, por la que se regula el registro y depósito 
de las actas de nombramiento de Delegados de Prevención de Riesgos Laborales (Anexo-Formularios 
documento B1)). De esta forma no habrá dudas respecto a si la persona que acompaña al Inspector es 
o no el Delegado de Prevención.

	 La inscripción en el Registro de Delegados se efectúa registrando el Acta de Elección (Anexo-Formularios  
modelo A3) en la Junta de Castilla y León. Este documento se puede descargar de la siguiente dirección: 

http://www.trabajoyprevencion.jcyl.es/web/jcyl/TrabajoYPrevencion/es/Plantilla100/1277999986060/_/_/_
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		  4. Tener acceso, con las limitaciones previstas en el artículo 22.4 a la información y 	
	 documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de 	
	 sus funciones.

	 El acceso a la información médica de carácter personal se limitará al personal médico y a las 
autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los trabajadores, sin que pueda 
facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del trabajador.

	 La propia L.P.R.L. establece en su art. 18 la obligación del empresario de adoptar las medidas 
adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con los 
riesgos para la seguridad y la salud, con las medidas y actividades de protección y con las medidas 
de emergencia.

	 Los Delegados de Prevención, a través de los que se canalizará la información, deberán ejercer 
el derecho a recibir del empresario la información y la documentación (Anexo-Formularios modelo 
A4) referente a Salud Laboral. Este extremo es de vital importancia para conseguir una participación 
activa y efectiva en materia preventiva, por lo que es necesario contar con una copia física de toda la 
documentación preventiva de la empresa, para ejercer la labor de control y vigilancia propia de los 
órganos de representación.

	 El acceso a la información y a la documentación suele ser uno de los principales problemas con 
los que se  encuentran los Delegados de Prevención a la hora de ejercer sus funciones. Las empresas 
se niegan a entregar materialmente la documentación aludiendo sobre todo a la confidencialidad del 
proceso productivo que en ella se detalla.

	 La Inspección de Trabajo y Seguridad Social determina, en su Criterio Técnico 43/2005, la 
obligación del empresario de permitir el acceso a la documentación y entregar una copia de la misma, 
salvo las excepciones que el propio criterio recoge. La negativa a entregar documentación debe ser 
motivada por la empresa.

	 Es importante disponer de una copia de la documentación, pues ello facilita que pueda ser 
revisada objetivamente, con tiempo y con los criterios técnicos y legales adecuados. Además los 
delegados cuentan con el apoyo de los Técnicos del Sindicato para llevar a cabo el estudio de la 
documentación, apoyo que los delegados pueden requerir siempre que lo consideren necesario y no 
sólo para este tema, sino para cualquier otro que necesiten, como puede ser: acudir a las reuniones 
del Comité de Seguridad y Salud (Anexo-Formularios modelo A5), visitar las instalaciones para ver las 
condiciones de trabajo “in situ”, efectuar informes, etc...

		  5. Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los 	
	 trabajadores una vez que aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, 	
	 aún fuera de su jornada laboral, en el lugar de los hechos para conocer las circunstancias de 	
	 los mismos.

	 Para garantizar un cumplimiento correcto de todas las obligaciones empresariales derivadas del 
accidente laboral y enfermedad profesional, es imprescindible que la empresa informe al Delegado de 
Prevención de todas las circunstancias y condiciones que hayan podido provocar ambas contingencias 
y permita que participen en la investigación que se lleve a cabo, tomando en consideración las 
aportaciones de los delegados.

	 La finalidad de la investigación no es otra que intervenir sobre la causa o causas que han 
desencadenado el accidente, eliminándolas o controlándolas a través de las medidas preventivas 
oportunas. Los representantes de los trabajadores deben realizar un control sindical exhaustivo para 
garantizar que se aplican las medidas correctoras planificadas y que se ponen los medios adecuados 
para que no se vuelva a producir ese daño para la salud.
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	 El empresario debe cumplir con una serie de obligaciones tanto en el caso de un accidente de 
trabajo como de una enfermedad profesional. Resumen de las obligaciones:

		  8. 	 Notificar los accidentes a la Autoridad Laboral a través del sistema Delt@ 	
	 (Sistema  de Declaración Electrónica de Accidentes de Trabajo). Cuando conlleve la ausencia 	
	 del  accidentado del lugar de trabajo al menos un día (causa baja), la empresa dispone de 
	 5  días  hábiles para remitir el parte de accidente Delt@. En el caso de accidentes que no 	
	 causen baja  la notificación electrónica se hace en los 5 primeros días hábiles del mes siguiente.

		  9. 	 Si el accidente es considerado grave, muy grave o mortal o afecta a 4 ó mas 	
	 trabajadores el empresario debe comunicarlo en el plazo de 24 horas a la autoridad 		
	 laboral.

		  10.	  La notificación de Enfermedad Profesional corre a cargo de la entidad gestora  
	 o colaboradora (Mutua) y no del empresario. La tramitación se realiza mediante la 			
	 cumplimentación de un modelo oficial por medios electrónicos a través del sistema CEPROSS.
 	 La empresa facilitará a la Mutua toda la información que requiera. La comunicación inicial del 	
	 parte habrá de llevarse a cabo dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que se
 	 haya producido el diagnóstico de la enfermedad profesional. La totalidad de los datos se 		
	 deberán transmitir en el plazo máximo de los cinco días hábiles siguientes a la comunicación inicial.

		  11. 	 Entregar una copia del parte al trabajador accidentado o declarado enfermo.

		  12. 	 Realizar una investigación, a fin de detectar las causas de estos hechos. Esta
 	 obligación se extiende a todos los accidentes de trabajo y a todas las enfermedades 		
	 profesionales, causen o no baja médica.

		  13. 	 Informar a los representantes de los trabajadores y dejar que participen en la 	
	 investigación.

		  14. 	 Revisar la Evaluación de Riesgos.

	 El Delegado de Prevención deberá llevar a cabo diferentes actuaciones cuando se produzcan 
daños para la salud de los trabajadores:

		  15. 	 Velar porque la contingencia sea considerada profesional, asegurándose que se
 	 ha notificado el Parte de Accidente o de Enfermedad Profesional, mediante el correspondiente
 	 sistema electrónico, Delt@ o CEPROSS. En el caso de no ser así se podrá denunciar ante la 	
	 Inspección de Trabajo.

		  16. 	 Vigilar que el trabajador recibe una copia del parte de accidente o de enfermedad
 	 profesional.

		  17. 	 Solicitar copia de los partes de enfermedad profesional y de los accidentes de 	
	 trabajo con baja, y copia de la relación mensual de los accidentes sin baja.

		  18. 	 Participar activamente en la investigación de cualquier daño para la salud que 	
	 sufran los trabajadores.

		  19. 	 Controlar que s se implantan las medidas preventivas que se determinaron en la
 	 revisión de la evaluación de riesgos efectuada tras producirse un accidente de trabajo o 	
	 enfermedad profesional.
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		  20.	 Asegurar que la empresa comunica a la autoridad laboral, dentro de las 24 horas,
 	 los accidentes de trabajo graves, muy graves o mortales o que que afectan a 4 o más trabajadores.

		  21.	 Vigilar que los trabajadores que vayan ocupar puestos de trabajo susceptibles 
	 de generar una enfermedad profesional, son sometidos a reconocimientos médicos iniciales y 	
	 periódicos.

		  22.	 Realizar un seguimiento de los trabajadores accidentados, al objeto de garantizar
 	 que se respetan sus derechos y comunicando a la empresa cualquier tipo de incidencia que se
 	 pueda presentar por la actuación de la Mutua.

		  6. Recibir del empresario la información, obtenida por éste procedente de las personas
 	 u órganos encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como 	
	 de los organismos competentes para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio 	
	 de lo dispuesto en el art. 40 en materia de colaboración con la ITSS.

	 Como hemos visto en apartados anteriores, los Delegados de Prevención para el ejercicio de 
sus competencias y facultades deben contar con información y documentación suficiente, que les ha 
de facilitar el empresario, referente a:

		  23.	 Plan de Prevención.

		  24.	 Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores, tanto
 	 de aquellos que afecten a la empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.

		  25.	 La Planificación de las medidas y actividades de protección y prevención 	
	 aplicables a los riesgos identificados.

		  26.	 Manual de instrucciones y fichas técnicas de las máquinas y equipos de trabajo.

		  27.	 Fichas de datos de seguridad de los productos químicos.

		  28.	 Información sobre el sistema elegido para la gestión de la prevención.

		  29.	 Plan de emergencia del centro de trabajo.

		  30.	 Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

		  31.	 Protocolos médicos aplicados en los reconocimientos médicos y resultados de 	
	 los mismos.

		  32.	 Plan de formación anual en materia preventiva.

		  33.	 Contratos de prestación de obras o servicios entre empresas y la documentación
 	 derivada de la coordinación de actividades empresariales.

		  34.	 Existencia de trabajadores de empresas de trabajo temporal o de subcontratas 	
	 que realizan sus funciones en el centro de trabajo.

		  35.	 Memoria y programación anual de la actividad del Servicio de Prevención con el
 	 que el empresario haya concertado la actividad preventiva.
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		  36.	 Los informes de las auditorias.

		  37.	 La Inspección de Trabajo debe informar de su presencia en el centro, de sus 	
	 actuaciones y de los requerimientos formulados al empresario.

		  38.	 Resultados de las visitas efectuadas por los técnicos del Instituto Regional de 	
	 Seguridad y Salud de la Junta de Castilla y León.

		  39.	 Cualquier otra información o documentación necesaria para el ejercicio de sus 	
	 funciones.

		  7. Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control 
	 del estado de las condiciones de trabajo, pudiendo acceder a cualquier zona de los mismos y 	
	 comunicarse durante la jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal 	
	 desarrollo del proceso productivo.

	 Llevar a cabo visitas periódicas resulta muy útil a la hora de detectar posibles riesgos que 
hayan pasado inadvertidos para el técnico de prevención, o para detectar nuevos riesgos que se estén 
produciendo en la empresa. Además durante las visitas deben vigilar que se cumple la normativa de 
prevención y los plazos establecidos para llevar a cabo las medidas preventivas propuestas en la 
planificación.

	 Mediante las visitas, los trabajadores podrán expresar al Delegado de Prevención todas las 
observaciones que consideren oportunas, a fin de que éste último las traslade a la empresa. Las visitas 
a los lugares de trabajo se convierten, por lo tanto, en un mecanismo de participación activa de todos 
los trabajadores.

	 El conocimiento de la existencia de un problema dentro de la empresa depende, en gran 
medida, de la actividad sindical que desarrolle el Delegado de Prevención. Interesarse por dichos 
problemas, por las opiniones de sus compañeros, por la investigación de los accidentes que ocurran, 
por el análisis de la información suministrada por la empresa, debe ser la estrategia sindical que se 
debe seguir para procurar que la labor en esta materia sea lo más fructífera posible.

		  8. Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la 	
	 mejora de los niveles de protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a
 	 tal fin efectuar propuestas al empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su 	
	 discusión en el mismo.

	 Los Delegados tienen la facultad y el deber de realizar todas aquellas propuestas que crean 
convenientes para la mejora de las condiciones de trabajo (modelo A1) de todos los trabajadores que 
desempeñan sus funciones en las instalaciones de la empresa, incluyendo a los de ETT’s y a los de las 
empresas subcontratadas.

	 Cuando los Delegados realicen propuestas de mejora de las condiciones de trabajo y éstas 
sean aceptadas por el empresario, deberán instarle a que fije un plazo de puesta en práctica de la 
medida preventiva y vigilar y controlar su cumplimiento.

	 Cuando la respuesta sea negativa, el empresario deberá motivarla exponiendo las razones y 
fundamentos que le han llevado a ello.

	 Las propuestas se realizarán por escrito y con acuse de recibo, indicando el puesto de trabajo, 
el riesgo detectado y la medida preventiva propuesta.
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		  9. Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de
 	 paralización de actividades en caso de riesgo grave e inminente (artículo 21 LPRL)

	 La LPRL en su artículo 4.4 define como riesgo grave o inminente “aquel que resulte probable 
racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud 
de los trabajadores”.

	 Ante una situación de riesgo grave o inminente el empresario está obligado a tomar todas las 
medidas necesarias para preservar la seguridad y la salud de los trabajadores (art. 21.1 de la LPRL):

	 	 • Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia 
	 de dicho riesgo y de las medidas adoptados o que en su caso deban adoptarse en materia de
 	 protección.

	 	 • Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que en caso de peligro 	
	 grave, inminente e inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y si fuera 	
	 necesario, abandonar de inmediato el lugar de trabajo.

	 	 • Disponer de lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto 	
	 con su superior jerárquico ante una situación de riesgo grave e inminente para su seguridad, 	
	 la de otros trabajadores, o la de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta 	
	 de sus conocimientos y de los medios técnicos puestos a su disposición, de adoptar las 	
	 medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

	 Cuando el empresario no adopte o no permita la adopción de las medidas necesarias para 
garantizar una  protección eficaz ante la existencia de un riesgo grave o inminente, el trabajador tendrá 
derecho a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo.

	 Así mismo, el Delegado de Prevención puede, ante una situación de riesgo grave o inminente, 
proponer la paralización de la actividad al órgano de representación de los trabajadores (modelo A6).

	 Si por la urgencia no es posible reunir al Comité de Empresa o en su caso al conjunto de los 
Delegados de Personal, los Delegados de Prevención, por acuerdo mayoritario podrán acordar la 
decisión de paralizar la actividad. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa (modelo A7) 
y a la autoridad laboral (modelo A8), la cual en el plazo de 24 horas, anulará o ratificará la paralización 
acordada.

	 El empresario no podrá exigir a los trabajadores que reanuden su actividad mientras 
persista la situación de riesgo, salvo que existan razones, debidamente justificadas y determinadas 
reglamentariamente, que evidencien la necesidad de reanudar la actividad por motivos de seguridad.

	 Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción 
de las medidas para paralizar la actividad, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido 
negligencia grave.
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10.1.3.3. GARANTÍAS DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN

	 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales reconoce, en su artículo 37, lo previsto por el 
artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías a los Delegados de Prevención en 
su condición de representantes de los trabajadores, para que puedan ejercer libremente sus funciones 
sin temer represalias del empresario.

	 Conocer las garantías por parte de los Delegados de Prevención es fundamental para que sus 
derechos no se encuentren limitados por las presiones que pueda ejercer el empresario y se dediquen 
a luchar por la mejora de las condiciones de los trabajadores.
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	 Las garantías que atribuye el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores son:

		  a) Apertura de expediente contradictorio en el supuesto de sanciones por faltas graves 
	 o muy graves, en el que serán oídos, aparte del interesado, el comité de empresa o restantes 	
	 delegados de personal.
		  Esto supone que antes de imponer sanciones graves o muy graves a un representante 	
	 es necesaria la apertura de un expediente contradictorio en el que serán oídos, el interesado y
 	 los restantes representantes de los trabajadores.
		  Los demás aspectos relativos al desarrollo del expediente se regularán en convenio colectivo 

		  b) Prioridad de permanencia en la empresa o centro de trabajo respecto de los demás 	
	 trabajadores, en los supuestos de suspensión o extinción por causas tecnológicas o económicas.
		  Esta prioridad también opera en los supuestos de movilidad geográfica cuando esté 	
	 referida al mismo grupo profesional (art. 40.5 del Estatuto de los Trabajadores).

		  c) No ser despedido ni sancionado durante el ejercicio de sus funciones ni dentro del 	
	 año siguiente a la espiración de su mandato, salvo en caso de que ésta se produzca por 	
	 revocación o dimisión, siempre que el despido o sanción se base en la acción del trabajador en
 	 el ejercicio de su representación.
		  Asimismo no podrá ser discriminado en su promoción económica o profesional en 	
	 razón, precisamente, del desempeño de su representación.

		  d) Expresar, colegiadamente si se trata del comité, con libertad sus opiniones en las
 	 materias concernientes a la esfera de su representación, pudiendo publicar y distribuir, 		
	 sin perturbar el normal desenvolvimiento del trabajo, las publicaciones de interés laboral o 	
	 social, comunicándolo a la empresa.
		  No podrán vulnerarse los límites generales de este derecho como son: el respeto al 	
	 honor, a la intimidad y a la propia imagen de otras personas.

		  e) Disponer de un crédito horario. En este sentido debemos aclarar que el delegado 	
	 de prevención como tal NO DISPONE DE CREDITO HORARIO, sino que será en su condición 	
	 de delegado de personal o miembro de comité de empresas acreedor del crédito horario que 	
	 establece el Estatuto de los Trabajadores.

		  Para salvar el problema que puede generar la ausencia de crédito horario, La LPRL 	
	 establece que el tiempo utilizado por los Delegados de Prevención durante el desempeño de 	
	 las siguientes actividades, no será imputable al crédito horario mensual: 

			   8. Reuniones del Comité de Seguridad y Salud y cualesquiera otras convocadas 
 		  por el empresario en materia de prevención de riesgos laborales.
			   9. El destinado en acompañar en las visitas a los técnicos de prevención y a los
 		  Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, y cuando se personen en el lugar de los 	
		  hechos en que se hayan producido daños para la salud.
			   10. El tiempo dedicado a la formación.

	 Significa por tanto que el desempeño del resto de funciones se hará con cargo al crédito horario 
que el delegado de prevención ostenta en su condición de delegado de personal, porque no podemos 
olvidar que el delegado de prevención ostenta a su vez la condición de delegado de personal.

	 El crédito horario que establece el estatuto de los Trabajadores debe ser considerado de 
mínimos, pudiendo ampliarse a través del Convenio Colectivo.
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10.1.4. SIGILO PROFESIONAL DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN

	 El artículo 37.2 de la LPRL determina que a los delegados de prevención les será de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 65 del Estatuto de los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional respecto 
de las informaciones a que tuviesen acceso como consecuencia de su labor de representación en la 
empresa.

	 Esto incluye no utilizar ningún documento entregado por la empresa fuera del estricto ámbito 
de la misma y para fines distintos de los que motivaron su entrega.

	 El deber de sigilo subsistirá incluso tras la espiración de su mandato e independientemente del 
lugar en que se encuentren.

10.1.5.CRÉDITO HORARIO DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN

	 El artículo 37.1 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales reitera que a los Delegados de 
Prevención les serán de aplicación las garantías del artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores y 
establece una serie de precisiones respecto al Crédito Horario.

	 El tiempo que se invierta desempeñando sus funciones en materia de prevención de riesgos 
será considerado como ejercicio de funciones de representación con cargo al crédito horario mensual.

	 Ahora bien, dada la extensión de las funciones y competencias que deben ejercer los Delegados 
de Prevención, el legislador ha establecido una serie de funciones cuyo desarrollo se considera tiempo 
de trabajo efectivo, sin imputación al crédito horario:

	 5. Reuniones del Comité de Seguridad y Salud.
	 6. Cualquier otra reunión convocada por el empresario en materia de prevención de riesgos laborales.
	 7. Cuando se acompaña a los técnicos de prevención.
	 8. Cuando se acompaña a los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social.
	 9. Cuando se acude al lugar de los hechos en que se hayan producido daños para la salud para
 	 conocer las circunstancias de los mismos.
	 10. El tiempo dedicado a la formación.

	 Mediante Negociación Colectiva se puede aumentar del número de horas sindicales para los 
Delegados de Prevención.

10.1.6.FORMACIÓN DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN

	 El artículo 37.2 de la LPRL establece que el empresario deberá proporcionar a los Delegados 
de Prevención los medios y la formación en materia preventiva que resulte necesaria para el ejercicio 
de sus funciones.

	 La formación se deberá facilitar por el empresario por sus propios medios o mediante concierto 
con organismos o entidades especializadas en la materia y deberá adaptarse a la evolución de los 
riesgos y a la aparición de otros nuevos, repitiéndose periódicamente si fuera necesario.

	 El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de trabajo efectivo a todos 
los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso sobre los delegados.

	 La formación del Delegado de Prevención deberá ser como mínimo de 30 horas, salvo en las 
empresas que desarrollan alguna actividad incluida en el Anexo I del Reglamento de los Servicios de 
Prevención que tendrá una duración de 50 horas. La formación recibida les capacitará pará para el 
desempeño de las funciones de nivel básico
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	 El convenio colectivo podrá mejorar estos mínimos estableciendo una formación de mayor duración.

El programa del curso recibido deberá corresponderse con el establecido en el Anexo IV del Real 
Decreto 39/1997, de 17 de enero por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención.

	 Contenido mínimo del programa de formación, para el desempeño de las funciones de 	
	 nivel básico (30 horas)

	 I. Conceptos básicos sobre seguridad y salud en el trabajo. Total horas: 7

	 a) El Trabajo y la Salud: los riesgos profesionales. Factores de riesgo.
	 b) Daños derivados de trabajo. Los Accidentes de Trabajo y las Enfermedades profesionales. 	
	 Otras patologías derivadas del trabajo.
	 c) Marco normativo básico en materia de prevención de riesgos laborales. Derechos y deberes
 	 básicos en esta materia.

	 II. Riesgos generales y su prevención. Total horas: 12

	 a) Riesgos ligados a las condiciones de Seguridad.
	 b) Riesgos ligados al medio-ambiente de trabajo.
	 c) La carga de trabajo, la fatiga y la insatisfacción laboral.
	 d) Sistemas elementales de control de riesgos. Protección colectiva e individual.
	 e) Planes de emergencia y evacuación.
	 f) El control de la salud de los trabajadores.

	 III. Riesgos específicos y su prevención en el sector correspondiente a la actividad de la 	
	 empresa. Total horas: 5

	 IV. Elementos básicos de gestión de la prevención de riesgos. Total horas: 4

	 a) Organismos públicos relacionados con la Seguridad y Salud en el Trabajo.
	 b) Organización del trabajo preventivo: “rutinas” básicas.
	 c) Documentación: recogida, elaboración y archivo.

	 V. Primeros auxilios. Total horas: 2



144

Manual del delegado de prevención

10.1.7.REGISTRO DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN

	 La Comunidad de Castilla y León con el fin de cumplir las competencias ejecutivas en materia 
de representación de los trabajadores en las empresas ha creado un instrumento organizativo, el 
«Registro de las actas de nombramiento de Delegados de Prevención de Riesgos Laborales».

	 Este Registro se crea por Orden de 11 de septiembre de 1997, de la Consejería de Industria, 
Comercio y Turismo (BOCYL de 24/09/1997) (Anexo-Formularios modelo B1).

	 Está adscrito a las Oficinas Territoriales de Trabajo y desde la Dirección General de Trabajo y 
Prevención de Riesgos Laborales se coordina a nivel autonómico.

	 Es un registro de carácter público cuya finalidad es:

		  11.	 Dar publicidad a los nombramientos efectuados.
		  12.	 Facilitar cuanta información pueda recabar la Inspección de Trabajo y Seguridad
 		  social, cualesquiera Autoridad Laboral o judicial, o las empresas y trabajadores si 	
		  tuvieran la condición de interesados y cualesquiera otros ciudadanos, conforme a lo
 		  establecido en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 	
		  Procedimiento Administrativo Común.
		  13.	 Emitir las certificaciones pertinentes que sean solicitadas por los organismos 	
		  públicos particulares antes mencionados.

	 El procedimiento de registro establece que, una vez efectuada la designación del delegado o 
delegados de prevención de riesgos laborales, bien la empresa afectada, bien el trabajador elegido 
o cualquiera de los elegidos, personalmente o a través de representante, comunicará a la Oficina 
Territorial de Trabajo tal nombramiento mediante la presentación del acta levantada al efecto, conforme 
al modelo que figura en el Anexo I de la citada Orden (Anexo-Formularios modelo A3). La Oficina 
Territorial de Trabajo procederá a emitir justificante de dicha presentación.

	 Las actas de nombramiento serán depositadas y custodiadas en la Oficina Territorial de Trabajo 
de la provincia correspondiente y actualizadas conforme a las notificaciones que periódicamente 
efectúen los interesados.

	 Cumplido el trámite de registro y depósito del acta de nombramiento, la Oficina Territorial 
de Trabajo procederá de oficio a emitir certificación individualizada de las personas designadas que 
figuran en el acta.



145

10. DELEGADOS DE PREVENCIÓN. COMITÉS DESEGURIDAD Y SALUD

10.2.  COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD

10.2.1. CONCEPTO 

	 El Comité de Seguridad y Salud (CSS) es la figura de participación conjunta del empresario y 
los trabajadores, en aquellas empresas o centros de trabajo que cuentan con 50 trabajadores o más 
(artículo 38 de la LPRL). Es el foro de participación para la planificación de la prevención en el centro.

	 Como ya hemos visto, es un órgano colegiado y paritario, formado por los delegados de 
prevención y por los representantes de la empresa en igual número.

	 Las decisiones que se toman en él sobre actuaciones a seguir por la empresa en materia de 
seguridad y salud, pasan a tener carácter obligatorio para la empresa. Por ello es fundamental que 
se elabore un acta, tras cada reunión del Comité de Seguridad y Salud, en la que se refleje todo lo 
sucedido y vaya firmada por todos y cada uno de los miembros del Comité presentes en la reunión.
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10.2.2. CONSTITUCIÓN DEL COMITÉ

	 La constitución del Comité en los centros de trabajo, es fundamental, ya que permite proponer 
y alcanzar acuerdos, en los cuales se recogerá, por escrito, la implicación de la empresa en la mejora 
de la actuación preventiva y se fijarán plazos en los que dichas actuaciones deberán llevarse a cabo.

	 La responsabilidad de llevar a cabo las medidas preventivas y las consecuencias por 
incumplimiento en materia de seguridad y salud, es únicamente del empresario.

	 El Comité de Seguridad y Salud deberá tener un Reglamento de Funcionamiento Interno, en el 
cual se establezcan aspectos como las funciones del Presidente y del Secretario, periodicidad de las 
reuniones (mínimo trimestrales), forma de convocar las reuniones extraordinarias....

	 El primer paso para formar el CSS es comunicarle a la empresa la solicitud de constitución 
(modelo A9), instando a ésta para que nombre a sus representantes en el mismo y solicitándole que 
no incluya a los miembros del servicio de prevención de la empresa (cuando exista), pues este es un 
órgano asesor de la empresa que debe mantenerse al margen de los intereses empresariales.

	 Una vez que la empresa haya designado a sus representantes, se convocará una reunión en 
cuyo orden del día figure como punto principal: “Constitución del Comité de Seguridad y Salud”.

	 En el acta de constitución del CSS (Anexo-Formularios modelo A10) quedará constancia de las 
personas que lo integran. Con posterioridad a la constitución del Comité, se deberá convocar una 
reunión en la cual se aprobará el reglamento de funcionamiento interno y se elegirá al presidente y al 
secretario.

	 En las reuniones pueden acudir y participar, con voz pero sin voto, los Delegados sindicales y 
los responsables técnicos de la prevención en la empresa o ajenos a la misma cuando lo solicite alguna 
de las representaciones. En las mismas condiciones será posible la participación de trabajadores de 
la empresa especialmente cualificados o informados sobre una cuestión a debatir.

	 Los miembros del CSS podrán solicitar asesoramiento a UGT sobre cualquier materia del orden 
del día previsto para una reunión, en la que necesiten apoyo técnico, y si lo desean pueden pedir la 
asistencia a la reunión de un asesor técnico de UGT. En este caso deberán comunicárselo a la empresa 
con la debida antelación, por escrito y con acuse de recibo (Anexo-Formularios modelo A5).

	 El artículo 39 de la Ley 31/1955 de Prevención de Riesgos laborales otorga, al Comité de 
Seguridad y Salud, una serie de competencias y facultades que les van a permitir cumplir con sus 
funciones en materia preventiva.

10.2.3. COMPETENCIAS DEL COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD

	 El apartado 1 del artículo 39 de la LPRL estable las siguientes competencias para el CSS:

	 . Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de 
prevención de riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en 
práctica y en lo referente a su incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad 
organizativa de la empresa y, en su caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con 
las que la empresa hubiera concertado la realización de actividades preventivas; los proyectos en 
materia de planificación, organización del trabajo e introducción de nuevas tecnologías, organización 
y desarrollo de las actividades de protección y prevención y proyecto y organización de la formación 
en materia preventiva.
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	 . Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los 
riesgos, proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias 
existentes.

	 El Real Decreto 604/2006, de 19 de mayo, por el que se modifican el Real Decreto 39/1997, de 
17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención, y el Real Decreto 
1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y 
salud en las obras de construcción, amplía las competencias del Comité de Seguridad y Salud con lo 
siguiente:

	 • Se debatirán, y en su caso se acordarán, en el seno del Comité de Seguridad y Salud de la 	
	 empresa, los criterios a tener en cuenta para la selección de la entidad con la que se vaya a 	
	 concertar dicho servicio, así como las características técnicas del concierto.

	 • Deberán debatirse, y en su caso ser acordadas, en el seno de cada uno de los Comités 	
	 de Seguridad y Salud de las empresas afectadas las condiciones en que el Servicio de 		
	 Prevención Mancomunado debe desarrollarse.

	 Los miembros del CSS deben ser consultados y participar tanto en la elaboración de los planes 
y programas como en su puesta en marcha y en la evaluación de su eficacia.

	 Los miembros del CSS tendrán acceso a toda la documentación relativa a la seguridad y salud 
de los trabajadores, al igual que lo visto para los Delegados de Prevención. No hay que olvidar que 
estos son miembros del CSS.

	 En el seno del CSS se debatirán todos aquellos temas que tengan que ver con la mejora de las 
condiciones de trabajo: planificación y organización del trabajo, introducción de nuevas tecnologías, 
organización y desarrollo de actividades preventivas y organización de la formación.

	 Los miembros del CSS pueden y deben realizar propuestas de mejora de las de las condiciones 
de trabajo para conseguir una mejor integración y eficacia de la prevención de riesgos en la empresa.
Las propuestas serán realizadas por escrito y con acuse de recibo, en las reuniones del CSS y se 
reflejarán en el acta de la reunión, que será firmada por todos y cada uno de los miembros asistentes.

10.2.4. FACULTADES DEL COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD

	 El artículo 39.2 de la Ley de Prevención de Riesgos establece las siguientes facultades a los 
Delegados de Prevención para el desarrollo de sus competencias:

	 • Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo,
 	 realizando a tal efecto las visitas que estime oportunas.
	 • Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean 
	 necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del
 	 servicio de prevención, en su caso.
	 • Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores,
 	 al objeto de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.
	 • Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

	 Los miembros del Comité, están facultados, como Delegados de Prevención que son, para 
realizar visitas a los puestos de trabajo para obtener información sobre las condiciones de trabajo.

	 El Comité de Seguridad y Salud puede y debe solicitar al empresario toda la documentación e 
información relativa a las condiciones de trabajo, así como aquellos informes que recojan la actividad 
preventiva del servicio de prevención: programación anual de las actividades preventivas y memoria 
de la actuación preventiva del año anterior.
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11. LA INSPECCIÓN DE TRABAJO

11.1. CONCEPTO.

	 La Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS) es la organización administrativa responsable del 
control y vigilancia del cumplimiento de las normas de orden social, que incluye los servicios de exigencia 
de las responsabilidades administrativas pertinentes en que puedan incurrir empresas y trabajadores, así 
como el asesoramiento e información a los mismos en materia laboral y de seguridad social.
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	 La función inspectora es desempeñada por los funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social y por los funcionarios del Cuerpo de Subinspectores de Empleo y Seguridad 
Social. Sólo los primeros tienen competencias en materia de prevención de riesgos laborales y en materia 
de relaciones laborales.
	 Las Comunidades Autónomas pueden acreditar a funcionarios técnicos como colaboradores de la 
Inspección en materia de prevención de riesgos laborales.

¿Puedo como Delegado solicitar la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social?

	 Si. Puede toda persona que tenga conocimiento de hechos que pudieran constituir infracciones en 
materia laboral, seguridad y salud laboral, Seguridad Social, empleo, etc. Es decir, pueden presentar denuncia 
no sólo quienes estuvieran directamente afectados por las supuestas infracciones. Igualmente, empresarios y 
trabajadores pueden solicitar al inspector información técnica con ocasión de la actuación inspectora.

¿Dónde y cómo se solicita la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social?

	 En las Inspecciones provinciales, Áreas o Dependencias Provinciales de Empleo y Seguridad Social, 
y unidades correspondientes de las Comunidades Autónomas a través de una denuncia por escrito.
	 La denuncia debe contener, además de los datos de identificación del denunciante y su firma, 
los hechos presuntamente constitutivos de infracción, fecha y lugar en que se produjo la infracción, 
identificación de presuntamente responsables y demás circunstancias relevantes. Las denuncias 
presentadas tienen carácter confidencial.
	 En las Inspecciones provinciales puede obtenerse un modelo normalizado de denuncia. Este 
modelo también se encuentra disponible en la página de internet:
http://www.empleo.gob.es/itss/web/Sala_de_comunicaciones/Como_denunciar_ITSS.html

¿Cómo se realizan las inspecciones?

	 La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desarrollará mediante visita 
de inspección a los centros o lugares de trabajo, sin necesidad de aviso previo, pudiendo realizarse 
dichas visitas por un único funcionario o conjuntamente por varios y podrá extenderse durante el 
tiempo necesario.

	 La inspección también puede realizarse mediante requerimiento de comparecencia ante 
el funcionario actuante de quien resulte obligado (empresarios, trabajadores o beneficiarios de las 
prestaciones sociales) aportando la documentación que se señale en cada caso, o para efectuar las 
aclaraciones pertinentes en las oficinas de la Inspección u otra oficina pública.

Igualmente la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá actuar mediante comprobación de 
datos y antecedentes que obren en las Administraciones Públicas. A tal efecto, podrá valorar los datos 
o antecedentes que le suministren otras Administraciones Públicas de la Unión Europea.

	 Cuando iniciada la visita de inspección no fuese posible su prosecución y finalización por no 
aportar el sujeto a inspección los antecedentes o documentos solicitados, la actuación proseguirá en 
virtud de requerimiento para su aportación.

	 Las actuaciones comprobatorias de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a un mismo 
sujeto no podrán dilatarse por un tiempo superior a nueve meses; salvo dilaciones imputables al sujeto 
inspeccionado o a las personas dependientes del mismo, o dilaciones debidas a dificultades en la 
cooperación administrativa internacional.
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	 No obstante, podrá ampliarse dicho plazo por otro periodo que no excederá de nueve meses, 
cuando concurran las siguientes circunstancias:

	 . Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y complejidad. 
	 . Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado ha obstruido
 	   u ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades, o de las personas que las desempeñen 
	 . Cuando la actuación inspectora requiera de cooperación administrativa internacional. 

	 Una vez iniciadas las actuaciones comprobatorias no podrán interrumpirse por tiempo superior 
a cinco meses, salvo que la interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él 
dependientes. En el cómputo de dichos plazos no se considerará incluido el tiempo transcurrido durante 
el plazo concedido al sujeto obligado en el supuesto de formularse requerimiento de subsanación de 
incumplimientos previos por parte del órgano inspector.

	 Los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social reflejan sus actuaciones en 
el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Dicho documento ha de estar 
permanentemente a disposición de los funcionarios de la Inspección de Trabajo en cada centro de 
trabajo.

¿Cuáles son los centros y lugares de trabajo que pueden ser inspeccionados?

	 La Inspección de Trabajo y Seguridad Social es responsable de la vigilancia y control del 
cumplimiento de normas de orden social en todos los sectores de actividad económica (industria, 
construcción, servicios y agricultura), exceptuándose sólo algunos establecimientos cuya vigilancia 
está atribuida a otros órganos de las Administraciones Públicas. Así, la actuación de la Inspección se 
realiza en los siguientes lugares y centros de trabajo:

	 1. Las empresas públicas o privadas. 
	 2. Los vehículos y los medios de transporte en general, en los que se preste trabajo, incluidos 	
	 los  buques de la marina mercante y pesquera, los aviones y aeronaves civiles, así como las 	
	 instalaciones y explotaciones auxiliares o complementarias en tierra para el servicio de aquéllos. 
	 3. Los puertos, aeropuertos, vehículos y puntos de salida, escala y destino, en lo relativo a los 	
	 viajes de emigración. 
	 4. Las entidades y empresas colaboradoras en la gestión de la Seguridad Social. 
	 5. Las entidades públicas o privadas que colaboren con las distintas Administraciones públicas
 	 en materia de protección y promoción social. 
	 6. Las sociedades cooperativas en relación a su constitución y funcionamiento y al 		
	 cumplimiento de las normas de orden social en relación a sus socios trabajadores o socios de
 	 trabajo, y a las sociedades laborales en cuanto a su calificación como tales. 

11.2.OTRAS FUNCIONES QUE DESEMPEÑA LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

	 Además de la vigilancia y control del cumplimiento de la normativa en el orden social, la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social desarrolla las siguientes funciones:

	 . Funciones de asistencia técnica: 
	 . Facilitar información técnica a empresas y trabajadores, con ocasión del ejercicio de la función inspectora. 
	 . Prestar asistencia técnica a entidades y organismos de la Seguridad Social, cuando les sea solicitada. 
	 . Informar, asistir y colaborar con otros órganos de las Administraciones públicas respecto a la
 	 aplicación de normas de orden social, o a la vigilancia y control de ayudas y subvenciones públicas. 
	 . Emitir los informes que les sean solicitados por los órganos judiciales competentes, en el 	
	 ámbito de las funciones y competencias inspectoras cuando así lo establezca una norma legal. 
	 . Funciones de arbitraje, conciliación y mediación.
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11.3. ATRIBUCIONES DE LOS FUNCIONARIOS DEL SISTEMA DE INSPECCIÓN DE TRABAJO EN 
EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES

	 Los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y los Subinspectores de Empleo y Seguridad 
Social, en el ejercicio de sus funciones, están autorizados para:

	 • Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en todo centro de trabajo, 
establecimiento o lugar sujeto a inspección y a permanecer en el mismo. Si el centro sometido a 
inspección coincidiese con el domicilio de la persona física afectada, deberán obtener su expreso 
consentimiento o, en su defecto, la oportuna autorización judicial.Al efectuar una visita de inspección, 
deberán comunicar su presencia al empresario o a su representante o persona inspeccionada, a menos 
que consideren que dicha comunicación pueda perjudicar el éxito de sus funciones. 

	 • Requerir información, solo o ante testigos, al empresario o al personal de la empresa sobre 
cualquier asunto relativo a la aplicación de las disposiciones legales, así como a exigir la identificación, 
o razón de su presencia, de las personas que se encuentren en el centro de trabajo inspeccionado. 

	 • Exigir la comparecencia del empresario o de sus representantes y encargados, de los 
trabajadores, de los perceptores o solicitantes de prestaciones sociales y de cualesquiera sujetos 
incluidos en su ámbito de actuación, en el centro inspeccionado o en las oficinas públicas designadas 
por el Inspector o Subinspector actuante. 

	 • Examinar en el centro de trabajo la documentación y los libros de la empresa con trascendencia 
en la verificación del cumplimiento de la legislación del orden social competencia del Inspector o 
Subinspector actuante. Dichos funcionarios podrán requerir la presentación de dicha documentación 
en las oficinas públicas correspondientes. 

	 • Adoptar, en cualquier momento del desarrollo de sus actuaciones, las medidas cautelares que 
estimen oportunas y sean proporcionadas al fin que se persiga, para impedir la destrucción, desaparición 
o alteración de la documentación mencionada en el apartado anterior, siempre que no cause perjuicio de 
difícil o imposible reparación a los sujetos responsables o implique violación de derechos. 

Los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social están autorizados además para:

	 - Hacerse acompañar en las visitas de inspección por los trabajadores, sus representantes y 
por los peritos y técnicos de la empresa o habilitados oficialmente que estimen necesario para el mejor 
desarrollo de la función inspectora. 

	 - Tomar o sacar muestras de sustancias y materiales utilizados o manipulados en el 
establecimiento, realizar mediciones, obtener fotografías, vídeos, grabación de imágenes, levantar 
croquis y planos, siempre que se notifique al empresario o a su representante, así como obtener 
copias y extractos de los documentos que se indican en el punto anterior. 

	 Para el desarrollo de las funciones inspectoras, los Inspectores y Subinspectores podrán 
solicitar la colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
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11.4. MEDIDAS QUE PUEDE ADOPTAR LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

	 Si como resultado de las comprobaciones realizadas se constatasen incumplimientos de la normativa 
en el orden social, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá adoptar las siguientes medidas:

	 . Advertir y requerir al sujeto responsable, en vez de iniciar un procedimiento sancionador, 
cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen, y siempre que no se deriven daños ni perjuicios 
directos a los trabajadores. 
	 . Ordenar la paralización inmediata de trabajos o tareas por inobservancia de la normativa 
sobre prevención de riesgos laborales, de concurrir riesgo grave e inminente para la seguridad y salud 
de los trabajadores. 
	 . Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, subsane las deficiencias 
constatadas, incluidas las que sean precisas en las instalaciones o métodos de trabajo, a fin de 
garantizar la seguridad y salud laboral de los trabajadores. 
	 . Iniciar el procedimiento sancionador mediante la extensión de actas de infracción por los 
incumplimientos comprobados o por producirse obstrucción a la labor inspectora, o requiriendo a las 
Administraciones públicas por incumplimiento de disposiciones relativas a la salud o seguridad del 
personal civil a su servicio. 
	 . Iniciar el procedimiento liquidatorio: mediante la extensión de actas de liquidación en el 
caso de que se constataran deudas en la cotización a la Seguridad Social o respecto de los demás 
conceptos que se recaudan conjuntamente. 
	 . Promover la adecuada inclusión de empresas y trabajadores en el régimen de la Seguridad 
Social que les corresponda. 
	 . Instar del correspondiente organismo la suspensión o cese en la percepción de prestaciones 
sociales, si se constatase su obtención o disfrute indebido, proponiendo en su caso la devolución de 
lo indebidamente percibido en prestaciones o ayudas. 
	 . Comunicar al Ministerio Fiscal los hechos constatados si se apreciase la comisión de delito. 
	 . Proponer la formulación de demandas de oficio ante la Jurisdicción de lo Social en los 
supuestos previstos en la Ley. 
	 . En los supuestos en que la actuación inspectora afecte a empresas establecidas en otros 
Estados miembros de la Unión Europea y de que los hechos comprobados puedan ser sancionados 
por el Estado miembro de origen de la empresa, estos hechos podrán ponerse en conocimiento de la 
autoridad competente del otro país para que inicie el procedimiento sancionador, sin perjuicio de que 
pueda adoptar otras medias que considere pertinentes. 
	 . Cuantas otras medidas se deriven de la legislación en vigor. 

¿Qué otras funciones desempeña la Inspección de Trabajo y Seguridad Social?

Además de la vigilancia y control del cumplimiento de la normativa en el orden social, la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social desarrolla las siguientes funciones:

	 - Funciones de asistencia técnica: 
	 - Facilitar información técnica a empresas y trabajadores, con ocasión del ejercicio de la función inspectora. 
	 - Prestar asistencia técnica a entidades y organismos de la Seguridad Social, cuando les sea solicitada. 
	 - Informar, asistir y colaborar con otros órganos de las Administraciones públicas respecto a la
 	 aplicación de normas de orden social, o a la vigilancia y control de ayudas y subvenciones públicas. 
	 - Emitir los informes que les sean solicitados por los órganos judiciales competentes, en el 	
	 ámbito de las funciones y competencias inspectoras cuando así lo establezca una norma legal. 
	 - Funciones de arbitraje, conciliación y mediación. 



155

11. LA INSPECCIÓN DE TRABAJO



156

Manual del delegado de prevención

12
INFRACCIONES 

EN EL 
ORDEN SOCIAL



157

12. INFRACCIONES EN EL ORDEN SOCIAL



158

Manual del delegado de prevención

12. INFRACCIONES EN EL ORDEN SOCIAL

12.1. CONCEPTO

	 Son infracciones administrativas en el orden social las acciones u omisiones de los sujetos 
responsables (personas físicas o jurídicas y comunidades de bienes) tipificadas y sancionadas como 
tales en la normativa del orden social. Las infracciones se califican como leves, graves o muy graves 
en función de los derechos y deberes afectados en cada caso.

12.2. TIPOS DE INFRACCIONES

	 En función de la normativa de orden social infringida, se distinguen los siguientes tipos de 
infracciones administrativas:

. Infracciones laborales: 
	 Se incluyen aquí las acciones u omisiones de los empresarios contrarias a las normas legales, 
reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de relaciones laborales, 
tanto individuales como colectivas, de colocación, empleo, formación profesional ocupacional, de 
trabajo temporal y de inserción laboral.También se incluyen en este apartado las infracciones en materia 
de prevención de riesgos laborales, las acciones u omisiones de los empresarios, de las entidades 
que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas, las auditoras y las formativas en 
dicha materia y ajenas a las empresas, así como las de los promotores y propietarios de obra y 
los trabajadores por cuenta propia, que incumplan las normas legales, reglamentarias y cláusulas 
normativas de los convenios colectivos en materia de seguridad laboral sujetas a responsabilidad, las 
infracciones en materia de derechos de información y consulta de los trabajadores en las empresas y 
grupos de empresas de dimensión comunitaria y las derivadas de incumplimiento de las obligaciones 
relativas a las condiciones de trabajo de los trabajadores desplazados temporalmente a España en el 
marco de una prestación transnacional. 

. Infracciones en materia de Seguridad Social: 
	 Referentes a las acciones y omisiones de los sujetos responsables contrarias a la normativa 
legal y reglamentaria que regula el sistema de la Seguridad Social. 

. Infracciones en materia de emigración, movimientos migratorios y trabajo de extranjeros. 

. Infracciones en materia de sociedades cooperativas.
 
. Infracciones por obstrucción a la labor inspectora.
	 Comprende las conductas que perturban, retrasan o impiden el ejercicio de las funciones de 
vigilancia y control del cumplimiento de la normativa del orden social que tienen encomendadas los 
Inspectores y Subinspectores. 
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12.3. SUJETOS RESPONSABLES DE LA INFRACCIÓN

	 Son aquellos que incurren en la conducta, acción u omisión, tipificada como infracción en la 
normativa del orden social. En particular, y según el tipo de materia, los responsables son los siguientes:

		  a)  En la relación laboral: el empresario. 
		  b)  En materia de prestaciones de Seguridad Social: los empresarios, trabajadores por 	
		  cuenta propia o ajena o asimilados, perceptores y solicitantes de prestaciones y las Mutuas 
	 de  Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social. 
		  c)  En materia de colocación, fomento de empleo y formación profesional: los empresarios
 	 y los trabajadores.
		  d) En materia de trabajo de extranjeros: los empresarios y los trabajadores por cuenta 	
	 propia y por cuenta ajena. 
		  e)	 En materia de operaciones de emigración: los transportistas, agentes, 		
	 consignatarios,  representantes, trabajadores y otros que intervengan. 
		  f)  Las cooperativas respecto a sus socios trabajadores y socios de trabajo. 
		  g) Las agencias de colocación, las empresas de trabajo temporal y las empresas 	
	 usuarias respecto a sus obligaciones. 
		  h) En materia de prevención de riesgos laborales: los empresarios titulares del centro de
  	 trabajo, los promotores, propietarios de obra y los trabajadores por cuenta propia que incumplan
  	 las obligaciones que se deriven de la normativa aplicable; las entidades que actúen como servicios
 	 de prevención ajenos a las empresas o que se encarguen de la formación, los auditores de 	
	 sistemas de prevención, las empresas que contraten con trabajadores autónomos la realización 	
	 de obras o servicios correspondientes a la propia actividad de aquéllas, y que desarrollen en sus
 	 propios centros de trabajo. 
		  i) Las personas y comunidades de bienes titulares de los centros de trabajo y empresas
 	 de dimensión comunitaria situadas en territorio español que incumplan las obligaciones de 	
	 información y consulta a los representantes de los trabajadores, según su normativa específica. 
		  j) Los empresarios incluidos en el ámbito de aplicación de la normativa legal que regula el 	
	 desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional, respecto
 	 de las condiciones de trabajo que deben garantizar a dichos trabajadores desplazados 		
	 temporalmente a España. 
		  k) Los empresarios titulares de una empresa de inserción que incumplan las obligaciones
 	 que se tipifican en la Ley 44/07, de 13 de diciembre. 
	
12.4. PRESCRIPCIÓN DE LAS INFRACCIONES

	 Con carácter general, las infracciones en el orden social prescriben a los tres años contados 
desde la fecha de la infracción, salvo en los casos siguientes:

	 1.	 En materia de Seguridad Social, las infracciones prescribirán a los cuatro años. 

	 2.	 En materia de prevención de riesgos laborales, las infracciones leves prescribirán al 	
	 año; las graves, a los tres años, y las muy graves, a los cinco años. 

	 3.	 En materia de sociedades cooperativas, las leves, a los tres meses; las graves, a los 	
	 seis meses, y las muy graves, al año. 

	 4.	 En materia de trabajo de extranjeros, las leves, a los seis meses; las graves, a los dos 	
	 años, y las muy graves, a los tres años. 
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12.4. PRESCRIPCIÓN DE LAS INFRACCIONES

	 Con carácter general, las infracciones en el orden social prescriben a los tres años contados 
desde la fecha de la infracción, salvo en los casos siguientes:

1.	 En materia de Seguridad Social, las infracciones prescribirán a los cuatro años. 

2.	 En materia de prevención de riesgos laborales, las infracciones leves prescribirán al año; las 
graves, a los tres años, y las muy graves, a los cinco años. 

3.	 En materia de sociedades cooperativas, las leves, a los tres meses; las graves, a los seis 
meses, y las muy graves, al año. 

4.	 En materia de trabajo de extranjeros, las leves, a los seis meses; las graves, a los dos años, y 
las muy graves, a los tres años. 

12.5. SANCIONES QUE PUEDEN IMPONERSE

	 Al igual que las infracciones, las sanciones administrativas que pueden imponerse a los distintos 
sujetos responsables por incumplimientos de la normativa de orden social se encuentran recogidas en la Ley.
	 Las sanciones son impuestas por las autoridades laborales competentes a propuesta de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, previa instrucción del oportuno expediente y conforme a un 
procedimiento administrativo especial que se inicia con la extensión de acta de infracción.

Las sanciones pueden ser de varios tipos:

	 . Multa pecuniaria (ver más adelante apartado 3.6  referente a sus cuantías). 

	 . Devolución de las cantidades indebidamente percibidas o no aplicadas correctamente por las 
empresas, como subvenciones o ayudas de fomento del empleo, pudiendo ser excluidas del acceso 
a los beneficios de los programas de empleo por un período máximo de un año. 

	 . Pérdida temporal de la pensión o prestación, o la extinción de la prestación o subsidio por 
desempleo o por incapacidad temporal, en el caso de trabajadores, solicitantes o beneficiarios de 
pensiones o prestaciones de la Seguridad Social, en función de la gravedad de la infracción cometida. 
Además podrán ser excluidos del derecho a percibir cualquier prestación económica y ayuda de 
fomento de empleo durante un año en caso de infracciones muy graves. 

	 . Por otro lado, los trabajadores que incurran en infracciones en materia de empleo, formación 
profesional, ayudas para fomento de empleo y prestaciones por desempleo de nivel contributivo o 
asistencial perderán los derechos que como demandantes de empleo tuvieran reconocidos, quedando 
sin efecto su inscripción como desempleados. 

	 . Además de las sanciones señaladas, existen otras específicas respecto de determinados 
sujetos responsables como las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la 
Seguridad Social, Empresas que colaboran voluntariamente en la gestión o las Empresas de Trabajo 
Temporal. 

	 . En materia de trabajo de extranjeros, cuando el infractor sea extranjero, podrá aplicarse, en 
lugar de la sanción de multa, la expulsión del territorio español. 
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12.6. CUANTÍAS DE LAS MULTAS

	 La cuantía de las sanciones consistentes en multa pecuniaria depende de la materia en la que 
se ha producido la infracción, de la gravedad de ésta y de la presencia de determinadas circunstancias 
que permiten graduar la sanción en sus tramos mínimo, medio o máximo.

	 Entre los criterios previstos legalmente para graduar las sanciones figuran, entre otros, 
la negligencia e intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, incumplimiento de las 
advertencias previas y requerimientos de la Inspección, cifra de negocios de la empresa, número 
de trabajadores o beneficiarios afectados en su caso, perjuicio causado y cantidad defraudada . En 
algunas materias, como en prevención de riesgos laborales, se establecen criterios específicos de 
graduación de las sanciones.

	 Las multas pueden incrementarse sustancialmente en aquellos casos en los que la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social aprecia la existencia de reincidencia.
Según la normativa del orden social infringida y la gravedad de la infracción, las cuantías de las 
sanciones son las siguientes:

	 .Las infracciones en materia de relaciones laborales y empleo, Seguridad Social, emigración, 
movimientos migratorios y trabajo de extranjeros, así como las infracciones por obstrucción a la 
actuación inspectora se sancionarán: 

		  . Las leves, en su grado mínimo, con multa de 60 a 125 euros; en su grado medio, de 	
		  126 a 310 euros; y en su grado máximo, de 311 a 625 euros. 
		  . Las graves, con multa, en su grado mínimo, de 626 a 1.250 euros; en su grado medio, 
		  de 1.251 a 3.125 euros; y en su grado máximo, de 3.126 a 6.250 euros. 
		  . Las muy graves, con multa, en su grado mínimo, de 6.251 a 25.000 euros; en su grado
 		  medio, de 25.001 a 100.005 euros; y en su grado máximo, de 100.006 a 187.515 euros. 

	 .La infracción grave por no solicitar la afiliación inicial o el alta de los trabajadores que ingresen 
a su servicio, o solicitar la misma, como consecuencia de actuación inspectora, fuera del plazo 
establecido, se sancionará, a partir del 1 de agosto de 2011, con la multa siguiente: en su grado 
mínimo, de 3.126 a 6.250 euros; en su grado medio, de 6.251 a 8.000 euros y, en su grado máximo, de 
8.001 a 10.000 euros. A estos efectos se considerará una infracción por cada uno de los trabajadores 
afectados. 

	 . La infracción muy grave por dar ocupación como trabajadores a beneficiarios o solicitantes de 
pensiones u otras prestaciones periódicas de la Seguridad Social, cuyo disfrute sea incompatible con 
el trabajo por cuenta ajena, cuando no se les haya dado de alta en la Seguridad Social con carácter 
previo al inicio de la actividad, se sancionará, a partir del 1 de agosto de 2011, con la multa siguiente: 
en su grado mínimo, de 10.001 a 25.000 euros; en su grado medio, de 25.001 a 100.005 euros y, en su 
grado máximo, de 100.006 a 187.515 euros.
No obstante, cuando con ocasión de una misma actuación de inspección se detecten varias 
infracciones de las contempladas en los dos puntos anteriores, la sanción que en su caso se proponga 
para cada una de ellas, graduada conforme a los criterios contenidos en el artículo 39.2 de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS), que procedan, se incrementará en: 

	 . Un 20% en cada infracción cuando se trate de dos trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
	 . Un 30% en cada infracción cuando se trate de tres trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
	 . Un 40% en cada infracción cuando se trate de cuatro trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
	 . Un 50% en cada infracción cuando se trate de cinco o más trabajadores, beneficiarios o solicitantes.

En ningún caso, la cuantía correspondiente a la infracción prevista en el artículo 22.2 podrá exceder 
de 10.000 euros, ni la prevista en el artículo 23.1.a) podrá exceder de 187.515 euros para cada una de 
las infracciones. 
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	 . En caso de infracción por obstrucción a la labor inspectora en la comprobación de la situación 
de alta de los trabajadores y el incumplimiento del empresario pudiera dar lugar a la comisión de las 
infracciones señaladas en los dos supuestos anteriores, a partir del 1 de agosto de 2011 las infracciones 
por obstrucción se sancionarán: 

		  . Las calificadas como graves: en su grado mínimo, con multa de 3.126 a 6.250 euros; 	
		  en su grado medio, de 6.251 a 8.000 euros y, en su grado máximo de 8.001 a 10.000 euros. 
		  . Las calificadas como muy graves: en su grado mínimo, con una multa de 10.001 a 	
		  25.000 euros; en su grado medio, de 25.001 a 100.005 euros y, en su grado máximo, de 	
		  100.006 a 187.515 euros. 

	 . La infracción grave por no ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General de la Seguridad Social 
o no efectuar el ingreso en la cuantía debida, habiendo presentado los documentos de cotización, 
siempre que la falta de ingreso no obedezca a una declaración concursal de la empresa ni a un 
supuesto de fueraza mayor, ni se haya solicitado aplazamiento para el pago de cuotas con carácter 
previo a la actuación inspectora, salvo que haya recaído resolución denegatoria, se sancionará con 
una multa en su grado mínimo del 50 al 65 por 100 del importe de las cuotas de Seguridad Social y 
demás conceptos de recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en 
su grado medio, con multa del 65,01 al 80 por 100; y en su grado máximo, con multa del 80,01 al 100 
por 100. 

	 . La infracción muy grave por no ingresar, en el plazo y formas reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General de la Seguridad Social, 
no habiendo presentado los documentos de cotización ni utilizado los sistemas de presentación por 
medios informáticos, electrónicos o telemáticos, así como retener indebidamente, no ingresándola 
dentro de plazo, la parte de cuota de Seguridad Social descontada a sus trabajadores o efectuar 
descuentos superiores a los legalmente establecidos, no ingresándolos en el plazo reglamentario, se 
sancionará en su grado mínimo con una multa de 100,01 al 115 por 100 del importe de las cuotas de 
Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, 
intereses y costas; en su grado medio con multa de 115,01 al 130 por 100; y en su grado máximo con 
multa del 130,01 al 150 por 100. 

	 . Las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales se sancionarán: 

		  . Las leves, en su grado mínimo, con multa de 40 a 405 euros; en su grado medio, de 	
		  406 a 815 euros; y en su grado máximo, de 816 a 2.045 euros. 
		  . Las graves, con multa, en su grado mínimo, de 2.046 a 8.195 euros; en su grado 	
		  medio, de 8.196 a 20.490 euros; y en su grado máximo, de 20.491 a 40.985 euros. 
		  . Las muy graves, con multa, en su grado mínimo, de 40.986 a 163.955 euros; en su 		
		  grado medio, de 163.956 a 409.890 euros; y en su grado máximo, de 409.891 a 819.780 euros. 

	 . Las infracciones en materia de Cooperativas se sancionarán: 

		  . Las leves, con multa de 375 a 755 euros. 
		  . Las graves, con multa de 756 a 3.790 euros. 
		  . Las muy graves, con multa de 3.791 a 37.920 euros, o con la descalificación. 

	 La cuantía de la multa propuesta por la Inspección de Trabajo en el acta de infracción determina 
cuál es la autoridad laboral competente para imponer la sanción. En el ámbito de la Administración 
General del Estado corresponde a la autoridad competente a nivel provincial la resolución de las 
propuestas de sanción de hasta 34.000 euros; al Director General competente, hasta 62.500 euros; a 
la Ministra de Empleo y Seguridad Social, hasta 125.000 euros, y al Consejo de Ministros, a propuesta 
del de Empleo y Seguridad Social, a partir de 125.001 euros.
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	 En materia de prevención de riesgos laborales serán sancionadas, a propuesta de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, por la autoridad competente a nivel provincial, hasta 40.985 euros; por 
el Director General competente, hasta 123.000 euros; por el Ministro de Empleo y Seguridad Social, 
hasta 409.900 euros, y por el Consejo de Ministros, a propuesta del de Empleo y Seguridad Social, 
hasta 819.780 euros.

	 Las infracciones en materia de cooperativas serán sancionadas, a propuesta de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, por el órgano directivo del que dependa el Registro de Sociedades 
Cooperativas, hasta 7.600 euros, y por el Ministro de Empleo y Seguridad Social, hasta 37.920 euros 
y la descalificación.

	 La imposición de las sanciones por infracciones leves y graves a los trabajadores en materia de 
empleo, formación profesional y ayudas para el fomento del empleo, corresponde al servicio público 
de empleo competente, y la de las muy graves a la autoridad competente, a propuesta de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social.

	 La imposición de sanciones por infracciones en materia de Seguridad Social a los trabajadores 
corresponde, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a la entidad gestora o 
servicio común de la Seguridad Social competente, salvo que la sanción afecte a las prestaciones por 
desempleo, en cuyo caso la competencia correspondería a la entidad gestora de éstas.

	 En el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones de orden social, cuando 
corresponda a la Administración de las Comunidades Autónomas con competencia en dicha materia, se 
ejercerá por los órganos y con los límites de distribución que determine cada Comunidad Autónoma.

12.8. PROCEDIMIENTO LIQUIDATORIO

	 Dentro de las funciones atribuidas a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se encuentra 
el control del cumplimiento de la normativa en materia de cotización a la Seguridad Social y respecto 
de los demás conceptos de recaudación conjunta. Cuando la Inspección constata la existencia de 
deudas podrá, según los casos, proceder de la siguiente manera:

		  1.	 Requerir al sujeto responsable el ingreso de su pago, absteniéndose en tal 	
	 caso de iniciar expediente sancionador y liquidatorio. Este requerimiento puede formularse 	
	 mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social o 	
	 mediante notificación de escrito ordinario, indicándose en todo caso los elementos esenciales
 	 de determinación de la deuda, plazo para su ingreso y la obligación de justificar documentalmente
 	 ante la Inspección la efectividad de tal ingreso.

	 El ingreso de la deuda por cuotas contenidas en el requerimiento será hecho efectivo en el 	
	 plazo que se determine, el cual no será inferior a un mes ni superior a cuatro meses.
	 En caso de incumplimiento del requerimiento se procederá a extender acta de liquidación y de
 	 infracción por impago de cuotas. 

		  2.	 Iniciar el procedimiento liquidatorio, mediante la extensión de Acta de Liquidación
 	 de Cuotas. Las Actas de Liquidación son extendidas cuando las deudas son originadas por: 

		  3.	 Falta de afiliación o alta de los trabajadores en cualquiera de los Regímenes del
 	 Sistema de la Seguridad Social. 

		  4.	 Diferencias entre lo que debió ingresarse y lo efectivamente ingresado. 

		  5.	 Por derivación de responsabilidad del sujeto obligado al pago en los supuestos 	
	 previstos en la Ley. 
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		  6.	 Aplicación indebida de las bonificaciones en las cotizaciones de la Seguridad 	
	 Social, previstas reglamentariamente para la financiación de las acciones formativas del 	
	 subsistema de formación profesional para el empleo. 

		  7.	 Comunicar a la Tesorería General de la Seguridad Social la deuda constatada 	
	 mediante la extensión de propuesta de liquidación, a efecto de que por dicho organismo se 	
	 efectúen las correspondientes reclamaciones de cuotas al sujeto deudor. 
	
	 Las deudas por cuotas a la Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta 	
prescriben a los cuatro años, contándose a partir del día siguiente al del mes en el que debieron
ingresarse tales cuotas.

12.8.1. ACTAS DE LIQUIDACIÓN

	 Las actas de liquidación extendidas una vez  notificadas a los interesados, tendrán el carácter 
de liquidaciones provisionales que se elevarán a definitivas tras el trámite de audiencia al interesado por 
la Dirección General o Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social a propuesta 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

	 Contra dichos actos liquidatorios definitivos cabrá recurso de alzada ante el órgano superior 
jerárquico del que los dictó.

	 De las actas de liquidación se dará traslado a los trabajadores, pudiendo los que resulten 
afectados interponer reclamación respecto del período de tiempo o la base de cotización que la 
liquidación se contrae.

	 El ingreso de la deuda puede ser hecho efectivo hasta el último día del mes siguiente al de la 
notificación del acta de liquidación, una vez dictado el acto administrativo definitivo de liquidación, 
iniciándose en otro caso el procedimiento de deducción o el procedimiento de apremio en los términos 
establecidos en la Ley.

	 La Inspección de Trabajo y Seguridad Social practicará simultáneamente las actas de infracción 
y actas de liquidación que se refieran a los mismos hechos. Si el sujeto infractor diese su conformidad a 
la liquidación practicada y efectuase su ingreso en plazo, el importe de la sanción propuesta en el acta 
de infracción se reducirá automáticamente al 50 por 100 de su cuantía. Esta reducción automática sólo 
podrá aplicarse en el supuesto de que la cuantía de la liquidación supere la de la sanción propuesta 
inicialmente.
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ANEXOS Y FORMULARIOS



A1 - COMUNICACIÓN DE DEFICIENCIAS Y PROPUESTAS DE MEJORA

A la Dirección de la Empresa ….................

D./Dª ..........................................., con DNI nº .........................................

Por medio del presente escrito sirva para comunicarle que en calidad de Delegado de Prevención, en 
mi visita al Centro de Trabajo ................, realizada el día .............., y en lo que concierne a la sección/
puesto ........................., donde se están realizando las tareas de ......................., he podido verificar
las siguientes deficiencias:

................................................................................

................................................................................

................................................................................

El riesgo de ............................... que ello origina requiere la corrección de manera inmediata de las 
deficiencias detectadas.

Por lo tanto, solicito que se adopten las siguientes medidas preventivas que a continuación se 
enumeran:
1ª.............................................................................
2ª.............................................................................
3ª.............................................................................
4ª.............................................................................

Entre las facultades otorgadas a los Delegados de Prevención por el artículo 36.2 f) de la Ley 31/1995 
de Prevención de Riesgos Laborales, se encuentra la de recabar del empresario la adopción de 
medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de protección de la seguridad y salud 
de los trabajadores, pudiendo a tal fin realizar propuestas al mismo, y al Comité de Seguridad y Salud 
para su discusión en el mismo.

En virtud de lo expuesto,

Tenga a bien recibir esta solicitud como Propuesta, en la confianza de que, de no existir razones 
justificadas que lo impidan se adopte la decisión que proceda.

En ................... a ............. de ................... de ................

Fdo:
Delegado/a de Prevención.

Rogándole firme el duplicado como acuse de recibo, le saluda atentamente.

Recibido en.............a........de...................de...............

Fdo:
La Empresa (sello)
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	        A2 – DENUNCIA ANTE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL
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	        A2 – DENUNCIA ANTE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL
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	             A3 – INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE DELEGADOS DE PREVENCIÓN



A4 - SOLICITUD DE ENTREGA DE DOCUMENTACIÓN A LA EMPRESA

En ............ a ..... de ............... de ....................

A la Dirección de la Empresa …...............................

D./Dª ..............................., con DNI nº ....................... en calidad de Delegado/a de Prevención de la 
Empresa ........................................................................................., en base a lo dispuesto en el artículo 
36 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales, que establece las 
competencias y facultades de los Delegados de Prevención, me pongo en comunicación para solicitar 
que me sea entregada la documentación en materia preventiva que a continuación se enumera.

4.	 Manual de instrucciones y fichas técnicas de seguridad de las máquinas.
5.	 Fichas de Seguridad de los productos químicos.
6.	 Información sobre cómo y con quién ha organizado la empresa la actividad preventiva.
7.	 Plan de emergencias.
8.	 Relación detallada de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales producidos en la 
empresa durante …........................................, así como el Índice de Absentismo.
9.	 Protocolos médicos de vigilancia de la salud que se vayan a efectuar y resultados de los ya 
realizados (programa y memoria del Servicio de Vigilancia de la Salud).
10.	 Plan formativo en materia preventiva.
11.	 Planificación de la Actividad Preventiva.
12.	 Evaluación de Riesgos.
13.	 Última revisión realizada a: instalación eléctrica, instalación de climatización, caldera, depósito 
de gasoil, etc.
14.	 Plan de Prevención de Riesgos Laborales.
15.	 Relación de daños producidos en la salud de los trabajadores el día …..................., así como el 
Informe de Investigación.
16.	 Información procedente de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
17.	 Información proveniente de los órganos técnicos de las Comunidades Autónomas.
18.	 Otros organismos......................................

Toda esta documentación debe obrar en mi poder a tenor de lo establecido en los artículos 36.2 y 39.2 
de la LPRL y del Criterio Técnico de la Inspección de Trabajo 43/2005.

En la confianza de que esta solicitud sea atendida con la mayor prontitud, para poder cumplir con 
las funciones que me son encomendadas por la Normativa de Prevención de Riesgos Laborales, 
y guardando el debido sigilo profesional con respecto a la información obtenida de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 37 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, le saluda atentamente:

											           La empresa,

Fdo:							       Recibí:
Delegado/a de Prevención.				    En ................ a ...... de ..................... de .............



177

ANEXOS Y FORMULARIOS

A5 - COMUNICACIÓN DE ASISTENCIA DE UN ASESOR/A

Al Presidente/a del Comité de Seguridad y Salud de la empresa ........................................

D./Dª ............................................, con DNI nº ........................, como Delegado de Prevención en la 
citada Empresa y según el derecho que me reconoce el  artículo 38.2 de la Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales

COMUNICO:

Que a la próxima reunión del Comité de Seguridad y Salud, que se celebrará el día ..................., asistirá 
D./Dª ................................................................., en calidad de asesor/a técnico/a externo de UGT.

Ruego firme la copia adjunta como acuse de recibo, atentamente:

										          La empresa (firma y sello)

Fdo:							       Recibí:
Delegado/a de Prevención.				    En ................ a ...... de ..................... de .............



A6 - PROPUESTA DE PARALIZACIÓN DE LAS ACTIVIDADES A LOS REPRESENTANTES DE 
LOS TRABAJADORES

Al Comité de Empresa / Delegado de Personal:

D./Dª..............................., con DNI nº.........
D./Dª..............................., con DNI nº.........

En calidad de Delegados de Prevención en el centro de Trabajo ................................................., ponen 
en su conocimiento:

1º. Que el trabajador/a, trabajadores/as1 .................., desarrollan trabajos2 de .............................., en 
las condiciones siguientes 3 ..............................

2º. Que por la condición que ostentamos ...................................,hemos podido comprobar 
por......................4, que los trabajos que se venían realizando de ..........................................., se estaban 
desempeñando de la forma que a continuación se describe ........................................................

3º. Que en el desarrollo de las citadas actividades por el trabajador/a, trabajadores/ as en las condiciones 
mencionadas están o pueden estar expuestos a un riesgo grave e inminente.

4º. Que hasta la fecha no se han adoptado por la empresa las medidas necesarias para garantizar 
la seguridad y salud de los trabajadores, tal como prescribe la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
prevención de Riesgos Laborales.

5º. Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 21.3 de la citada Ley, lo comunicamos para que 
se actúe con la urgencia que el caso requiere y se proceda a la paralización de la actividad de los 
trabajadores afectados por dicho riesgo grave e inminente, hasta que se subsanen las situaciones que 
dieron lugar a la misma o se anule por la Autoridad Laboral.

							       Recibí, en ................ a ...... de ....... de .............

	 Fdo: 						      Fdo:
	 Delegados de Prevención			   Comité de Empresa.

1. Identificar a los trabajadores afectados.
2. Definir trabajos
3. Indicar los riesgos.
4. Informar cómo se ha tenido conocimiento, por visita al centro, comunicación...
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A7 - COMUNICADO A LA EMPRESA DE ACUERDO DE PARALIZACIÓN DE LA ACTIVIDAD 
ADOPTADO POR LOS REPRESETNANTES DE LOS TRABAJADORES

A la Dirección de la empresa .............................................

D./Dª ......................................................................................, con DNI .......................... en calidad 
de1 ........................................ y D./Dª ...................................................................................., con DNI 
.......................... en calidad de1 ..........................................................

En su condición de representantes legales de los trabajadores, ponen en su conocimiento:

1º. El trabajador/es2, ..........................................................................., realizan actividades consistentes 
en 3….................................................... en las siguientes condiciones …...............................................

2º. Que en el ejercicio de nuestras funciones ...................................,hemos podido comprobar por......
.......................4, que los trabajos que se venían realizando de ..........................................., se estaban 
desempeñando de la forma descrita en el punto 1º.

3º. Que en el desarrollo de las citadas actividades, en las condiciones mencionadas, el trabajador/es 
están o pueden estar expuestos a un riesgo grave o inminente de5 …................................................, 
puesto que tal riesgo podría materializarse en cualquier momento y las lesiones previstas serían ….....
.........................................................................

4º. Que hasta la fecha la empresa no ha adoptado las mínimas medidas de seguridad e higiene en el 
trabajo para garantizar la seguridad y salud de los trabajadores.

5º. Ante tales circunstancias y acogiéndonos a lo dispuesto en el artículo 21.3 de la Ley de Prevención 
de Riesgos Laborales, los representantes legales de los trabajadores en la reunión celebrada el día 
…... de ..... de …......, han acordado por la mayoría de sus miembros la paralización de la actividad de 
los trabajadores afectados por dicho riesgo.

6º. La paralización acordada se comunicará en la misma fecha a la Autoridad Laboral competente, 
teniendo validez mientras persista la situación de peligro o sea anulada por la Autoridad Laboral.

									         Recibí

Fdo:									         Fdo:
Representantes de los trabajadores					     Por la empresa.

1. Indicar, Delegados de Personal o Presidente del Comité de Empresa o cuando no haya sido posible 
reunir al Comité, los Delegados de Prevención.
2. Indicar nombres y apellidos de los trabajadores afectados o colectivo afectado.
3. indicar actividades y trabajos.
4. Informar cómo se ha tenido conocimiento, por visita al centro, comunicación...
5. Indicar el riesgo concreto.



A8 - COMUNICADO A LA AUTORIDAD LABORAL DE ACUERDO DE PARALIZACIÓN DE LA 
ACTIVIDAD ADOPTADO POR LOS REPRESETNANTES DE LOS TRABAJADORES

A la Autoridad Laboral (Jefe de Inspección de Trabajo y Seguridad Social de la provincia de …......)

D./Dª ......................................................................................, mayor de edad con DNI .......................... 
en calidad de1 ........................................ y D./Dª ...................................................................................
., mayor de edad con DNI .......................... en calidad de1 .........................................................., de la 
Empresa …............................................, con centro de trabajo en …....................................................
....................... Con domicilio a efectos de notificaciones en ….............................................................. 
Comparecen y como mejor proceda en Derecho:

EXPONEN:

1º. Que el trabajador/es2, ........................................................., realizan actividades consistentes en3
….................................................... sin que el empresario haya adoptado hasta la fecha las mínimas 
medidas de seguridad e higiene en el trabajo, a pesar de haber sido advertido del riesgo que concurre 
en el citado trabajo.

2º. Dichas actividades o trabajos generan riesgo grave o inminente de4 …...........................................
..puesto que tal riesgo podría materializarse en cualquier momento y las lesiones previstas serían ......
.....................................................................

3º. Ante tales circunstancias los representantes legales de los trabajadores en la reunión celebrada el 
día …... de ..... de …......, han acordado por la mayoría de sus miembros la paralización de la actividad 
de los trabajadores afectados por dicho riesgo.

4º. En esta misma fecha se ha efectuado, a la Dirección de la Empresa, comunicado por escrito sobre 
tales hechos.

5º. Que el acuerdo se ha tomado al amparo de lo dispuesto en artículo 21.3 de la Ley de Prevención 
de Riesgos Laborales.

SOLICITAMOS:

Que tras recibir la comunicación de esta situaciión de riesgo grace o inminente para la seguridad y 
salud de los trabajadores de la empresa …........................................................., actúen con la mayor 
diligencia posible y adopten las medidas que consideren oportunas para subsanar dicha situación.

En …...................., a …............ de …......... de …........

Fdo:
Representantes de los trabajadores.

1. Indicar, Delegados de Personal o Presidente del Comité de Empresa o cuando no haya sido posible 
reunir al Comité, los Delegados de Prevención.
2. Indicar nombres y apellidos de los trabajadores afectados o colectivo afectado.
3. Indicar actividades y trabajos.
4. Indicar el riesgo concreto.
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A9 - SOLICITUD CONSTITUCIÓN DEL COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD

A la Dirección de la Empresa ….........................................................

D./Dª. ................................................., con DNI nº........................
D./Dª. ................................................., con DNI nº........................
D./Dª. ................................................., con DNI nº........................
D./Dª. ................................................., con DNI nº........................

En su condición de Delegados de Prevención:

SOLICITAMOS:

Que habiendo sido designados como Delegados de Prevención, conforme se establece en el artículo 
35.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se constituya el 
Comité de Seguridad y Salud (CSS) según dispone el artículo 38.2 de la citada Ley.

Que el Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el empresario y/o 
sus representantes en número igual al de los Delegados de Prevención, de otra.

Que en cumplimiento de la referida Ley, se designen las personas (en número igual al de Delegados 
de Prevención) que representarán a la empresa en el Comité de Seguridad y Salud, y se proceda a la 
constitución del mencionado órgano.

(cuando la empresa disponga de servicio de prevención propio)
Manifestamos que, en correspondencia con el carácter asesor que el artículo 31.2 de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales confiere a los servicios de prevención, no consideramos adecuada 
la designación de sus miembros como representantes de la empresa.

Atentamente, Delegados de Prevención: (nombre, apellidos y DNI)

Fdo: 				    Fdo:				    Fdo:				    Fdo:

Recibí por la empresa (firma y sello)

En ................., a .......... de ........................ de ........................................



A10 - ACTA DE CONSTITUCIÓN DEL COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD

En ……………………, el día ……… de …………… de ………, a las …………… horas, se reúnen en 
el centro de trabajo de la empresa ………………………………………………, las siguientes personas:

Sr/a ………………………………………………..……………………………….., Delegado de Prevención.
Sr/a …………………………………………………………………………………., Delegado de Prevención.
Sr/a …………………………………………………………………………………., Delegado de Prevención.
Sr/a …………………………………………………………………………………., Delegado de Prevención.
Sr/a ……………………………………………………………………………., Representante de la empresa.
Sr/a ……………………………………………………………………………., Representante de la empresa.
Sr/a ……………………………………………………………………………., Representante de la empresa.
Sr/a ……………………………………………………………………………., Representante de la empresa.

Y acuerdan, como único punto del día, en cumplimiento del artículo 38 de la Ley 31/1995 de Prevención 
de Riesgos Laborales:

	 . Constituir el COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD como órgano paritario y colegiado de 	
	 participación, destinado a la consulta regular y periódica de las actuaciones de esta empresa 	
	 en materia de prevención de Riesgos.

Así pues, los reunidos acuerdan por unanimidad constituir el COMITÉ DE SEGURIDAD Y SALUD de la 
empresa, con todos ellos como miembros del mismo, y en conformidad firman esta acta:

(Firma, nombre y DNI de cada uno)
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B1 – ORDEN REGULADORA DEL REGISTRO DE LOS DELEGADOS DE PREVENCIÓN

Fecha del Boletín: 24-09-1997 Nº Boletín: 183 / 1997.

ORDEN de 11 de septiembre de 1997, de la Consejería de Industria, Comercio y Turismo, por la que 
se regula el registro y depósito de las actas de nombramiento de Delegados de Prevención de Riesgos 
Laborales.

El Real Decreto 831/1995, de 30 de mayo, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración 
del Estado a la Comunidad de Castilla y León en materia de trabajo, establece en su apartado B) las 
funciones del Estado que asume esta Comunidad Autónoma y, entre ellas, la competencia atribuida a 
la autoridad laboral en materia de representación de los trabajadores en las empresas.

Por otra parte, la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, define a los 
Delegados de Prevención de Riesgos Laborales como los representantes de los trabajadores con 
funciones específicas en materia de prevención de los riesgos en el trabajo, regulando en su artículo 
35 y en la Disposición Adicional Cuarta el mecanismo para su elección. Esta Ley también regula las 
competencias, facultades y garantías de estos Delegados de Prevención de Riesgos Laborales, así 
como su participación en los Comités de Seguridad y Salud y sus relaciones con la Inspección de 
Trabajo.

La Comunidad Autónoma de Castilla y León tiene competencias exclusivas en lo que se refiere a su 
autoorganización, conforme a lo previsto en el artículo 26.1.1.ª de su Estatuto de Autonomía.

En consecuencia, se considera necesario crear un instrumento organizativo que ayude a cumplir 
las competencias ejecutivas en materia de representación de los trabajadores en las empresas. Ese 
instrumento es el «Registro de las actas de nombramiento de Delegados de Prevención de Riesgos 
Laborales».

DISPONGO:

Artículo 1.º Ambito y dependencia. Se establece el registro y depósito de las actas de nombramiento 
de los Delegados de Prevención de Riesgos Laborales, de ámbito provincial y dependencia de cada 
uno de los Jefes de las Oficinas Territoriales de Trabajo.

Art. 2.º Fines. Los fines que pretende lograr el registro, establecido en el artículo anterior, son los 
siguientes:
a) Dar publicidad a los nombramientos efectuados.
b) Facilitar cuanta información pueda recabar la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cualesquiera 
autoridad laboral o judicial, o las empresas y trabajadores si tuvieran la condición de interesados 
y cualesquiera otros ciudadanos, conforme a lo establecido en la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
c) Emitir las certificaciones pertinentes que sean solicitadas por los organismos públicos o particulares 
antes mencionados.

Art. 3.º Procedimiento para el registro y depósito de las actas.
El procedimiento para proceder al registro y depósito de las actas de nombramientos de Delegados de 
Prevención de Riesgos Laborales es el siguiente:
1. Efectuada la designación del Delegado o Delegados de Prevención de Riesgos Laborales, bien la 
empresa afectada, bien el trabajador elegido o cualquiera de los elegidos, personalmente o través de 
representante, comunicará a la Oficina Territorial de Trabajo tal nombramiento mediante la presentación 
del acta levantada al efecto, conforme al modelo que figura en el Anexo I.
2. La Oficina Territorial de Trabajo procederá a emitir justificante de dicha presentación.
3. Las actas de nombramiento serán depositadas y custodiadas en la Oficina Territorial de Trabajo del 
territorio competente y actualizadas conforme a las notificaciones que periódicamente efectúen los 
interesados.



4. Las actas de nombramiento de Delegado de Prevención de Riesgos Laborales serán normalizadas 
conforme al modelo que figura en el Anexo I, al objeto de poder efectuar su tratamiento informático y 
estadístico.
5. Cumplido el trámite de registro y depósito del acta de nombramiento, la Oficina Territorial de Trabajo 
procederá de oficio a emitir certificación individualizada de las personas designadas que figuran en el 
acta, conforme al modelo del Anexo II.

Art. 4.º Derecho de acceso. Las Oficinas Territoriales de Trabajo serán las unidades en las que pueden 
ejercerse los derechos de acceso, rectificación o cancelación de datos personales, previstos en la Ley 
Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, sobre regulación del tratamiento automatizado de los datos de 
carácter personal.

Art. 5.º Comunicaciones a la Dirección General de Trabajo. A efectos de seguimiento y control del 
Registro de las actas de nombramiento de Delegados de Prevención de Riesgos Laborales, las Oficinas 
Territoriales de Trabajo comunicarán a la Dirección General de Trabajo mensualmente las incidencias 
que se produzcan en el ámbito territorial propio.

DISPOSICION TRANSITORIA
La Oficina Territorial de Trabajo respectiva procederá al registro y depósito de las actas de nombramiento 
de Delegados de Prevención de Riesgos Laborales levantadas con anterioridad a la entrada en vigor 
de esta Orden, cualquiera que sea el formato o contenido de las mismas. Asimismo, expedirán la 
certitificación de estas actas prevista en el artículo 3.º 5 de esta Orden.

No obstante lo anterior, la Oficina Territorial de Trabajo podrá interesar del trabajador nombrado o de la 
empresa afectada los datos que puedan ser de interés para una más completa información.

DISPOSICION FINAL UNICA
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla 
y León».

Valladolid, 11 de septiembre de 1997.

El Consejero de Industria, Comercio y Turismo,
Fdo.: TOMAS VILLANUEVA RODRIGUEZ
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MANUAL DEL DELEGADO 
DE PREVENCIÓN


